PAGE  
1

www.monografias.com

La protección de los Derechos Laborales 
en el ámbito del Sistema Penitenciario en Venezuela
Freddy Villavicencio Nicoliello - Nicovil01@hotmail.com
1. Resumen
2. Introducción
3. El problema
4. Marco teórico
5. Marco metodológico
6. Análisis de resultados
7. Referencias Bibliográficas 

RESUMEN

El objeto del presente estudio busca analizar  la protección de los Derechos Laborales en el Ámbito Penitenciario de Venezuela, tal y como está establecido en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la ley y los reglamentos. En este sentido se desarrolló una investigación de tipo documental, en la cual se plantea la necesidad de promover lo establecido en el marco jurídico nacional que expone el derecho que tienen los reos en cuanto al trabajo, considerando en este punto los derechos laborales que los amparan tales como: caja de ahorro, seguridad social, capacitación entre otros. Es importante destacar que esto está previsto también en un conjunto de instrumentos internacionales, donde ocupan el primer lugar los Derechos Humanos y de los cuales Venezuela es país suscriptor. Además el objetivo final de las sanciones que se aplican a las personas que cometen un delito está encaminado a la corrección de una conducta y a la búsqueda de su reinserción, por lo que el impulso a la actividad laboral del preso, pero dentro de sus derechos civiles, le permite sentirse útil para si mismo, su familia y la sociedad donde vive. Esto implica reflexionar también en cuanto a la necesidad de humanizar los procesos jurídicos, que si bien no debe interferir con la letra y el espíritu de la Ley, tampoco es menos cierto que es un aspecto que debe considerarse en las sanciones y en el proceso de cumplimiento de las sentencias. Los centros de reclusión deben pues convertirse en lugares donde se reinserte al reo por medio del trabajo remunerado, con todos sus beneficios laborales y legales a que tenga derecho, como un trabajador venezolano más, lo que lo ha de dignificar como se humano, en este sentido hace necesario también revisar y actualizar la Ley Orgánica del Trabajo a fin de incorporar el trabajo del reo como una de sus acepciones especiales, a fin de que se refuerce la necesidad de su cumplimiento dentro de los centros de reclusión.

Palabras claves: penado, trabajo, Derechos Humanos, reinserción social, Ley Orgánica del Trabajo, reclusión, delito.

ABSTRACT

The object of the present study is to analyze the right to work and enjoyment of the social benefits of the punished criminal in Venezuela, so as it is established in the      Constitution of Bolivarian Republic of Venezuela and the current legal frame. A documentary research was undertaken, taking into account the need to promote the fulfillment of what is provided by law in relation to labor rights and other welfare established benefits, such as: savings bank, social security, among others. It is important to emphasize that these rights are stated in the Universal Declaration of Human Rights, of which Venezuela is signatory. The purpose of the penal sanctions applied to convicts  is to correct a misbehavior and to achieve the social reinsertion;   this is the  major reason to promote the labor activity of the prisoners, respecting  his civil rights, so they can feel useful to themselves, their families and the society. This take us to think over the need to humanize the legal processes, from the sanction to the fulfillment of the sentence, without interfering the spirit of the law. The reclusion centers must become institutions where the imprisoned achieve the social reinsertion, through  the paid work including all its labor and legal benefits, as one member of the Venezuelan working force. The Organic Labor Law must be reviewed and updated in other to incorporate the imprisoned working rights as one special treatment.  

Key words: imprisoned, punished criminal, work and labor, Human Rights, social reinsertion, Organic Labor Law, imprisonment, crime.
Introducción

La tarea de investigar la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano y el régimen jurídico aplicable al derecho del trabajo de los  penados, sus beneficios  laborales y el sistema de seguridad social que los ampara, es una empresa arriesgada y difícil, tanto por la complejidad del objeto de estudio, como por la situación personal del investigado.   

A manera de ver, el ordenamiento legal y todo el sistema de justicia tanto penal como el contenido de las leyes laborales, y el contenido de las tratados Internacionales de los Derechos Humanos, tienen naturaleza fundamentalmente socio - política  e históricamente determinada sobre las actitudes y valores de grupos sociales, dejando a un lado el factor humano como es el caso que nos ocupa, en este grupo de personas que por alguna circunstancia de la vida lleva en sus hombros haber cometido un error que lo llevó a ser privado de su libertad, y que indirectamente el Estado los ha segregado de Derechos elementales consagrados, primero en el Derecho Natural y luego en las leyes del hombre.  

En este orden de ideas ha desarrollado la investigación, analizando el sistema laboral y de seguridad social que debe amparar a los penados de nuestro sistema penitenciario y los beneficios que deben gozar en el ámbito de la relación de trabajo, tratando así de evitar el estigma de que preso es preso y no tiene derecho, frase esta muy común en los operadores judiciales, menoscabando de esta manera como ya se dijo los derechos elementales del hombre como lo es el desarrollo social y la personalidad del individuo, y que más como medio de rehabilitación para estos ciudadanos que el trabajo, y la protección a los derechos al trabajo y los beneficios que derivan de estos que deben ser garantizados por el Estado.

Ahora bien no todo es malo, la constitución de 1.999, vigente, establece muy acertadamente la humanización de las cárceles y entre otras cosas garantiza la creación  de establecimientos en los recintos penitenciarios que cuenten con espacios para el trabajo, donde se le da preferencia al régimen abierto y el carácter de colonias agrícolas penitenciarias. Así se puede notar el aspecto social y humanitario que priva en la Constitución, como primer paso a proteger los derechos al trabajo de los sujetos privados de libertad. 

De manera que una vez que se establece el derecho al trabajo de manera universal es decir, para todos los venezolanos o residentes en nuestro país, y habiendo también la Carta Fundamental establecido el trabajo para los penados recluidos en los recintos penitenciarios, se debe tomar en consideración, que las personas que prestan servicios en virtud de un contrato o relación de trabajo cualquiera sea el monto de su salario y el tiempo de duración, tiene derecho a un sistema de seguridad integral garantizado por el estado Venezolano.

En virtud de lo expuesto anteriormente nace una interrogante, hasta donde esta dispuesto el sistema judicial laboral a garantizar los derechos laborales del trabajador privado de libertad por sentencia definitivamente firme, y consecuentemente los beneficios derivados de las leyes laborales y la seguridad social como derechos universales, integral, solidario unitario, eficiente y participativo, establecido así también en la constitución que, la ausencia de capacidad contributiva no será motivo para excluir a las personas de su protección.

Por lo tanto se efectuará una investigación documental que permitiría acceder, a escala teórica, a la información requerida para la consecución de los objetivos planteados, basado en un diseño de investigación bibliográficos poder determinar donde esta la fuente que brinda la protección de los derechos laborales en el sistema penal Venezolano.

El presente estudio se encuentra estructurado en cuatro Capítulos. El Capítulo I, se refiere al problema a investigar, así como su contextualización y delimitación del problema; los objetivos tanto general como específicos, a ser desarrollados en el texto, además se presenta la justificación del trabajo, que deben ser congruente con las recomendaciones, luego es expuestos el Sistema de Variables con sus características, definición conceptual y operacional de las mismas. 

El Capítulo II Marco Teórico, iniciándose con los antecedentes relacionados con la investigación, en los que se precisa la influencia de otras investigaciones de primera mano con el tema aquí planteado, el esquema de los aspectos generales y el desarrollo de cada variable plasmada en sus dimensiones e indicadores. 

El Capítulo III, o Marco Metodológico, presenta el tipo de investigación, el nivel de la misma, el diseño y además el procedimiento que se llevó a cabo para la ejecución del contenido. 

En el Capitulo IV, se presenta todo lo correspondiente a los recursos económicos, logística y materiales utilizados,  finalmente se detallan la bibliografía utilizada en el presente estudio.                         

Capítulo I
El Problema
1.1. Planteamiento del Problema

           A pesar de ser el derecho al trabajo en nuestra legislación un derecho constitucional y universal, la población penal puede reconocerse como un segmento que no goza cabalmente de los derechos a los cuales son acreedores.
La experiencia demuestra que si alguna parte de la población venezolana ha sido discriminada y relegada al olvido,  es la población de ciudadanos que se encuentran en nuestras cárceles olvidados y desprotegidos del sistema judicial a quien le corresponde velar y proteger al reo trabajador.

Tal situación, en relación con la cual existe un hermetismo en la esfera del ámbito nacional por considerar que los presos son presos y que no tienen derechos, y que las cárceles son solo depósitos de seres humanos, es una metáfora que el tiempo se ha encargado de curtir en desventaja para aquellos compatriotas que por una u otra razón de la vida cometieron un error, y que la sociedad está en la obligación de prestarles apoyo con la intención de su reivindicación en el entorno social.

Así pues, el trabajo como hecho social no puede ser para un grupo determinado de personas, ya que si se toma en cuenta que éste de gozar de la protección del Estado, entonces mal podría interpretarse que el reo no goza de la protección de las leyes laborales venezolanas, lo que indudablemente trae como consecuencia una marcada discriminación en perjuicio de los sujetos sometidos a una pena privativa de-libertad.
De acuerdo con lo expresado, el derecho al trabajo y sus beneficios, que deben gozar los penados, es un derecho, que, al igual que todo el  que habita en el territorio nacional, debe ser disfrutado de conformidad con la garantía y protección que establece el ordenamiento jurídico existente sin discriminación o limitación alguna. 

En efecto, el preámbulo de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela señala que se debe consolidar un estado de justicia, federal y descentralizado, que consolide los valores de libertad, independencia, paz,  solidaridad,  bien común,  imperio de la Ley; que asegure el derecho a la vida, al trabajo, a la cultura, a la educación, a la justicia social y a la igualdad, sin discriminación ni subordinación alguna.

Así mismo, en el contenido del referido preámbulo,  nuestra carta fundamental  establece como base de garantía universal e indivisible los derechos humanos. Por otra parte el artículo 272, eiusdem establece que los recintos penitenciarios deben contar con espacios para el trabajo.
Indica Linares Alemán (1981) que la sanción penal conlleva accesoriamente la pérdida del empleo, la destitución del empleo, lo cual está contemplado en la ley sustantiva penal. Ahora bien, si uno de los objetivos del Derecho Penal es la rehabilitación del individuo, el sistema laboral venezolano debe proveer los medios o garantías de protección al penado en su derecho al trabajo, entendiendo que el estado y sus instituciones deben conformar un todo orgánico.
La doctrina moderna señala que la población penitenciaria  proviene mayormente de los estratos económicos más bajos, de áreas agrícolas, rurales o industriales, y la realidad demuestra que los trabajadores penados se dedican a labores poco productivos ya que carecen de un sistema de empleo protegido por el estado que garantice los derechos y beneficios establecidos en las leyes y reglamentos para todos los trabajadores en Venezuela.

El trabajo en los recintos penitenciarios son especialmente de índole normal tales como la artesanía, pintura, mecánica o talabartería entre otros, y muy pocos se dedican  a la actividad agrícola, pues en Venezuela no existen centros de reclusión como granjas agrícolas y pecuarias lo que trae como consecuencia la perdida del derecho al trabajo remunerado y el goce de los beneficios socio-económicos.

Puede afirmarse que dentro del marco de la legislación laboral venezolana, el derecho al trabajo de los penados no ha sido establecido como un derecho taxativo, dejando en manos de leyes especiales y reglamentos lo relativo al trabajo que debe  desempeñar el penado venezolano, sin anotar los beneficios de estos ciudadanos con relación al trabajo, instrumentos jurídicos estos que solo ubican al trabajador penitenciario en el puesto de trabajo pero no le brindan protección.    

Partiendo de los supuestos anteriores, cómo  lograr la estabilidad en el trabajo de los  penados en Venezuela, cuando la Constitución y las leyes laborales no mencionan las oportunidades, ni los procedimientos establecidos para la colocación de estos individuos en un puesto de trabajo digno y estable que le garantice una vida digna y sin ser discriminados como seres humanos.

Si bien el Código Orgánico Procesal Penal, en el Libro Quinto, Capítulo III, establece un régimen de trabajo fuera del establecimiento penitenciario, esto es solo aplicable  a aquellas personas que hayan cumplido  por lo menos una cuarta parte de la pena. Por otra parte el beneficio de libertad condicional establecida en el artículo 501 del citado código está sujeto al requisito contenido en el numeral 4 del artículo 494, eiusdem, vale decir, que el penado presente oferta de trabajo.

          Pero precisamente esta condición, la oferta de trabajo, a menudo está a su vez condicionada a la aceptación por parte del reo de condiciones, laborales que vulneran su legítima aspiración  de trabajar, como es el aceptar entre otros hechos, laborar sin percibir salario alguno, a cambio de obtener la tan deseada oferta  y posterior constancia de trabajo, que a vez le permita aspirar al régimen de libertad condicional, circunstancias éstas que constituyen una experiencia del conocimiento común de todo aquel que se desenvuelve en la práctica profesional. 

 Lo  anteriormente expresado significa que  el derecho al trabajo mencionado en el código adjetivo penal sólo se aplica a un grupo determinado de penados que pueden optar al trabajo cuando cumplan con determinados requerimientos del citado código. 

De acuerdo con el problema planteado nos referimos al derecho al trabajo y los beneficios derivados de su ley laboral que deben gozar todos los penados en Venezuela.

De acuerdo con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela el trabajo es un derecho universal para todos los habitantes del país sin discriminación alguna, y es un hecho social y de orden público. De  ahí, el porqué  emana una serie de interrogantes en cuanto al régimen jurídico aplicable a los internos y su derecho al trabajo, como un derecho constitucional humano y social, quiénes son los encargados de brindar la protección de los derechos laborales en le sistema penal venezolano.  

1.2. Formulación del Problema

En virtud del problema que se plantea con la inseguridad jurídica y la falta de protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano en relación con los penados  y su acceso al trabajo, y estabilidad del mismo, consideramos pertinentes formular los siguientes cuestionamientos:
1. ¿Cuál es el régimen jurídico aplicable a los penados en relación con su derecho al trabajo, a la estabilidad, y al goce de los beneficios sociales derivados del mismo?
2. ¿Cuáles son las características de la protección laboral, brindada por el estado a los penados en Venezuela?
3. ¿Cómo se caracteriza el concepto de penado en Venezuela y la protección que debe brindar el Estado al  derecho al trabajo?
4. ¿Cómo se desarrolla en el derecho comparado la protección de los derechos laborales  de los  penados?
1.3. Objetivos de la Investigación
1.3.1. Objetivo General

Analizar la protección de los derechos laborales en el sistema penal venezolano  a la luz del marco legal, doctrinario y jurisprudencial venezolano, así como en el Derecho Comparado.

1.3.2. Objetivos Específicos

1.  Establecer el marco normativo nacional  aplicable en relación con  la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario  venezolano.
2.  Determinar la eficacia del referido sistema normativo nacional.
3.  Verificar  la existencia de doctrina judicial venezolana en relación con la protección de  los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano.

4. Analizar comparativamente la protección de  los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano y los ordenamientos jurídicos de España, El Salvador,  contenidos en los Tratados, Convenios, Acuerdos y Pactos Internacionales. 

5.  Evaluar  la necesidad de ampliar el marco normativo existente en relación con la protección de los derechos del penado. 

1.4. Justificación 

El tema de  la protección de  los derechos laborales en el sistema penitenciario en Venezuela ha sido poco tomado en cuenta por los investigadores laborales y los ciudadanos privados de su libertad constituyen un segmento de la población cuyos derechos laborales son frecuentemente vulnerados. 
Por tal motivo el estudio comprende tópicos afines con el Derecho al trabajo de todos los ciudadanos  penados en Venezuela; de importancia no solo para los penados, sino también para estudiantes, docentes, abogados litigantes, institutos públicos o privados, por cuanto el derecho al trabajo conlleva aspectos constitucionales, y legales, lo que le da carácter  como hecho social y humano.

Adicionalmente la protección del derecho al trabajo de los penados implica cambiar radicalmente la concepción de que los hombres y mujeres recluidos en los recintos penitenciarios venezolanos, deben quedar excluidos del sistema laboral venezolano, por ser sólo eso, presos, sin derecho alguno, quedando  excluidos de todo contacto con la sociedad, al ser el trabajo una fórmula de rehabilitación para el individuo que incurre en conducta criminal.
1.5 Alcance de la Investigación:

           Precisar la eficacia en la aplicación del marco normativo pertinente a los ciudadanos con privación de libertad, bien sea que gocen del beneficio de un régimen abierto de trabajo, o no.

1.6. Delimitación de la Investigación:

            Desde el punto de vista de la materia, la presente investigación se circunscribe a los efectos constitucionales y legales de la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano, los cuales se encuentran consagrados en el Código Orgánico Procesal Penal, Ley del Régimen Penitenciario y su Reglamento, Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento,  con el fin de establecer su alcance constitucional, y así poder determinar, si tales efectos legales, violan, menoscaban o atentan contra los derechos constitucionales del penado.
             Desde el punto de vista espacial, la presente investigación se delimita al nuevo orden de protección de los derechos laborales del sistema penitenciario venezolano,  la  Código Orgánico Procesal Penal, Ley del Régimen Penitenciario y su Reglamento, Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento, vigentes en el Territorio de la República Bolivariana de Venezuela.
             Desde el punto de vista temporal, de delimita la investigación en los efectos aplicables a los penados, desde la entrada en vigencia del Código Orgánico Procesal Penal de julio de 1999,  la Reforma Parcial de la Ley del Régimen Penitenciario de 19 de junio de 2000, y con la entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 31 de diciembre de 1999.
Capítulo II
Marco Teórico
2.1. Antecedentes de la Investigación

Título: Situación del ex-recluso en la sociedad. Oportunidades y perspectivas. Autor: García Collada Rafael, 2000 Objetivos: presenta una reflexión relacionada con la situación que presenta el ex - recluso una vez fuera de la prisión y como ha sido su  rehabilitación a los fines de facilitar su inserción. 

Conclusiones:  El autor concluye aseverando que, el reo una vez cumplida su condena y buscar su reinserción social, pasa a ser excluido ahora por su condición de  haber estado preso y por ende de tener antecedentes delictuales. Es por ello si se plantease dentro de los recintos de reclusión el derecho al trabajo del penado, para estos venezolanos puede ser mas sencillo su proceso de volver a ser ciudadanos, por cuanto han logrado desarrollar una actividad que les permitirá demostrar que son útiles a ellos mismos, a  su familia y a ellos mismos.

Título: El Proceso Penal y la Persona Humana. Autor. Martínez Rincones J. F, 1994 Objetivos: ser un estudio en torno a  las reales relaciones que se pueden apreciar entre que se  considere a las personas procesalmente sospechosas, de ser las autoras o partícipes de un hecho punible y el procesado, pero visto éste, el procesado, como persona humana y no como un simple engranaje de la maquinaria procesal.

Conclusiones:  El autor establece al final de su trabajo que hoy en día corresponde hacer que se cumplan los derechos humanos de las personas procesalmente sospechosas, que se implanten donde no existen y que se haga de ellos un instrumento comunitario para que en el ámbito oscuro de la cárcel penetre la luz del humanismo personalista para que esos seres llamados por Carnelutti como los más pobres de todos los pobres, sientan el espíritu de reivindicación que les corresponde como seres humanos de la sociedad contemporánea.

Título: Las Cárceles en Venezuela. Reflexión Entorno a un Problema de Siempre. Autor: Garrido    Nelson, 2001 Objetivos: expone en este trabajo la realidad de las cárceles venezolana en relación con los derechos humanos de los procesados.

Conclusiones:  Para el autor es posible observar que en Venezuela existe una tendencia punitiva exagerada (policial, judicial, legislativa) que podría hacer que las cárceles se abarroten aún más, sin mencionar la sobre carga que sufre el aparato judicial cuya eficacia es mínima pues la mayoría de los conflictos no encuentran soluciones en este sistema. Finalmente, hay que insistir en que se siguen cambiando de instituciones, de nombres pero las prácticas siguen siendo las mismas del pasado, los mismos errores y la misma indolencia dirigida hacia las mismas personas. 

2.2 Bases Teóricas

Antes de entrar en consideración  al estudio de la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano, se debe advertir que no es una tarea fácil, por tratarse de una Institución que ha evolucionado en un contexto social precario, por tratarse de un grupo de ciudadanos, que a los ojos de la sociedad no tienen derechos,  por cuanto, pareciera que se ha perdido el interés del bien común, la atención a los derechos humanos y sociales de aquellos que por una u otra razón han caído su desgracia, y que han sido condenados a cumplir una pena privativa de libertad, llama la atención, el interés que los criminólogos han puesto en relación, a los derechos de reinserción a la sociedad del que comete delito a través de la formula del trabajo.

Pero es necesario ir más allá, son los estudiosos de la criminología quienes han planteado el trabajo del reo, como medio alternativo para la rehabilitación del mismo, de allí que se crearon instrumentos legales para reglar la situación de trabajo dentro o fuera de los recintos penitenciarios, así como, crearon la ley de régimen penitenciario y su reglamento los cuales son el primer avance y han hecho referencia que la protección  de los Derechos Laborales de los reclusos deben regirse por la Ley Orgánica del Trabajo.       

Partiendo de los supuestos anteriores se debe hacer referencia al estudio que se ha realizado en Venezuela y otros países, con respecto al derecho penitenciario, el derecho  al  trabajo  y  la protección de los  derechos  laborales  de  los penados, en tal sentido nos  vamos  a referir al planteamiento sobre este caso que han tratado algunos especialistas en la materia.

La tarea de investigarla protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario  es, en cualquier parte del mundo, una empresa arriesgada y difícil, tanto por la complejidad del objeto en estudio, como las trabas encontradas por los administradores de los centros penitenciarios, considera que es necesario, como paso previo el examen del sistema penitenciario, realizar una exploración sobre la evolución histórica de los penales en el Derecho Penal Venezolano; por otra parte, la vigencia de nuestro ordenamiento positivo del principio de legalidad de los delitos y de las penas privativas de libertad, el derecho penitenciario a las formas de ejecución de las penas privativas de libertad o la forma de ejecución de las penas.         

La legislación penal y penitenciaria en Venezuela parte del código penal 1863, que fue nuestro primer código, ya que la legislación anterior estaba dispersa. En relación al código penal y la legislación penal especial, para el problema planteado la dejaremos a un lado, por considerar que este tipo de leyes no han consagrado ningún tipo de pena distinta a las previstas en el código penal acata las especiales citada, que de ordinario, cuando estipulan sanciones se remiten al código penal para su aplicación.

Para la doctrina clásica la pena es retributiva y las diferencias entre las sanciones penales responden a criterios lógicos formales, donde la personalidad del delincuente no juega ningún papel, sino la entidad del delito.

Así que las concepciones jurídicas – penales que predominan en Venezuela en la segunda mitad del siglo XIX, y están influenciados por la doctrina clásica, a pesar de que ya se hacía sentir en otros legisladores el impacto del positivismo.

La doctrina clásica propone una tarifación de los delitos  y de las penas y enuncia el célebre principio de legalidad de los delitos  y de las penas que aún se mantiene en casi todas las legislaciones.        

Para la doctrina clásica la pena es retributiva y la diferencia entre las sanciones penales responde a criterios lógicos-formales, este no es otra cosa que no se considera la personalidad del que comete delito y las circunstancias del mismo, sino que esta escuela toman en consideración de la entidad del delito, es decir la magnitud del mismo. Es obvio que el régimen penitenciario estuviese influenciado por estas concepciones; el delincuente va a la cárcel en retribución del mal causado, las penas son aplicadas con severidad. Así que para ese entonces la privación de libertad no habrá sido utilizada hasta entonces como pena por no ser considerada lo suficientemente dura, severa, como para castigar y causar intimidación, objetivos de la sanción penal.

De manera que la doctrina clásica confirió definitivamente a la privación de libertad el carácter de sanción represiva y otorgó al procesado garantías y derechos, se ha dicho que fue guiada bajo los principios humanitarios y concepciones filosóficas, bajo este esquema función desapareciendo de los códigos penales las penas que causaban sufrimientos corporales y fueron sustituidas por penas de reclusión. Como se puede observar estos son los primeros avances de Derechos Humanos en nuestra legislación penitenciaria.

En torno a el nacimiento protestario de la  Revolución Francesa, la libertad es autorizada como uno de los valores máximos, la libertad, igualdad, fraternidad etc., de la humanidad, se sanciona con el valor, con el derecho más caro a la condición humano, la libertad, cuya perdida es suponer genera un sufrimiento. De los antecedentes anteriores, son de suma importancia para tener una idea clara de la evolución del derecho penal, y llegar a los cambios que comporta nuestro sistema penitenciario, por cuanto en el recuento histórico no se evidencia la noción de tratamiento dentro de la legislación, esto se debe que los Códigos Penales del siglo XIX continúan anclados dentro de las valoraciones de los siglos XVIII y XIX, permaneciendo ajenos a la concepciones modernas como lo es la noción de tratamiento. Según la referencia, es que en parte esto se debe porque entre nosotros, desde muy temprano se empezó a desarrollar una legislación penitenciaria, y es allí donde debemos buscar la evolución de las formas de ejecución de las penas y el surgimiento de la noción de tratamiento.

Las ideas expuestas anteriormente nos inducen a abordar el tema de los Derechos Laborales, el Derecho al trabajo y los beneficios derivados de esta, a través de la vigencia de la Ley de Régimen Penitenciario de 1961, por cuanto, quien ha tomado en consideración estos derechos, y que resulta paradójico ha sido en su mayor parte las criminólogos, quienes, con esencia en la escuela positivista y basada en los principios del tratamiento de la persona humana, es decir para el positivismo se debe estudiar al hombre antes que al delito, como método de la reinserción  social.                   

No podemos dejar de señalar al Criminólogo Gómez Grillo (2005,P.39) en su exposición respecto del Sistema Penitenciario Venezolano quien señala que con la Reforma del Código Penal de fecha 16 de marzo de 2005- Gaceta Oficial Nº 5.763 Extraordinaria se eliminan para casi todos los delitos los llamados, beneficios procesados, que son, en realidad, derechos adquiridos por los presos. De esta manera se está virtualmente aboliendo en Venezuela el Sistema Penitenciario denominado progresivo, que existe en el mundo desde 1830. En Venezuela regía desde 1961, al ser  aprobado la Ley de Régimen Penitenciario, y se ha mantenido inalterable en las sucesivas modificaciones.

Continua el catedrático expresando que, el Sistema Penitenciario  Progresivo se llama así porque le concede derechos a los presos de acuerdo a su progreso procesal, y que están contemplados  en los artículos 7 y 61 de la citada ley, el Artículo 7 se refiere a que el sistema y tratamiento serán concebidos para su desarrollo gradualmente progresivo, que buscar el desarrollo del individuo, la responsabilidad y convivencia social conforme a la ley, el Artículo 61, se refiere al principio de progresividad de los sistemas de tratamientos establecidos en el Artículo 7, las cuales adoptarán medidas y formulas de cumplimiento de la pena hasta alcanzar la libertad plena del penado. 

Además se refiere el citado criminólogo que, el sistema Penitenciario, contrario al progresivo se llama Celular y consiste en obligar al penado a cumplir  enteramente su condena, haya o no progresividad en el desarrollo de su personalidad. Advierte que con la reforma del Código Penal, se produce un retroceso penitenciario en casi medio siglo.

De las evidencias anteriores Gómez Grillo (2005,P.45) el catedrático hace unas observaciones criminológicas y penitenciarias al respecto de la reforma del Código Penal, entre ellas encontramos  1. Al reducir o eliminar los indebidamente llamados beneficios procesales, que son derechos para los presos y los medidas sustitutivos de privación de libertad, refiere que de esta manera se violan dos principales rectores de la Constitución de la República  Bolivariana de Venezuela, y que están contemplados uno en el consagrado Artículo 19 de la Carta Magna el principio de progresividad y sin discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable indivisible e interdependiente de los derechos humanos, el otro es el contenido en el Artículo 272 de la Constitución que se refiere. En todo caso, las formulas de cumplimiento de las penas no privativas de libertad se aplicaron con preferencias a las medidas de naturaleza reclusorias y el derecho al trabajo que tienen los reos.

En atención a lo anterior, se debe tomar en consideración que se debe aplicar el tratamiento no institucional, y para ello es necesario aplicar la formula trabajo y estudio fuera de los recintos penitenciarios como medida social, la rehabilitación del penado, no está tras las rejas, sino en un tratamiento de rehabilitación a través del trabajo y el estudio, para adoptar al individuo a la sociedad, como medida postpenitenciaria.

La investigadora y compiladora documental, Patricia Luís de González, ha dicho  en su trabajo monográfico denominado “Derechos Humanos de los Reclusos”, que la gran mayoría de las personas, incluyendo a muchos jurisconsultos, desconocen que la legislación nuestra desde hace varios años establece que se pueden otorgar formulas alternas para el cumplimiento de condena para todas las personas que habiendo mantenido buena conducta dentro del lugar en donde se encuentren detenidas y teniendo una sentencia definitivamente firme hayan cumplido con un cuarto de su pena para el Destacamento de Trabajo, un tercio para el Régimen Abierto, dos tercios para la Libertad Condicional y tres cuartos para el confinamiento de acuerdo a lo que establece la Ley de Régimen Penitenciario y el Código Penal. Asimismo desconocen que tenemos una Ley de Redención de la Pena por el Trabajo y el Estudio de fecha 03 de Septiembre de 1.993 que establece que toda persona privada de su libertad por cada dos días de estudio o trabajo dentro de la cárcel se le debe de descontar un día de su pena.

Todos estos beneficios que les da la ley a los privados de su libertad son algunos de los muchos derechos que estos tienen y que nadie tiene derecho a violentar por las razones que sea.”

Acota igualmente, que “.....la ciencia Penológica ofrece varias formas de abordar la clasificación de los derechos de los condenados y quizás el tratamiento más pedagógico del tema es el que recomienda distinguirlos entre derechos uti civiles, es decir, los inherentes a su status de persona y derechos específicamente penitenciarios, es decir, los propios de su status de preso (Albergaria, 1.987). Los uti civiles son los derechos de los ciudadanos que los condenados conservan, excepto los que expresa y son vedados por la ley o la sentencia, en esta categoría se incluyen los derechos de la persona humana, tales como el derecho a la vida, a la integridad física, psíquica y moral, a la dignidad humana, al honor, a la intimidad, a la libertad de conciencia y religión, entre otros. Además de los derechos fundamentales, integran el elenco de derechos uti civiles, los derechos civiles y sociales que le competían al penado como ciudadano antes de la condena y cuyo ejercicio no sea materialmente imposible por el hecho de estar en prisión; así, la persona privada de libertad, a consecuencia de una sanción penal condenatoria, posee un status jurídico particular, dado por sus derechos fundamentales, pero el ejercicio de estos derechos encuentra su limite en el fallo condenatorio, en el sentido de la pena, y en la propia situación de reclusión en que se halla. No obstante, la regla ha de ser el pleno reconocimiento, ejercicio y tutela de sus derechos fundamentales y garantías. La restricción de algunos de ellos, será la excepción (Rivera Beiras, s/f)).

Los derechos específicamente penitenciarios son los derivados de la sentencia condenatoria. Estos derechos que se corresponden con las obligaciones del Estado, están vinculados al régimen penitenciario y a las estrategias del llamado tratamiento resocializador. Son los derechos, por ejemplo: A que la vida del condenado se desarrolle en condiciones dignas, lo que incluye instalaciones adecuadas e higiénicas, dieta alimentaría suficiente y balanceada, una vestimenta desprovista de todo signo distintivo, degradante o humillante; A tener asistencia a su salud física y mental, asistencia jurídica, educativa y religiosa; A recibir visitas de familiares y amigos con el mundo exterior, a ser informado sobre la vida nacional e internacional; A ser incluido en las diversas actividades y programas propios del tratamiento reeducativo; A que se respete la practica de su culto; A mantener una vida sexual digna; A ser custodiado y tratado por un personal especializado; a la progresividad, es decir a los avances de la libertad anticipada según sus progresos en el régimen.”

En conclusión podemos inferir que el régimen penitenciario en Venezuela si bien es cierto que está establecido en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en la Ley de Régimen Penitenciario y en el Código Orgánico Procesal  Penal, cabe destacar que la lucha de los beneficios sociales de los sentenciados en nuestro sistema carece de atención gubernamental e inclusive  de los entes denominados Organizaciones No Gubernamentales,(ONG), los cuales pregonan las luchas por la atención de los Derechos Humanos pero se desprende también que se han olvidado de la población penal por que estos no aportan la cantidad de votos suficientes en una elección determinada para la escogencia de representantes gubernamentales. 

Por otra parte los encargados de aplicar los beneficios de la Ley de Régimen Penitenciario son los jueces de ejecución, los cuales desconocen la existencia del Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario, pues éste es el encargado de desarrollar la actividad del trabajo de los penados, pero erróneamente los aludidos jueces de ejecución aplican los procedimientos establecidos en el Código Orgánico Procesal Penal y no estimulan el seguimiento y la protección  que deben tener los derechos de los trabajadores penados una vez que se les concede el beneficio de suspensión condicional de la pena por el trabajo en el sistema penal venezolano.

2.2.1 Antecedentes históricos

El problema de la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano  y la rehabilitación del reo sentenciado en Venezuela no es para nada nuevo, ya que el tratamiento y los beneficios sociales de estos ciudadanos se han quedado solo en discursos políticos, comisiones y congresos, sin llegar a una solución definitiva y de reinserción del penado a la sociedad. 

Antes de entrar al análisis de la situación del  penado y la protección de los derechos al trabajo en el sistema penitenciario y en nuestra legislación laboral y de seguridad  social, se debe hacer un breve recorrido por las Constituciones anteriores a la promulgada en Diciembre de 1999, para hacer un balance de las consideraciones que se tuvo con respecto a los derechos que corresponden a la población penal sentenciada definitivamente, es decir, con sentencia firme y cumpliendo condena y sus beneficios sociales dentro del campo laboral venezolano.

En Venezuela el primer código penal data de 1863, es decir, a mediados del siglo XIX, y su principal objetivo es la clasificación y tipificación de las penas, y que se concretaron a la privación de libertad y la diferenciación entre unas y otras, no se dio importancia a la duración de la misma, sino al sufrimiento proferido al internamiento e inclusive este código estableció la pena de muerte.

Atendiendo a lo anterior Linares Alemán (1981), establece que los criterios filosóficos e ideológicos que nutren el Derecho Penal influyen en la ejecución de las penas, en la legislación penitenciaria. Con el código de 1863 ocurre que en su mismo texto, se dan normas para su ejecución, ejemplo, el art. 10, sección II de la ley IV, dice: Los sentenciados a presidio cerrado menor, mayor  o a presidio cerrado con cadena, deben trabajar en beneficio del estado, empleándose en trabajos duros y penosos, pero necesarios o convenientes.

Ahora bien en relación al citado artículo, se puede observar que el código penal de 1863, hace referencia al trabajo de los sentenciados, pero solo en beneficio del Estado, como un deber, una forma de causar sufrimiento, tratarlo con humillación, la rudeza del tratamiento para soslayar física y emocional al penado. Se puede distinguir que para la época no se tomaba en consideración un tratamiento de reinserción del individuo. 

Entonces se puede inferir que el trabajo forzado que se impone a los penados solo es eso, un beneficio para el Estado, por consiguiente no daba ninguna contraprestación  (retribución) al que realizaba el trabajo.  

Cerrando el siglo XIX le siguieron al código de 1863, el 1873 y el de 1897, los cuales mantiene la influencia de la Doctrina Clásica, es decir las concepciones son basadas en lo jurídico-penal, la aplicación de la pena como castigo, sin entrar a considerar la reinserción  del sentenciado a la sociedad a través de rehabilitación del estudio y el trabajo. Los código penales de 1873 y 1897 dejan a un lado la pena capital, pero mantienen la esencia de la doctrina clásica, vale indicar que se mantuvo la pena como retribución al delito cometido.

Es importante destacar que el código penal de 1897, fijaba como pena la suspensión del ejercicio una profesión o arte, y los sentenciados debían cumplir con trabajos forzados dentro y fuera del establecimiento, en este caso el trabajo se utilizó como forma de humillar al penado, sin tomar en cuenta el trabajo como argumento de rehabilitación.

El código penal de 1873, establecido como pena accesoria la suspensión del empleo o la destitución de empleo, este código con marcada influencia del código Italiano y que la esencia del mismo se mantiene hasta nuestros días.

A principios del siglo XX se promulgan cuatro códigos, el de 1904 que incluye en su articulado la suspensión del empleo y la destitución del mismo para aquellos reos que fueren sentenciados a cumplir penas privativas de libertad. La misma suerte se corre con la promulgación del código penal de 1912, es decir continúa con el mismo sistema de las penas contenidas en el código de 1904, en ambos códigos se mantiene la reclusión en penitenciarias o casas de trabajos.

Luego en 1915 se promulga un nuevo código penal, el cual en su evolución reformista se fija como meta la reducción de la pena, se hizo cambios sustanciales en cuanto a la eliminación del presidio cerrado y abierto y consagra la pena genérica de presidio. Pero retrocedió en el avance de un Derecho Penal social y más humano ya que eliminó la reclusión en penitenciarías.

Continuando en el siglo XX, en el año 1926, se promulga un nuevo código penal, se producen cambios y se introducen las medidas de seguridad, las cuales tienen su origen en la doctrina positiva, es decir que se comienza a tomar en cuenta al individuo, en efecto se toma en consideración el estudio de la personalidad del hombre y la reinserción en la sociedad, pero se aumenta la pena.

El código penal de 1926 es reformado en 1964, pero continúa la pena como método represivo, si bien es cierto que la reforma de 1964 abolió la imposición del trabajo forzado, como  se podrá notar  el trabajo sigue siendo utilizado como castigo y no como una forma de reivindicación del sujeto que comete delito.

El código penal vigente consagra tímidamente algunas medidas de seguridad como lo señala Arteaga Sánchez (1982) que las penas se imponen de acuerdo a la gravedad del hecho sin mayores consideraciones  a la personalidad del sujeto.

En torno a lo anterior se puede establecer que en el transcurso del tiempo y los cambios que sufrió el sistema penal venezolano, pero solo a lo que se refiere a reprimir al condenado por sentencia y a aumentar las penas, sin tomar en cuenta el Derecho Social de los individuos, sin considerar la Seguridad Social de este y sus familiares, que en todo caso quedan desprotegidos por un infortunio de la vida, cabe preguntarse entonces,  donde quedó la protección del estado a los derechos laborales de los penados del sistema venezolano.

Pero era lógico que el condenado a prisión por sentencia definitivamente firme no gozara de Derechos Sociales, tales como una seguridad social digna y un trabajo gratificante y remunerado que tuviesen la suerte de motivar al penado a una reinserción Social, ya que Venezuela no contaba con unos principios rectores en materia laboral, menos aún una ley penitenciaria que tratara el problema de los penados, por que se entendía para la época que no existía problemas que tratar con respecto a los penados trabajadores, debido en gran parte a la inestabilidad política, de caudillos y dictaduras, y que en Venezuela no se había desarrollado la industria a gran escala, ya que el país era netamente agrícola.

Con referencia a lo que expresa Linares Alemán (1981), que a partir de 1926, fecha del último Código Penal, ha habido un intenso movimiento para la promulgación de un nuevo código, que para tal efecto existen ocho proyectos, cinco de los cuales introducen innovaciones en materia de penas; entre ellos el de 1947,1948, 1954,1961 y 1967, la novedad expresa   consistía en la suspensión condicional de la pena.              

Continua la especialista Linares Alemán afirmando que en el proyecto del código de 1947, se introduce plenamente el Sistema de Probación,  que expresa que en 1964 existían cuatro proyectos que contenían modificaciones concretas en materia de sanciones penales, pero que el legislador de entonces solo se centro en modificar las penas en el sentido de agravar la privación de libertad a un limite superior sin tomar en cuenta el crecimiento de la industria e igualmente la población y que ello traería como consecuencia un aumento en el índice delictivo y se debió buscar formulas alternativas o progresivas en la aplicación de tratamientos alternativos en materia de educación y trabajo remunerado para el reo a los fines de reinsertarlos en la sociedad.

Uno de los pasos importantes a favor del condenado, aparece en el proyecto de Ley de Suspensión del Proceso y de Suspensión de la Pena, que fue redactado en 1970, el cual fue cauteloso en cuanto a las condiciones y requisitos impuestos para la aplicación de la probación, es de destacar que estuvo archivado por un tiempo, lo que agravó la critica situación de las cárceles, hacinamiento, retardo judicial, y el excesivo uso de la privación de libertad.

De lo anterior se puede inferir que las consecuencias de las políticas penitenciarías para ese entonces, la privación de la libertad sin tomar en cuenta la presunción de inocencia y un justo juicio, un derecho a la defensa y un debido proceso violado, traería como consecuencia la perdida del empleo y sus beneficios sociales.

En el año 1915, la primera disposición legislativa del siglo XX, es precisamente la Ley de Régimen Penitenciario del 16 de junio de ese año, la cual solo se limitaba a clasificar a los internos, por la edad, sexo y el delito y se imponía el aislamiento como sanción disciplinaria. En el 1916 se modifica y se dicta una nueva Ley de Régimen Penitenciario sin ningún aporte en relación al trabajo del penado como medida de incentivo al campo laboral una vez cumplida la pena.

A lo largo de las reformas penitenciarias constantes, se ha podido observar que los legisladores para la época no tomaban al trabajo como un hecho social, de allí que pueda objetarse, toda la referencia de los antecedentes del derecho al trabajo del penado en el sistema jurídico penal en Venezuela. Pero al avanzar en la historia se demostrará lo importante del desarrollo de la ciencia penal y la nueva relación con el derecho al trabajo.

La Ley de régimen penitenciario de 1961, que derogó a la Ley de 1937, trae cambios muy significativos en  relación con la aproximación tanto ansiada de la ciencia penal y la ciencia de los derechos humanos traducidas en el imperio del trabajo como hecho social.

Así se puede decir que el aspecto mas importante de la Ley de Régimen Penitenciario en materia de reinserción a la sociedad del condenado a prisión es el trabajo en destacamentos o extramuros, que para la época no existían, pero los requisitos para gozar de estos beneficios era cuesta arriba por los requisitos exigidos y la inoperancia de la administración  penitenciaria.

Es así como se puede observar que el trabajo del penado se toma como retribución, es decir el condenado está obligado a trabajar, lo que se traduce en una programación coercitiva de las actividades del recluso, mas que un beneficio, pues denotan en una forma que socavan la libertad del individuo sometido a su privación de libertad. Pero a pesar de las fallas de la ley penitenciaria se puede afirmar que es un adelanto para el reo y el derecho al trabajo del mismo, comienzan así los primeros pasos de tratar de brindar protección al derecho al trabajo de los reclusos en la legislación venezolana.

Es necesario destacar que en la Ley de Régimen Penitenciario y su Reglamento de 1937, y que se toma como ejemplo según Linares Alemán (1981), la Penitenciaría General de Venezuela, donde se instalaron nuevos servicios, un pabellón de cirugía y talleres de sastrería y zapatería; se creó la caja de ahorros de los presos de la penitenciaría, como centro de resocialización. Aquí cabe destacar que tal como se ve, se puede decir que es el comienzo de la seguridad social del  penado en Venezuela, porque se creó la caja de ahorros de los presos y un pabellón de cirugía. Para darle al condenado unas condiciones sanitarias y económicas estables una vez abandonado el recinto penitenciario y cumplida la pena.

El Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario de 1961, prevé el trabajo fuera de los establecimientos penitenciarios, y establece que el mismo puede desempeñarse en grupos, es decir en los llamados destacamentos de trabajo, bajo la dirección y vigilancia de la administración penitenciaria, en forma individual, sin vigilancia de ninguna clase, cuando en el ejercicio de la profesión; arte u oficio no permita el destino a destacamentos se traslada el trabajador al régimen de confianza, es decir se individualiza al sujeto a fin de dar cumplimiento al beneficio contemplado en ley de régimen penitenciario y su reglamento, en este sentido es necesario resaltar que la administración de los centros penitenciarios la rige el ministerio de justicia.

El trabajo extramuros, que podría ser individual o en grupo, requiere de cumplir con requisitos más exigentes para aquellos penados que se le otorga el beneficio de trabajo fuera del recinto penitenciario. Para la fecha no se había creado por parte de la administración los destacamentos laborales que contempla la ley, lo que lleva en la práctica, la vigilancia y represión, así que solo refuerza las actitudes negativas del penado a ejercer  una profesión, arte u oficio, al mismo tiempo se les priva del trabajo, para ese entonces nadie velaba por la protección de los derechos de los sentenciados.

La legislación venezolana del siglo XIX, de acuerdo con las tendencias de la época, concebía el trabajo como instrumento para causar aflicción y sufrimiento al penado, el código penal de 1863, establecía que los penados serían empleados en trabajos duros y penosos así mismo Linares Alemán (1981) indica que el pensamiento actual del trabajo es que tiene una finalidad educativa. La ley acoge este principio cuando dice que, su función y finalidad serán preferentemente educativas y que en ningún caso será motivo o tendrá carácter aflictivo, aun cuando haya de ser impuesto por los medios de coerción que la ley permite.

Ahora bien la mencionada especialista Linares Alemán, le atribuye características al trabajo penitenciario, y señala que la finalidad educativa implica que el adiestramiento y calificación profesional del recluso son las metas principales que regirán su organización, siendo secundario el rendimiento económico, el cual es necesario para garantizar que una vez le sentenciado que en libertad pueda contar con los recursos necesarios para comenzar una nueva etapa de la vida la cual fue interrumpida por un infortunio de la vida.

De allí la oferta de un puesto de trabajo, de un oficio o una profesión al penado, puede contribuir a alcanzar la estabilidad emocional, personal, pero sobre todo la estabilidad laboral, como logro del esfuerzo realizado para alcanzar la reinserción en la sociedad, ahora bien debe planificarse mediante un estudio de vocación, el trabajo que debe realizar el penado con el fin de garantizar la permanencia y pertenencia del sujeto en un ambiente de su agrado, que trae como consecuencia la estabilidad en dicho puesto de trabajo, pero debe tomarse en cuenta previamente las habilidades del recluso en la preferencia del trabajo.

La manera de garantizar la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario en Venezuela es a través de la capacitación del penado en la inducción de cursos de profesionalización, puede fomentarse en el reo la adquisición de hábitos para el trabajo y la disciplina que conlleven al mismo a reinsertarse en la sociedad. Se debe tomar en cuenta que  el trabajo penitenciario de los penados debe ser coordinado con las instituciones y los organismos nacionales para establecer las exigencias que para el desarrollo económico del país son de mayor demanda.

El Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario de 1961, en su articulo 18 establece que el penado está obligado a trabajar y la administración debe informárselo, así como las ventajas de obtener una capacitación profesional, pero no se puede dejar a un lado que la Ley de Régimen Penitenciario prevé el uso de la coerción para conminar el penado a trabajar, y esta quede a criterio de la junta de conducta la elección de las medidas que se deben adoptar, aquí se puede observar que la administración de los centros penitenciarios tienen la facultad de obligar al reo a trabajar, pero no se ve por ningún lado la participación del juez penal como garante de los derechos laborales del reo, siendo este a quien compete el seguimiento del cumplimiento de la sentencia.

Así mismo se puede destacar que se estipula que la legislación laboral ampara al penado en lo que concierne a la duración de la jornada de trabajo y se establece que se deben considerar las medidas que se requiere tomar para proteger la salud y la seguridad del reo, en función de trabajo, esa protección solo circunscribe a que la jornada de trabajo sea de 8 horas diarias, sin tomar en consideración otros beneficios contemplados en el ordenamiento laboral venezolano.

Al mismo tiempo la ley hace referencia a la remuneración del trabajo del penado y que debe ser proporcionar y adecuada a la finalidad de la educación de este y a la productividad generada. El salario que devenga el reo será distribuido, en 50% para la familia y su sostén, en caso que la tuviere, sino ingresará al patrimonio del penado, en 25% para sus gastos personales y el otro 25% para su peculio, bien es cierto que se protege a la familia del penado no establece la norma que beneficios sociales le corresponden a él y su familia por parte del patrono.

Por otra parte el trabajo de los reclusos, fue encomendado para su organización por la Caja de Trabajo Penitenciario, según lo afirma Linares Alemán (1981) y creada por decreto Nº 34 de fecha 26 de septiembre de 1953. La Caja de Trabajo Penitenciario fue sustancialmente modificada en 1959, cuando se transformó en Instituto Autónomo, adscrito al Ministerio de Justicia. Esa Caja tiene como objetivos, primero - la organización e incremento de la producción agropecuaria industrial y artesanal mediante el trabajo de los reclusos, y segundo la creación, administración y venta de los artículos y productos en los establecimientos penitenciarios, con respecto a la fundación de la Caja de Trabajo Penitenciario, fue centralizar la organización del trabajo, y se le otorgó poderes especiales y absolutos, de allí que la caja le diera empleo tanto a sus miembros como a los que lo fueron, lo cual armonizó, con los trabajadores independientes, como los pertenecientes a la caja. Pero el reglamento de la ley, fue mas allá y le quitó el poder centralizador de la caja  y le otorgó a la Dirección de prisiones, poderes iguales a los que detentaban la caja de esta manera la dirección creó la junta de trabajo la cual tenía entre sus funciones organizar y supervisar el trabajo, tomando las riendas de la misma entre otros el Director del establecimiento penitenciario.

El trabajo penitenciario y el desempleo, para el año 1971 presentaban un balance deplorable, como lo afirma Linares Alemán (181), rondaba el 81,28%. Tampoco es muy ventajosa la situación de ese pequeño porcentaje que se ampare trabajando, porque no lo está realmente. Los que trabajan para la caja tampoco reciben la formación deseada.

Al mismo tiempo las condiciones en que se desarrolla el trabajo de los reclusos adquiere los caracteres de una explotación en relación a los salarios pagados, duración de la jornada de trabajo y ausencia de protección social, acota la especialista, de esta manera suministra unos datos interesantes que continuación se desglosan y entre ellos se tiene: a) Un Salario muy inferior a lo que cualquier persona devenga en un trabajo estable, b) La duración de la jornada de trabajo de las personas que trabajan para la caja es superior a las ocho horas diarias, c) Los penados trabajadores ni sus familiares gozan de los beneficios de seguro social, ni de la protección prevista en las leyes laborales, aún cuando la ley de Régimen penitenciario así lo dispone.

No obstante de lo tratado anteriormente se debe advertir que, existen otras fallas de carácter grave que es la violación de la Ley de Régimen Penitenciario en relación a que no se aplica al trabajo realizado por el penado las disposiciones laborales que beneficien al reo,  pertenezca este a la caja o sea un trabajador independiente, tampoco se considera al trabajo como ente socializador de la población penal, sino que mira como un premio o recompensa a la conducta de los penados.        

         Partiendo de los supuestos anteriores, se puede establecer que el sistema penitenciario venezolano a través del recorrido de los antecedentes históricos que ha sido traumática la situación laboral de los penados, ya que es una práctica habitual que en la relación de trabajo  no se tome en cuenta lo pautado en la Ley de Régimen Penitenciario y el Reglamento de Internados Judiciales, la capacitación del individuo a los fines de crearle un oficio Pre y Post-libertad como medio de rehabilitación y revisión en la sociedad, sino mas bien se trata de reprimir al individuo y se toma al trabajo como un medio de castigo.

Como seguimiento de la actividad del régimen penitenciario venezolano en el siglo XX, hubo cambios significativos con relación a las condiciones laborales de los penados dentro y fuera de los recintos carcelario. De hecho, se creó la Ley de Régimen Penitenciario de fecha  21 de julio de 1961, la cual fue derogada por la Ley de Régimen Penitenciario de fecha 17 de agosto de 1981, publicada en Gaceta Oficial Nº 2841, Extraordinario. Se creó asimismo, en fecha 20 de septiembre de 1975, en Gaceta Oficial Nº 30.784, el Reglamento de Internados Judiciales, que aborda el problema del trabajo de los penados recluidos en esos centros. Pero sigue dejado a un lado la protección de los derechos laborales  de los condenados por sentencia firme y sin un seguimiento adecuado de la autoridad encargada de vigilar su cumplimiento.

2.2.2 Aspectos doctrinarios

Algunas Definiciones Básicas

Antes de precisar sobre los aspectos más resaltantes de la doctrina respecto al tema de la protección de los derechos laborales en el sistema laboral venezolano se deben precisar  algunas definiciones básicas del presente trabajo.

          Según la doctrina varía de acuerdo con los distintos regímenes económicos de cada país, pero coinciden esencialmente quienes entienden el trabajo subordinado y ajenidad regulado por el derecho al trabajo.

Definición de Trabajo: El concepto de trabajo obliga a tener en cuenta tanto su repercusión en el orden económico como la protección jurídica que debe otorgársele, es decir, que el trabajo como actividad y esfuerzo, constituye el centro de las preocupaciones de este derecho y, es innegable su repercusión en el ámbito económico como también su trascendencia en el campo jurídico. "El trabajo es pues una condición de existencia del hombre que tiene como objeto crear satisfactores y resulta tutelado por el Estado, cuando existe relación jurídica de subordinación." (Universidad Católica Andrés Bello, 1977). Ahora bien el trabajo regulado por el Derecho del Trabajo es aquel que se presta en condiciones de subordinación y ajenidad. 

Definición del Derecho del Trabajo: El Derecho del Trabajo está constituido por los principios y las normas jurídicas, destinadas a regir la  conducta humana en un sector determinado de la vida social, el que se limita al trabajo prestado por trabajadores en condiciones de dependencia y ajenidad, al servicio de empleadores, comprendiendo todas las consecuencias que nacen de esta relación. El derecho del trabajo está constituido por las  instituciones y normas jurídicas que regulan la relación entre trabajadores y empleadores, ampliando su ámbito a diversos aspectos que tienen su origen en la relación de trabajo.

El autor GUILLERMO CABANELLAS (1981, p.128); establece que el Derecho del Trabajo tiene por contenido principal la regulación de las relaciones jurídicas entre empresarios y trabajadores y de unos y otros con el Estado, en lo referente a trabajo subordinado y también en lo relativo a las consecuencias jurídicas mediatas e inmediatas, "tabla" derivadas de la actividad  laboral dependiente. 
           De conformidad con la definición  del Derecho del Trabajo, que brinda Contreras Leo (1993, p.12): “Es el conjunto de Normas Jurídicas que se aplica al núcleo social del trabajo, tanto por lo que toca a las relaciones entre quienes intervienen en él y con la colectividad en general, como al mejoramiento de los trabajadores en su condición de tales”. 

Definición de Reo: Es aquel cuya sentencia ha causado ejecutoria y en consecuencia está obligado a someterse a la ejecución de la pena por la autoridad correspondiente.

Definición de Penado: Para el Código Penal Venezolano en su artículo 3,  todo el que cometa delito en el territorio de la República, será penado  con arreglo a la ley Venezolana.

Definición de Internado Judicial: Según  el artículo 4 del Reglamento de Internados  Judiciales, son establecimientos destinados a la reclusión de los encausados penalmente, previa determinación del órgano  jurisdiccional correspondiente.

Definición de Cárcel: Si se recurre al diccionario para comprobar la definición de cárcel se encuentra  con un significado bastante incompleto que hace referencia al sentido físico de la palabra, lo cual no sería suficiente para poder indagar en lo que es realmente la cárcel ya que la define como “Edificio destinado a la custodia y reclusión de los presos”; pero la cárcel no se limita simplemente al edificio en sí, sino que abarca todo un sistema penitenciario cuyas funciones legislativas vienen recogidas en el Ordenamiento Penitenciario y la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela. 

Definición Régimen Cerrado: Las circunstancias que pueden dar lugar a que un preso sea clasificado en primer grado son su peligrosidad o su falta de adaptación a los regímenes ordinario y abierto. 

En este régimen existen dos modalidades: 

· La vida en departamentos especiales: Para los que hayan promovido o se hayan visto implicados en alteraciones muy graves del orden en el centro, que hayan puesto en peligro la vida o la integridad de los funcionarios. 

· La vida en centros o módulos cerrados: Se prevé para los internos que no se adaptan a los regímenes comunes. 

El primer grado se aplicará también a los detenidos y presos preventivos cuando sean considerados muy peligrosos. 

El interno permanecerá en este régimen por el tiempo necesario hasta que desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que motivaron esta clasificación y, en todo caso, será revisada a los 6 meses, salvo en los casos de los presos preventivos, que se revisará a los 3.

Definición de Régimen Abierto: Se configura como un régimen de semilibertad y dentro de él se puede distinguir entre el régimen abierto propiamente dicho y el régimen abierto restringido que se aplica cuando concurren determinadas circunstancias y se configura con el objetivo de ayudar al interno a buscar un medio de subsistencia para el futuro.

2.2.3 Instituto Autónomo Caja de Trabajo Penitenciario:

      El Instituto Autónomo Caja de Trabajo Penitenciario (IACTP), es un organismo adscrito al Ministerio del Interior y Justicia, orientado a la incorporación de los ciudadanos que se encuentran privados de libertad en el campo laboral; fue creado el 26 de septiembre de 1953 mediante Decreto Presidencial Nº 34, publicado en Gaceta Oficial Nº 24.254 el 30 de septiembre de 1953, adscrito al Ministerio del Interior y Justicia.

Fue concebido como un ente autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio e independiente al fisco nacional. Su domicilio está en Caracas y tiene ámbito de acción a escala nacional. Esta institución da los primeros pasos que se pueden considerar como el nacimiento de la seguridad social de los penados en Venezuela, la critica que se hace es que aunque tenga personalidad jurídica y patrimonio propio depende del Ministerio de justicia quien plantea las directrices que se deben seguir en relación al tratamiento de los reos sin definir de que forma se deben proteger los derechos laborales de los internos.

El área de competencia se circunscribe al Artículo 2, del Decreto Ley Nº 546 de la Junta de Gobierno de fecha 16-01-1959, publicado en Gaceta Oficial Nº 25.867 del 20-05-1959.Con la entrada en vigencia del Código Orgánico Procesal Penal en 1999,se dispuso con respecto al Régimen Penitenciario que el Ejecutivo Nacional deberá adecuar los reglamentos de la Ley de Régimen Penitenciario y de Internados Judiciales y para tales efectos se designara una comisión especial, que entre otras cosas tomara en cuenta los derechos humanos de los penados y el tratamiento de la reinserción social a través de la educación y el trabajo.

2.2.4 Definición de trabajador por cuenta propia o autónoma: 

A los efectos, se entenderá como trabajador por cuenta propia o autónomo, aquel que realiza de forma habitual, personal y directa una actividad económica a título lucrativo, sin sujeción por ella a contrato de trabajo y aunque utilice el servicio remunerado de otras personas. 

2.2.5 Conceptualización: La protección del Derecho al Trabajo de los Penados en el sistema penal Venezuela.

Antes de estudiar la protección de los derechos laborales del penado en el sistema laboral venezolano, se hace necesario precisar el concepto del objeto en estudio, para centrar la idea de este trabajo y llamar la atención en el tema tratado, así desde el punto de vista jurídico, el Diccionario Jurídico Venezolano D & F   lo define: 

Trabajo Carcelario. El realizado por los que cumplen una pena privativa de libertad, dentro de  los  mismos establecimientos penitenciario; y tanto como factor de corrección como por doble finalidad económica que de presos no constituyan una Carga Social, y para que puedan costear a los suyos e incluso constituir un pequeño ahorro para el momento de su liberación (p. 174).

También se puede  definir el trabajo autónomo, según el diccionario jurídico venezolano D & F (p.173). “Acción y efecto de trabajar esfuerzo humano aplicado a la producción de riqueza, toda obra, labor, traer o faena de utilidad personal o social dentro de lo licito”. 

2.2.6 Definición de Derechos y Garantías 

Con el objeto de precisar algunas consideraciones en relación a la protección de los derecho laborales en el sistema penitenciario venezolano y  del trabajo del  penado en Venezuela, así como las garantías que goza el sujeto de esta relación laboral, y que se hace necesario, como punto previo a fijar conceptualmente el contenido de los derechos y garantías laborales, a través de la historia y muy especial en la era Románica, especialmente en las institutos de Justiniano. En el sentido filosófico y de derecho positivo, tenemos que el vocablo Jus, que determina las reglas de lo que es bueno y equitativo. Así que en este sentido se dice: derecho público, derecho civil, derecho de gentes (Jus Publicum, Civile, Pentium), de tal forma que Jus, significa las facultades y beneficios concedidos por la ley, entonces, “Justitia est constans et perpetua voluntas jus suum cuique tribuandi” que en su traducción natural es: “La justicia es la constante y firme voluntad de dar siempre a cada uno lo que es suyo” según Ulpiano.       

Ahora bien, se debe considerar  el derecho en su ocupación especial y limitada, jus, que se toma fuera de los preceptos de moral, sino de los verdaderos preceptos imperativos, lo cual se traduce en, sirven las leyes para garantizar las buenas costumbres y la pública honestidad. Pero interesa la división que hicieron los jurisconsultos romanos en derecho privado en derecho natural ó común a todos los hombres, y derecho civil o común a todos los ciudadanos.

Es de advertir que no se puede confundir el derecho de gentes (derecho de los hombres) con el derecho de gentes (derecho de las naciones), así mismo no se debe confundir la acepción  que los romanos daban al derecho civil (jus civile) con la que se da en la vida cotidiana, donde ignorando el valor de la palabra ciudadano, se toma el derecho civil por derecho privado, derecho de los particulares entonces en el transcurrir del tiempo.
 El derecho de gentes empezó a introducirse en el derecho civil; los pretores continuaron cada vez más atemperándose a él; los jurisconsultos hicieron que entrase en muchos de sus escritos, y el derecho privado de los romanos se halló compuesto de preceptos del derecho de gentes y del derecho civil, los primeros aplicables a todos los hombres y los segundos a los ciudadanos únicamente.  

Las ideas expuestas hasta ahora son necesarias para poder identificar  la división principal que resulta del derecho de las personas en el derecho romano, que se reduce a que todos los hombres son libres o son esclavos, esta división es común en los pueblos antiguos y para que desapareciera fue preciso los progresos  de la civilización humana, la cual hay todavía no ha sido enteramente igualitaria. Los esclavos formaban en Roma una clase  envilecida, pero muy útil. 
Sus señores los empleaban en el cultivo de las tierras, en las faenas domésticas de las casas, y en el comercio como vendedores y mercaderes, en la navegación como marineros o patrones y en las artes mecánicas como operarios. Por cuanto los esclavos, como sirviente  y como objetos de comercio, no habían perdido su utilidad.  Es importante destacar que la figura de los esclavos y la regulación de sus formas de trabajo, fueron un antecedente fundamental dentro del Derecho Romano, en relación con los derechos civiles.

La libertad, de donde viene la denominación de libres, es la facultad natural que cada uno tiene de hacer lo que le plazca, a no ser que la fuerza o la ley se lo impidan. De tal manera que los obstáculos que pueden oponerse a la voluntad del hombre libre, son la fuerza y la ley, pero hay una diferencia de que la ley es un obstáculo moral que el hombre se impone a sí mismo en su estado social, al cual debe siempre someterse, y que limita realmente su libertad natural; mientras que la fuerza es un obstáculo físico, que puede llegar a vencer y contra el cual pueda a veces implorar el auxilio de la ley.  

De manera que la esclavitud era un derecho de gentes, y no un derecho natural, porque los hombres ni nacen, ni se hallan organizados para ser propiedad  unos de otros, la esclavitud es contraria a su naturaleza, y los jurisconsultores romanos, en la época en que el Derecho se ligó con la filosofía, no vacilaron en proclamarlo así.

Ahora bien según el Derecho Civil en la era Romana, ninguna convención, ninguna prescripción podría hacer esclavo a un hombre libre; así que en algunos casos la ley civil imponía a un ciudadano como castigo la esclavitud e igual que la condenación a los trabajos de las mismas, lo cual era una verdadera causa de esclavitud. De allí que en el derecho civil se puede observar los primeros pasos del trabajo forzado para aquellas personas que hubiesen cometido, robo, fraude o por matar. Los esclavos en la sociedad general no eran propiamente hablando personas y eran considerados como si no existieran en el Derecho Civil.

Entre los esclavos pertenecientes a particulares, existían diferencias de hecho según los trabajos en que se ocupaban, unos eran preceptores de los hijos del señor, otro intendente o actor, otro tema el cargo de distribuir el trabajo en los demás esclavos. De forma que en tiempo de Justiniano, no se distinguía ya de los ciudadanos sino de los pueblos. Los derechos de ciudadano en el orden político eran casi nulos; en el orden privado gozaban del derecho civil y los extranjeros solo del derecho de gentes.

2.2.7 De los trabajos de los esclavos

El legado de los trabajos de un esclavo, constituía, menos que la habitación, una verdadera servidumbre personal. Tal legado daba al legatario el derecho de aprovecharse del servicio y del trabajo del esclavo, y aún de alquilarlo, en cuyo efecto se semejaba con el usufructo. Pero este derecho, del mismo modo que la habitación, era una ventaja cotidiana adquirida día a día, que no se extinguía ni por el exceso de uso, ni por no uso.  Además y esto acaba de separarla completamente de las servidumbres personales.


De lo anterior se puede inferir que la muerte del legatario no la extinguía, pues pasaba a los herederos que de él gozaban, tanto cuanto duraba la vida del esclavo. Si alguno adquiría este esclavo por usucapión, se acababa el derecho a su trabajo. Los  derechos de los esclavos en la era románica estaban signados por el derecho civil  en cuanto al uso que se le daba a la persona esclava como instrumento de trabajo, siendo esto los antecedentes más importantes en la conformación de los derechos civiles de los ciudadanos.

2.2.8 Clasificación de los Derechos Garantías

En el presente trabajo se hace necesario, darle el tratamiento de definición a los derechos laborales, tanto desde el punto de vista general como la definición de derecho laboral de los penados, a demás de conceptuar y ubicar las garantías de que gozan esos derechos en el ámbito jurídico y social.

Según, el ilustre maestro Cabanellas (1984, p.102), el Derecho a la dignidad humana es “El que tiene todo hombre para que se le reconozca como se dotado de un fin propio, y no cual simple medio para fines de otros”. Así  que todo ser humano se le debe dar un trato justo y equilibrado, sin menos precisar condiciones sociales ni mucho menos laborales, sea cual sea la condición como persona y que el derecho a la dignidad humana debe ser garantizada por el Estado y muy especialmente por la humanidad a través de los tratados pactos y convenios internacionales suscritos por el Estado y ratificados por este.

En tal sentido el trabajo debe estar intervenido por el estado a los fines de desarrollar y hacer frente  al problema social, con la intención de que, la institución del poder publico, sirva de garante en la relación laboral, entre el trabajador y el empleador, el desarrollo de la ley y los reglamentos en busca de los beneficios de las clases desposeídos y excluidos de los procesos de producción .De manera que es el Estado quien debe garantizar la protección de los derechos laborales en el sistema penal Venezolano de los sentenciados por condena definitivamente firme.

El trabajo, en la legislación nacional, está contemplado en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela como un derecho, pero además la carta fundamental establece, que el Estado debe garantizar el trabajo a todos los ciudadanos sin discriminación alguna, además la protección de los derechos básicos del trabajador están desarrollados en el reglamento de la Ley del Trabajo y su Reglamento con el fin de garantizar estos derechos y de dar cumplimiento a los mismos por parte del empleador, buscando  regular las relaciones del trabajo entre el trabajador y el empleador a los fines de mejorar las condiciones económicas del trabajo como un hechos social.

Es importante destacar que el Derecho del Trabajo con el fin de unificar las leyes laborales, en relación a la prestación del trabajo en diversos países se le da el carácter de público y de allí que nace dentro de los tratados o convenciones internacionales donde el Estado es parte o los ha firmado y ratificado en pro de afianzar la protección del trabajo, los trabajadores en el ámbito internacional de allí el nacimiento de la Organización Internacional del Trabajo (OIT): organismo este del cual forma parte Venezuela, cuyo fin lo que busca es la protección del derecho al trabajo en el ámbito internacional pues debido a la globalización de la economía, se ve afectada la relación de trabajo entre las partes, la colectividad, el mejoramiento de los trabajadores, y las normas jurídicas que se aplican al trabajo como un hecho y derecho social. 

En relación al tema que nos ocupa, es decir la protección de los  derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano, estos derechos están contemplados en el artículo  272  de la República Bolivariana de Venezuela, y se desarrollan y garantizan en la ley de Régimen Penitenciario por mandato de esta a través de la Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento.  
2.2.9 Garantías Constitucionales       

Con respecto a las garantías de los derechos laborales de los trabajadores penados en el sistema penitenciario venezolano, se debe destacar, que la protección de esos derechos  en principio corresponde al Estado desarrollar las formulas necesarias para darle cumplimiento a la regularización y  protección de los derechos fundamentales del hombre. De tal forma que la Constitución dispone que los derechos humanos, su respeto y garantía son obligatorios para los órganos del poder publico, de conformidad con la Constitución, con los tratados sobre derechos humanos suscritos y ratificados por la República y con las leyes que los desarrollan. Garantías estas plasmadas en el artículo 19 de la carta magna y que desarrolla la protección de los derechos humanos y siendo el trabajo de los penados en Venezuela amparado por esta garantía en base que, no abra discriminación alguna de condición social.

Para lograr la protección del derecho al trabajo, sea cual fuere su condición social, el Estado Garantiza el ejercicio de las acciones de Amparo Constitución para hacer valer los derechos e intereses de los trabajadores, garantía esta que tiene su asiento principal en la Ley de Amparo sobre Derechos y garantías Constitucionales, pero con la entrada en vigencia de la Constitución de 1999,el trabajo alcanzó el rango Constitucional y la misma permite inclusive, que estos recursos puedan intentarse por ante los organismos internacionales creados para tales fines como sería el caso de la Organización Internacional del Trabajo. Así mismo el Estado está obligado a dictar las medidas necesarias para dar cumplimiento a las decisiones dictadas por los organismos internacionales.

En relación a la protección de los derechos al trabajo del penado en Venezuela,  la Constitución y las Leyes laborales garantizan que no se permite discriminación fundada en la condición social entre otros, que menoscaben  el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos y libertades de toda persona, de allí que esta garantía es universal, los penados en la legislación de la república gozan de las prerrogativas   legales para la defensa de los intereses colectivos o difusos, aún pueden reclamarlos cuando se encuentren desprovistos de desarrollar la actividad laboral como necesidad de readaptación a la sociedad.

Dentro de las Garantías que prevé la carta fundamental venezolana se encuentra que el Estado a través de los órganos legislativos y judiciales debe brindar garantías en las condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad ante la ley sea real y efectiva, está obligado a adoptar las medidas necesarias a favor de los grupos que pueda ser discriminados, marginados o vulnerables. Cabe destacar que el trabajo, la protección y los derechos del reo en el sistema penitenciario es relegado por su condición de convicto y que tanto la sociedad  como   el  empleador  y  el  Estado  mismo  tiende  a  vulnerar las garantías de estos,  debido a esa condición social de ser preso. Así que un adelanto en la prestación de estos trabajadores la encontramos en la parte in fine del numeral 2  del artículo 21 constitucional, cuando se establece que se sancionará los abusos o maltratos que contra ellos se comentan.

En resguardo a la protección de los derecho laborales del penado en Venezuela, y con la promulgación de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, se instrumentó el llamado Poder Ciudadano contenido en el artículo 273 de la Carta Suprema, al cual se le atribuyeron como funciones, entre otras, el cumplimiento y la aplicación del principio de la legalidad en toda la Administración Pública del Estado, y promover la educación como proceso creador de la ciudadanía, así como la solidaridad, la libertad, la democracia la responsabilidad social y el trabajo, según el contenido del articulo  274  constitucional, de manera que el derecho al trabajo de todos los venezolanos corresponde al Poder Ciudadano velar por su integridad, y sobre todo de aquellos que son vulnerables a verse afectados en la garantía de los beneficios laborales por su condición de privados de libertad.

Dentro de los garantes de los derechos y garantías laborales de los reos en Venezuela tenemos que la Ley Orgánica del Ministerio Público en su artículo 43 que son los fiscales de los derechos y garantías constitucionales aquellos a cuyo cargo está la vigilancia de la exacta observancia y respecto de los derechos y garantías constitucionales. De manera que la protección de los derechos laborales del sentenciado, además de ser un derecho constitucional, goza de la garantía del Ministerio Público ya que la mencionada ley establece en el artículo  40  que los fiscales de ejecución de la sentencia están a cargo de la vigilancia de los derechos y facultades que las leyes penales, penitenciarios y reglamentos le otorgan al penado o sometido a medida de seguridad.

2.2.10 Derechos Humanos y el penado

Para Gómez Enríquez (2001) es necesario precisar que la noción de Derechos Humanos se corresponde con la afirmación de la dignidad de la persona frente al Estado. El poder público debe ejercerse al servicio del ser humano, no puede ser empleado lícitamente para ofender atributos inherentes a la persona humana y debe ser vínculo para que ella pueda vivir en sociedad en condiciones cónsonas con la misma dignidad que le es consustancial.

La Sociedad contemporánea reconoce que todo ser humano, por el hecho de serlo, tiene derechos frente al Estado, derechos que éste, o bien tiene el deber de respetar y garantizar o bien está llamado a organizar su acción a fin de satisfacer su plena realización.  

Derechos estos que han dejado de ser menos tratamientos al ejercicio del poder político, o ser, garantías negativas de los intereses individuales, para devenir en un conjunto de valores o fines directivos de la acción positiva de los poderes públicos,  que  tienen, por tanto, a tutelar la libertad, autonomía y seguridad de las personas.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela preceptúa estos derechos humanos y se rigen por unos principios generales que se distinguen de la manera siguiente: Universalidad: Las Naciones Unidas se han fijado como objetivo primordial en materia de derechos humanos que la humanidad goce de máxima libertad y dignidad. Para que pueda alcanzarse el objetivo, es preciso que las leyes de todos los países reconozcan a cada ciudadano, sea cual fuere su raza, idioma, religión o credo político, condición económica o social entre otros. Así pues que todos los humanos tenemos y somos titulares de derechos humanos. Interdependencia e individualidad, estos derechos humanos son individuales e interdependientes y están relacionados en sí, es decir la realización de los derechos civiles y políticos sin el goce de los derechos económicos, sociales y culturales resulta imposible.

Igualdad, este principio apunta a situar a todos los miembros de una sociedad en las condiciones de participación en la competición de la vida, metiendo de posiciones de igualdad entre los sujetos.

El principio de no discriminación es uno de los más importantes, por cuanto conforta la eliminación de todas las formas de racismo y discriminación racial y otras manifestaciones de intolerancia.

El Principio de progresividad que no es otra cosa que la concientización frente al problema de los Derechos Humanos, que tiene como base el reconocimiento y respeto real de los derechos del hombre.

En cuanto al Principio de Irrenunciabilidad es un derecho inherente a la persona humana y una vez obtenido no es susceptible de renuncia, estos derechos están íntimamente  relacionados con la vida, con lo social del individuo y que en el caso venezolano están contemplados en la Constitución, la cual le da protección a los derechos humanos, previniendo para ello la no retroactividad de las leyes, para lo cual Venezuela ha suscrito y ratificado, Los Tratados, Convenios y Convenciones relativos a los derechos humanos.

Así, de esta manera podemos decir que la jerarquía de los diversos instrumentos jurídicos internacionales y en especial de los Derechos Humanos dentro del ordenamiento jurídico Estatal, es una materia que debe ser determinada fundamentalmente por la Constitución. Es por lo tanto la Constitución la llamada a establecer el rango normativo. En cuanto a Venezuela, como ya se dijo, los derechos humanos tienen rango supraconstitucional, como norma suprema en beneficio e integridad del hombre sobre todas las cosas aún en aquellos derechos indeterminados, es decir, no contemplados en los instrumentos legales.

De este modo, se tiene que la Constitución de 1999, resalta lo inherente a los Derechos Humanos, aunque en la Constitución de 1961, tenían un lugar destacado en ella, la diferencia es que la nueva carta magna ha logrado avances más significantes a favor de la declaración de estos y en el castigo de los funcionarios que causen maltratos o humillen a las personas; es así que los delitos graves contra los derechos humanos no prescriben, y quien los cometa no gozará de indulto como lo dispone el Artículo 29 de la Constitución.

Otra de las novedades de la Constitución sobre derechos humanos es la indemnización por parte del Estado a la victima o sus herederos según el Artículo 3. De igual forma establece la Carta Magna Venezolana la figura del Defensor del Pueblo, el cual tiene la obligación de este de seguir las denuncias o acusaciones del caso (Art. 281) ante los organismos internacionales, según sea el caso de derechos humanos, según la convención sobre Derechos Humanos que haya formado la República, como lo dispone el (Art.31)

La legislación venezolana en materia de Derechos Humanos y Derechos Carcelarios y sobre la protección de estos, es de avanzada, de forma que la Ley Orgánica del Ministerio Público de fecha 11 de septiembre de 1998, y publicada en Gaceta Oficial Nº 5.262, se refiere en su articulo  41  que es competencia de los fiscales de ejecución darle cumplimiento a lo dispuesto en el Código Orgánico Procesal Penal, en los tratados, acuerdos y convenios internacionales suscritas por la República y en la Ley Régimen Penitenciario, y dentro de estos Derechos que requieren protección especial del Ministerio Público a través de la Ley de Régimen Penitenciario está garantizar el Derecho al trabajo y el goce de los beneficios laborales de los penados en la cárceles del país.  

Aunado a esta situación el  Código Orgánico Procesal Penal trata en el libro quinto, de la sentencia,  capítulo III, de la suspensión de la ejecución de la sentencia, de las formulas alternativas del cumplimiento de la pena y la redención judicial de la pena por el trabajo y el estudio, por tal motivo la Sala Constitucional consideró que la aplicación del articulo 493 del referido código es inconstitucional por discriminar a los condenados en atención al derecho de igualdad ante la ley, hay que destacar que la reinserción del penado está basado en la aplicación del sistema progresivo establecido en la Ley de Régimen Penitenciario y su Reglamento, para ello los sistemas de tratamiento serán concebidos para su desarrollo gradualmente progresivo, encaminados al fomento en el penado a el respeto a sí mismo y la convivencia social conforme a la ley.

En la decisión de la Sala Constitucional, privó en primer lugar la primacía constitucional como norma suprema y el fundamento del ordenamiento jurídico, instituido en el artículo  7  del texto magno, en armonía con lo dispuesto en el artículo  272  que establece el carácter de cárceles humanitarias, para la cual dispone, que el Estado garantizará un Sistema Penitenciario que asegure la rehabilitación del interno o interna y el respeto a los derechos humanos, para lo cual se contará con espacios para el trabajo, el estudio, el deporte y la recreación, a los fines de asegurar lo rehabilitación de los internos de forma que estos derechos no están solo protegidos y garantizados por la Carta Fundamental, sino que también están plasmados en los tratados, convenios y pactos internacionales suscritos y ratificados por Venezuela.

De lo anteriormente expuesto y en base a la decisión de la Sala Constitucional de fecha  4 de abril de 2005, donde se ordenó la desaplicación del artículo  453  del Código Orgánico Procesal Penal, en la misma ordena darle preferencia al estricto cumplimiento al contenido del artículo 501 del código adjetivo el cual dispone que el trabajo fuera del establecimiento, régimen abierto y liberta condicional, el tribunal de ejecución podrá autorizar el trabajo fuera del establecimiento, a los penados que hayan cumplido, por lo menos, una cuarta parte de la pena impuesta, este artículo es de suma importancia para la reinserción del penado a la sociedad a través del trabajo, y da la facultad al tribunal de ejecución a los fines de conceder el régimen o destino de libertad en establecimiento abierto, y la libertad condicional previo el cumplimiento de requisitos establecidos en el supra indicado código.   

El Juez de ejecución penal, es un factor determinante en el desarrollo social dentro del sistema penal y penitenciario en Venezuela, ya que es por medio del tribunal de ejecución, que se plantea la incorporación del  penado al sistema laboral, concediendo de esta manera la oportunidad de acceder a la población penal, a uno de los principios básicos de los derechos humanos, la igualdad al Derecho de Trabajo. Es necesario la creación del Defensor Publico Laboral con la intención de que sea este quien garantice la protección de los derechos laborales en el sistema penal Venezolano conjuntamente con el Defensor Publico de Presos adscritos a la unidad de defensa publica nacional.

2.2.11 La Seguridad Social como derechos humanos de los trabajadores 

Para el autor Sainz Muñoz (2003.p,51), la nueva corriente mundial de los derechos humanos universales, y el reto de este nuevo milenio, no son ajenos a los que se desarrollan para los hombres, mujeres y menores trabajadores y de allí que su defensa forma parte de la atención del Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y de allí que desde 1945 las Naciones Unidas (N.U.)han creado una serie de instancias y de organismos internacionales y regionales (como por ejemplo la OEA), para lograr estructurar unos sistemas de protección internacional de los Derechos Humanos entre los cuales los sociales-laborales deben aunque tenuemente todavía llegarán a ser de primer orden (la OIT es parte interesada y principal como la Organización de la N.U., para la proteccion los  derechos laborales, por ello la mención a los Convenios ratificados por Venezuela en materia de Seguridad Social Integral). Venezuela en ese sentido es parte signataria de Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de su protocolo facultativo que acepta la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir quejas de los trabajadores que se vean inmersos en violaciones de derecho de ese acto. Venezuela igualmente ha suscrito el PACTO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES,  QUE ENTRÓ EN VIGENCIA EL 3 DE ENERO DE 1976, EN SU PARTE III establece los derechos humanos de los trabajadores.

El mismo autor establece más adelante en relación con los Derechos Humanos lo siguiente:

 Derechos humanos laborales:

El pacto en sus artículos 6 al 9, reconoce los siguientes derechos humanos de los trabajadores:

1.- Oportunidad de un empleo.

2.- Obligación de los estados de facilitar los programas de capacitación para obtener empleo.

3.- De programas para el desarrollo económico, social y cultural.

4.- Condiciones de trabajos equitativos y satisfactorios en especial: salarios mínimos, equitativos de igual trabajo por igual valor, derechos laborales iguales para las mujeres.

5.- Condiciones de existencias dignas para los trabajadores, sus familiares conforme a este pacto.

6.- La seguridad y la higiene en el trabajo.

7.- Igual derecho a promoción en el empleo.

8.- El derecho al descanso, tiempo libre, horarios razonables de trabajo, vacaciones y días festivos pagados.

9.- El derecho a la libertad de fundar sindicatos y  a libre sindicalización federarse, el derecho de huelga. (Arts. 6,7 y 8 del pacto).

Mención especial merece destacar que el pacto in comento dedica un artículo en el que se expone que constituye un derecho humano para los trabajadores  la Seguridad Social, incluso el seguro social. (Art. 9). 

De tal manera   refiere el autor citado que es notorio que además de las instancias de la OIT, la violación de los derechos laborales ya mencionados en el Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales, prevé la posibilidad que los trabajadores afiliados y sus organizaciones sindicales pueden ocurrir al Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas (ONU)  o  de la  Organización de Estados Americanos (OEA); para efectuar su denuncia correspondiente en defensa de sus derechos que son inviolables por ser derechos humanos del trabajador.  

2.3. Bases Normativas 

2.3.1 Bases Constitucionales

Previamente al estudio pormenorizado del texto constitucional respecto de la investigación, se hace necesario hacer algunas referencias de los motivos de la reforma del código orgánico procesal penal de 1998, vale decir que con la entrada en vigencia del nuevo orden constitucional, se hace necesario adaptar la Ley de Régimen Penitenciario, su Reglamento y el Código Orgánico Procesal Penal, y a los beneficios laborales que debe brindar estos instrumentos jurídicos al penado.

En torno a los cambios progresistas en materia de Derechos Laborales de los penados, se puede decir que a finales del siglo XX, y mas específicamente en la última década se avanzó logrando beneficios significativos a favor del trabajo de los penados, en fecha 28 de enero de 1998, según Gaceta Oficial Nº 5.208, se promulgó en nuevo Código Orgánico Procesal Penal, pero el Congreso de la República de Venezuela le dio una Vacatio Legis hasta el primero de julio de 1999, fecha en que se hace efectiva su entrada en vigencia, quedando así derogados el Código en Enjuiciamiento Criminal promulgado el trece de julio de 1926, reformado parcialmente por las leyes del cinco de agosto de 1954, del 26 de junio de 1957, del 27 de enero de 1962y del 22 de diciembre de 1995 y los procedimientos penales contemplados en cualquiera otras disposiciones de procedimiento penal que se opongan a este código, es decir por ejemplo, la Ley de Salvaguarda del Patrimonio Público, etc. Luego se reforma parcialmente en  fecha 25 de agosto de 2000, según Gaceta Oficial Nº 37.022.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en el título III, capítulo I, toma las medidas relativas al tema de los Derechos Humanos y Garantías de los Deberes, basado en los principios de protección de los Derechos Humanos, la igualdad ante la ley, la no discriminación, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de estos Derechos. 

Por su parte el articulo 501 del Código Orgánico Procesal Penal establece: El Tribunal de Ejecución podrá autorizar el trabajo fuera del establecimiento, a los penados que hayan cumplido por lo menos, una cuarta parte de la pura impuesta.

Son estas razones que dan prioridad al contenido del artículo 501 del Código Orgánico Procesal Penal,  lo que hace al nuevo sistema penitenciario y a la legislación vigente como un gran avance en protección de los Derechos Laborales del penado en Venezuela. Debe darse un reconocimiento a los criminólogos, ya que son estos científicos los que han tomado en consideración a los penados y al derecho del trabajo y sus beneficios.                 

En torno a la pautado en la Constitución Nacional, Venezuela es signataria de los tratados, pactos y convenios internacionales, que resguardan los derechos y garantías sobre Derechos Humanos, entre los cuales tenemos, pacto de San José de Costa Rica según Gaceta Oficial de fecha 14 de junio de 1977, declaración universal de Derechos Humanos del año 1948, declaración Americana de los derechos civiles y políticas Gaceta Oficial de fecha 28 de enero de 1978; Convención Americana  sobre Derechos  y Deberes del hombre del año 1948, a través de estos instrumentos Internacionales, la carta democrática de las ameritas del 2001, Venezuela se obliga ante la comunidad internacional a dar cumplimiento al respecto de la vida, garantía, deberes y derechos del hombre, y en el caso planteado a garantizar la protección de los derechos de los trabajadores sin discriminación alguna.

Sobre la base de las ideas expuestas y en beneficio de los Derechos Humanos, en pro a una Justicia Social, la participación ciudadana debe implementarse para satisfacer las reivindicaciones sociales, la igualdad, la equidad, sin discriminación. Por lo tanto el numeral primero del articulo 184 de la constitución venezolana establece-La participación de las comunidades en actividades de acercamiento a los establecimientos penales y de vinculación de estos con la población.

El poder originario representado por la Asamblea Nacional Constituyente mediante el voto libre y en referendo democrático decretó la Constitución de la República Bolivariana  de Venezuela. Y en base al contenido del articulo 272 de la magnifica  constitución, es por primera vez en la historia colonial y Republicana que se eleva a rango Constitucional humanización de las cárceles en Venezuela, con el fin de garantizar un sistema  penitenciario que asegure la rehabilitación del interno o interna y el respecto a los Derechos Humanos.

Establece la carta Magna por primera vez la creación de espacios para el trabajo, lo cual adquiere la dimensión de Constitucional siendo entonces que el trabajo de los penados y se refiere de igual manera al articulo 184 numera 7, que hace especial referencia al acercamiento de los establecimientos  penales, a las comunidades para que estrechen su vinculación con la población con el fin de alcanzar la descentralización para la Democracia.

Al mismo tiempo la Ley de Régimen  Penitenciario del 1981, fue derogada, por la hoy vigente Ley de Régimen Penitenciario del 19  de junio de 2000, cuya característica principal y que le aporta del contenido de las anteriores,  que la Ley de Régimen Penitenciario de 2000, establece el trabajo penitenciario como un Derecho y un Deber, mientras que en las leyes anteriores el trabajo es de carácter obligatorio. la Ley Penitenciaria del 2000, y que fue modificada por la Comisión Legislativa Nacional, bajo el imperio del artículo  6  numeral  1  del Decreto de la Asamblea Nacional Constituyente mediante el cual se establece el Régimen de transición del Poder Público,  de fecha 28 de marzo del 2000.

2.3.1.1 La Constitución y el trabajo del penado en Venezuela: Artículo 272 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela

En el Artículo 272 de la carta fundamental, nace por primera vez en la historia de Venezuela, el alcance de la inclusión de los penados y sus derechos sociales y laborales  al rango constitucional, quedando así claro el aspecto social y humanitario que priva en todo el contenido del texto constitucional. Para ello será necesario un sistema penitenciario bajo la tutela del Estado, que asegure la rehabilitación de los internos e internas con el propósito de asegurar la reinserción en la sociedad. En base a esto, es un deber del Estado la creación y acondicionamiento de los centros penitenciarios con el fin de contar con espacios para el trabajo, la educación, deporte y recreación, en fin se puede decir que deben ser desarrolladas  las leyes respectivas.

En Venezuela el Derecho del Trabajo tiene una base muy amplia en nuestra constitución y muy especialmente en la constitución promulgada en 1999 y en el caso de que se ocupa el presente estudio, como lo es la protección de los derechos laborales en el sistema penal venezolano en la Constitución venezolana, se va a encontrar en principio en el artículo 272 el cual armoniza con el contenido de los artículos 87 al 97 ídem.

De manera que la Constitución en el Artículo 87, establece: “Toda persona tiene derecho al trabajo y el deber de trabajar”, así que considera al trabajo como un deber de razón individual y como un derecho natural del ser humano en razón de ser un hecho social que le garantice a este la subsistencia de una vida digna y decorosa. En relación con esto el Estado tiene el  deber de garantizar la adopción y la toma  de medidas necesarias a los fines de que toda persona puede obtener ocupación productiva, que le proporcione una existencia digna y decorosa y le garantice el pleno ejercicio de este derecho. Partiendo del supuesto constitucional que todos tienen derecho al trabajo, se debe concluir que por la universalidad del contenido del mencionado artículo se debe precisar que el penado en Venezuela goza de este derecho y además que es un deber que está dado dentro de su capacidad, sus posibilidades. Todo lo anteriormente planteado deberá estar establecido en la Ley y los Reglamentos y se deben adoptar las medidas que garanticen este derecho a los recluidos en los establecimientos penitenciarios.

Al mismo tiempo la Norma Constitucional contenida en el Artículo 88, indica que el Estado garantizará la igualdad y equidad de hombres y mujeres en el ejercicio del derecho al trabajo. Cuando se garantice este derecho es necesario destacar que nuestro ordenamiento ha considerado la proporción de igualdad en los géneros y que de igual manera reconoce el trabajo sin que haya discriminación en razón al sexo o condición social, vale decir que tanto las mujeres que cumplen un condena en un centro o institución penitenciaria goza de los mismos derechos que el hombre en las mismas condiciones de privación de libertad. 

De acuerdo con lo pautado en el Artículo 89, el trabajo es un hecho social y gozará de la protección del Estado. Para lo cual está pautado en la Ley que no se podrá establecer: 1. Disposiciones que alteren la intangibilidad y progresividad de los deberes y beneficios laborales, por cuanto deben prevalecer en principio de la realidad de los hechos. 2. Así mismo la Norma Constitucional establece que los derechos laborales son irrenunciables, por lo tanto es nula toda acción acuerdo o convenio que implique la renuncia o menoscabo de los derecho laborales, de allí que la condición de reo no seria causal para que se alegara en cualquier momento la terminación de la relación laboral por esa condición. 3. De igual manera se consagra el principio in dubio pro operario que no es otra cosa que en la interpretación de las normas cuando existiere concurrencia de normas se aplicará la que mas favorezca al reo trabajador. 4. La condición de penado no debe ser causal de discriminación por su derecho al trabajo debido a esta condición social. 

La Norma del Artículo 90, establece que la  jornada de trabajo diurna no excederá de ocho horas diarias ni de cuarenta y cuatro horas semanales.  De allí queda claro   la jornada de trabajo por lo que no puede excederse del horario allí establecido, pero la novedad estriba en que se podrá, de forma progresiva disminuir la jornada laboral en beneficio del desarrollo físico, espiritual y cultural de los trabajadores, por lo tanto los  penados en Venezuela gozarán de la protección de los derechos laborales y de los beneficios constitucionales y los establecidos en las leyes.

Otro de los aspectos contenidos en el Artículo 91, es el derecho que todo trabajador o trabajadora tiene a un salario suficiente que le permita vivir con dignidad y cubrir para sí y su familia las necesidades básicas materiales, sociales e intelectuales. Se garantizará el pago de igual salario por igual trabajo. Privilegio este que deben gozar tanto hombre como mujeres que trabajan dentro y fuera de los establecimientos e instituciones penitenciarias con los fines de garantizar para sí y su familia una estabilidad una vez que se haya cumplido con la pena y su reinserción dentro de la sociedad.

El derecho al goce de los beneficios que tiene el trabajador cumpliendo una condena y que están consagrado en el  Artículo 92 de nuestra constitución, es decir el derecho que tienen al cobro de las prestaciones sociales que les recompensen la antigüedad en el servicio, será proporcionar al tiempo de servicio y calculado de conformidad con el último salario devengado.

Este artículo 93 de la Constitución, que garantiza la estabilidad en el trabajo debe ser garantizado por la Ley, a los fines que los penados gocen de él sin mas limitaciones que las que establezca la Ley.

De acuerdo al Artículo 96, establece el derecho a la negociación colectiva, los reos que laboren para empresas públicas o privadas y que tengan beneficios de la contratación colectiva gozarán de estos por ser derechos  estos laborales de todos los trabajadores en Venezuela establecidos por la Legislación Laboral de todo lo antes expuesto se debe concluir que las garantías constitucionales brindan protección a los derechos laborales a todo trabajador sin tomar en cuenta su condición social.

2.3.1.2 La Constitución y  la Seguridad Social 

Por su parte el Artículo 86 de la Constitución se refiere al derecho a la seguridad social que tienen todos los venezolanos o residentes en el país, y para tal efecto establece:

“Toda persona tiene derecho a la seguridad social como servicio público de carácter no lucrativo, que garantice la salud y asegure protección en contingencias de maternidad, paternidad, enfermedad, invalidez, enfermedades catastróficas, discapacidad, necesidades especiales, riesgos laborales, pérdida de empleo, desempleo, vejez, viudedad, orfandad, vivienda, cargas derivadas de la vida familiar y cualquier otra circunstancia de previsión social. “

Es decir que es obligación del estado venezolano  asegurar que se brinde protección a los derechos laborales incluyendo a los del sistema penal, y este derecho sea efectivo y que tenga un alcance de carácter universal, que no es otra cosa que cubra las contingencias para todos los trabajadores y no trabajadores, que por un infortunio de la vida no estén laborando de forma permanente, debe ser integral, de manera tal que sea un servicio no lucrativo, igualmente se refiere la Constitución que la ausencia de capacidad contributiva no será motivo para la exclusión a las personas de su protección, así mismo el financiamiento debe ser solidario vale decir, que todos los venezolanos y los residentes deben aportar las cotizaciones al sistema de seguridad social, debe ser participativo que no solo el estado aporta al sistema de seguridad sino también que el sector privado debe participar en la cotizaciones recaudadas por el organismo de seguridad social, de igual manera establece la Constitución que el control del sistema de seguridad social debe ser eficiente a los fines de garantizar la eficacia de la protección integral de todos los ciudadano protegidos por la misma. 

Además establece el artículo 86 que las cotizaciones obligatorias que realicen los trabajadores y las trabajadoras para cubrir los servicios médicos y asistenciales y demás beneficios de la seguridad social podrán ser administrados sólo con fines sociales bajo la rectoría del Estado. Los remanentes netos del capital destinado a la salud, la educación y la seguridad social se acumularán a los fines de su distribución y contribución en esos servicios. El sistema de seguridad social será regulado por una ley orgánica especial.          

Ahora bien como quiera que la seguridad social es un derecho adquirido por todos los venezolanos y los residentes en el país y que como  se ha visto es un logro alcanzado y tiene rango constitucional, se puede precisar que los penados que se encuentran en los centros penitenciarios cumpliendo condena, gozarán de los beneficios establecidos en la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social, ya que este es un principio humanitario y social, y como se puede observar el estado debe dar protección a los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano a través de políticas establecidas para tales efectos. 

2.3.2 Bases  Legales de Venezuela:
El aspecto medular en el trabajo bajo estudio, como lo es la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano lo constituye en principio la Ley de Régimen Penitenciario de 1961 y sus respectivas modificaciones, la publicada en Gaceta Oficial 2841 Extraordinaria del 17 de agosto de 1981 y la más reciente publicada en Gaceta Oficial Nº  36.975 de fecha 19 de junio de 2000, versión ésta a la que se referirá la presente investigación. Aunado a esto se debe considerar el significado importante que ha tenido el Reglamento de Internados Judiciales, el cual tiene como base la reincersión  social, el trabajo de los reclusos, la asistencia médica integral y los servicios educativos, culturales y deportivos, a modo de insertar a todos aquellos penados recluidos en los centros penitenciarios venezolanos, a una actividad en principio de despeje psicológico y en relación al caso del presente estudio, como es el trabajo de los penados, es una forma de garantizar una estabilidad económica tanto para él como para sus familiares, de forma que estos instrumentos legales buscan crear los hábitos del trabajo lo cual procura su readaptación a la sociedad.   

Al mismo tiempo es necesario considerar  que era necesario reglamentar la Ley de Régimen Penitenciario y para tales efectos el 7 de octubre de 1975 fue publicado en Gaceta Oficial bajo el número 30.816, el Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario, el cual va a desarrollar el contenido del derecho al trabajo del interno que prevé la ley. Ahora bien con la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, se estableció que el régimen penitenciario a través del Ejecutivo Nacional debía adecuar los reglamentos de la Ley de Régimen Penitenciario y de Internados Judiciales al referido código adjetivo. Es de resaltar que el mencionado Código Orgánico Procesal Penal derogó con su entrada en vigencia la Ley de Beneficios Penales.      

Otros de los aspectos que se debe tomar en consideración es el adelanto que impulsa el Código Orgánico Procesal Penal en torno a las garantías del sentenciado en la ejecución de la pena y las formulas alternativas del cumplimiento de esta y de la redención judicial de la pena por el trabajo, por cuanto se debe tomar en consideración que este es un adelanto de los instrumentos legales del cual goza el penado, por que una vez que este manifieste su voluntad de trabajar a las autoridades penitenciarias, estas deberán gestionar lo relativo a la incorporación del solicitante al Instituto Autónomo Caja de Trabajo Penitenciario, tomando en consideración la cualidad del individuo, si está próximo a obtener el beneficio de trabajo extramuros o si se va a dedicar a un trabajo dentro del recinto penitenciario.   

Ahora bien, de lo anteriormente planteado se puede concluir que todos estos adelantos previstos en el código penal adjetivo, es producto del entonces proceso constituyente que concluyó en la promulgación de la Constitución de 1999.

2.3.2.1  Ley de Reforma Parcial de la Ley de Régimen Penitenciario 

Del Trabajo Penitenciario

De acuerdo con lo establecido en la Ley de Régimen Penitenciario en el Artículo 2,  el objetivo primordial de la citada Ley es la reinserción del penado  “La reinserción social del penado constituye el objetivo fundamental del período de cumplimiento de la pena” y que de igual manera durante el periodo de la misma y su cumplimiento deben estar enfocados hacia el respeto de los derechos inherentes a la persona humana los cuales han sido consagrado en la Constitución y en las leyes así como los tratados internacionales suscritos por la república. Así mismo la Ley emplaza a los juzgados de ejecución a los fines de que amparen al penado en el ejercicio de sus derechos individuales, inclusive los colectivos y difusos que le correspondan a este. Entre los cuales encontramos el derecho al trabajo que tienen los reos y el goce del ejercicio de estos, como tema principal que  ocupa   la presente investigación.

En relación al trabajo de los internos el Articulo 15 de la Ley de Régimen Penitenciario establece como derecho y como deber que todos los sentenciados tienen derecho al trabajo. Para tales efectos se debe tomar en consideración que este deber y este derecho deben tener carácter formativo y productivo y el objetivo primordial a considerar será la adquisición, conservación y perfeccionamiento de las destrezas, aptitudes y hábitos laborales con el fin de que la población reclusa esté preparada para las condiciones de trabajo en libertad y que de esta manera el mismo pueda obtener un provecho económico y fortalecer las responsabilidades personales y familiares, así como estar preparado para su reinserción dentro de la sociedad. 

Es de suma importancia el contenido del Artículo 16 el cual establece “Las relaciones laborales de la población reclusa se regirán por la Ley Orgánica del Trabajo”. A través del Ministerio de Interior y Justicia, los penados en Venezuela están amparados por el Estado y que este debe disponer los medios adecuados para la creación de talleres y microempresas con el aporte o participación de los gobiernos locales, municipales, así como la participación del sector público y privado en el desarrollo de la actividad laboral de los trabajadores penados, de igual manera se organizará un sistema de ahorro y préstamo que permita a los reclusos de dichos centros penitenciarios  la obtención de recursos económicos con el fin de autofinanciamiento para el desarrollo de las microempresas, y satisfacer las necesidades económicas de los mismos.

Ahora bien el encabezamiento del artículo 16 del Régimen Penitenciario, dispone que la relación de trabajo de la población reclusa se rigen con la Ley Orgánica del Trabajo y por ende las situaciones jurídicas y relaciones jurídicas derivadas del trabajo, considerado como hecho social, serán resueltas mediante lo establecido en la citada Ley y su Reglamento,  por lo tanto los derechos de los trabajadores penados son protegidos por la legislación nacional y   por ningún concepto los derechos de estos son irrenunciables, de igual manera las discriminaciones por la condición social del reo trabajador quedan prohibidas expresamente por la Ley.

De acuerdo con lo dispuesto en el Articulo 18 “El trabajo en los establecimientos penitenciarios se orientará con preferencia hacia aquellas modalidades más acordes con las exigencias del desarrollo económico nacional, regional o local”. Este articulo da preferencia al trabajo de los sentenciados de conformidad con el desarrollo,  exigencias y expansión de las necesidades internas de la nación, como lo son el desarrollo agroalimentario e industrial, esto por citar un ejemplo.     

En este sentido, en base a  lo establecido en el Artículo 19, se le debe proporcionar al penado información sobre el trabajo dentro y fuera de los recintos penitenciarios, sobre las condiciones y los beneficios que habrá de obtener, esta información deberá ser dada por los funcionarios a cargo de los establecimientos penitenciarios al momento de su reclusión, así se debe también orientar al penado cuales son las garantías que le brindan protección al derecho al trabajo en el campo del sistema penitenciario  venezolano.

2.3.2.2.  Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario

Capítulo III

Del Trabajo

Según el contenido del Artículo 11 del Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario el trabajo de los penados estará sometido a la organización y supervisón según el caso de cada uno, por la Dirección de Prisiones o por la Caja de Trabajo Penitenciario, a través de la Junta de Trabajo que funcionará en cada establecimiento de condena. Cabe destacar que el Ministerio de Interior y Justicia creó para tales fines el Instituto Autónomo Caja de Trabajo Penitenciario, con la intención de actualizar los datos de la población penitenciaria y la condición de estos, clasificándolos en procesados y penados, de estos últimos es que se ocupa el presente estudio, ya que son los que están cumpliendo condena por una sentencia definitivamente firme. La organización y supervisión tiene como finalidad tomar en cuanta las condiciones, destrezas y habilidades para el trabajo y una vez clasificado será colocado en el entorno mas adecuado para él.   


En el Artículo 12 del citado reglamento se hace referencia a las autoridades que rigen los destinos de los centros penitenciarios en Venezuela, los cuales comprenden un Director, el Jefe de la Producción de la Caja de Trabajo Penitenciario, Jefe de Régimen Coordinador, la Junta de Trabajo Social, los Servicios Médicos y un Director del Centro Educativo. En relación a esta junta es significativo lo que establece la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en el articulo 272 el cual hace referencia directa a que los establecimientos penitenciarios estarán bajo la dirección de especialistas penitenciaristas profesionales con credenciales académicas a los fines de brindar un aspecto social y humanitario y con llevar a los penados a su reinserción a través del aprendizaje de diversas ocupaciones en el campo del trabajo.

Lo pautado en el contenido del Artículo 13 del reglamento, no es otra cosa que el autoabastecimiento de las necesidades de los centros penitenciarios y que el producto excedentario será destinado para su comercio en el mercado local. 

Es de resaltar el análisis del artículo 14 del reglamento, contiene lo siguiente:

La remuneración que reciba el recluso se dividirá en la forma siguiente: a) 50% para el mantenimiento de su familia, si la hubiere y en caso contrario, ingresará la suma correspondiente en el peculio del recluso; b) 25% para sus gastos personales y adquisición de materiales y útiles; y c) 25% para formar e incrementar los ahorros que le serán entregados al egresar. 

Es importante destacar que el contenido del artículo en estudio refleja el nacimiento de la Seguridad Social del interno y su familia, ya que se crea la independencia socioeconómica del penado con el Estado, de forma tal que el trabajo penitenciario del reo va a crear las condiciones para que se acabe el  mito que las cárceles son depósitos de seres humanos que nada aportan a la sociedad.

Una vez analizado el contenido del Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciarios con respecto al capítulo III del Trabajo,  es necesario destacar que con la entrada en vigencia del Código Orgánico Procesal Penal, en las normas complementarias de este y específicamente en el artículo 549 se estableció que el Ejecutivo Nacional deberá adecuar los reglamentos de la Ley de Régimen Penitenciario y de Internados Judiciales a tres meses de su entrada en vigencia. En relación al Reglamento de la Ley se debe señalar que hasta la fecha abril de 2005, el mencionado instrumento legal  no ha sufrido la adecuación que estableció la Norma supra indicada.

Capítulo VI

Asistencia Médica
Ahora bien el capítulo VI del Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario, establece en su Artículo 31 y siguientes que “Los establecimientos penales prestarán asistencia médica integral a los reclusos y estos estarán en la obligación de recibirla de conformidad con la Ley”. Este es un derecho de los penados y un deber del Estado prestarlo por consideraciones de derechos humanitarios que en principios rigen para todos los seres humanos, sin importar su condición social. Esta atención se basará un servicio medico integral, supervisado por profesionales de la salud, dichos centros, tendrán un recinto  de enfermería para los primeros auxilios. En caso que la enfermedad sea de mayor gravedad el reo será trasladado a un centro de salud con capacidad para el tratamiento.  

Los centros penitenciarios femeninos contarán con Guarderías Infantiles para los hijos de las internas trabajadoras, como lo establece el Artículo 36 del mencionado reglamento, cuyo desarrollo estará a cargo del Ministerio de Interior y Justicia.         
2.3.2.3 Reglamento de Internados Judiciales

Del Trabajo de los Reclusos

En relación con el Reglamento de Internados Judiciales y el trabajo de los reclusos, es necesario referirse al Artículo 16 que contempla:

El trabajo de los reclusos en los Internados Judiciales, es una forma de asistencia integral para todo procesado, que reúna condiciones físicas y  Psíquicas para realizarlo. Será esencialmente educativo y por tanto tendrá, entre otras finalidades, la enseñanza de una profesión u oficio calificado, o el perfeccionamiento de los conocimientos que en tal sentido posea el recluso, y constituirá al propio tiempo eficaz preparación para su incorporación al mercado de trabajo cuando se produzca el egreso”. Esta Norma guarda relación con el trabajo realizado dentro de los internados judiciales, que solo está referida a los procesados.

2.3.2.4 Ley Orgánica del Trabajo 

“Esta Ley regirá las situaciones y relaciones jurídicas derivadas del trabajo como hecho social” (Artículo 1). El trabajo como hecho social está regulado por las normas contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo, así mismo regula las relaciones entre los sujetos que intervienen en la relación laboral. De allí que los derechos laborales de los  penados en Venezuela se regirán por lo pautado en la mencionada Ley, que tiene su origen por mandato expreso de la Ley de Régimen Penitenciario, de conformidad con lo pautado en el artículo 16 que establece: “Las relaciones laborales de la población reclusa se regirán por la Ley Orgánica del Trabajo”.   

En relación al Artículo 2 “El Estado protegerá y enaltecerá el trabajo, amparará la dignidad de la persona humana del trabajador y dictará normas para el mejor cumplimiento de su función como factor de desarrollo, bajo la inspiración de la justicia social y de la equidad”.El contenido de este norma refleja el interés de tiene el estado en brindar protección al trabajo de los penados en el sistema penitenciario  venezolano.

El mencionado artículo hace especial referencia a la dignidad de la persona humana, del trabajador inspirada en la justicia social y en la equidad, por lo tanto la obligación del estado le garantiza el libre y pleno ejercicio a los internos de sus derechos laborales contemplados en la constitución y las leyes, que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos laborales como un desarrollo del derecho del hombre.   

En el Artículo 3, la Ley establece “En ningún caso serán renunciables las normas y disposiciones que favorezcan a los trabajadores”.

A este respecto González Fuenmayor (2003) expresa que solamente por vía excepcional es permisible la concesión  de algunos derechos laborales, los cuales solamente se concretarán mediante la vía transaccional la cual está blindada con un conjunto de requisitos cuya imperatividad  de cumplimiento, harán siempre posible la anulabilidad.  

Establece el Artículo 11 de la Ley Orgánica de Trabajo lo siguiente “Los derechos consagrados por la Constitución en materia laboral serán amparados por los jueces de Primera Instancia de la jurisdicción del Trabajo, de conformidad con la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales”.

Esta norma brinda protección especial a todos los trabajadores venezolanos y extranjeros residentes en el territorio a los fines que sus derechos no sean vulnerados por otras normativas que den preferencia a lo tutelado por el fuero laboral, ya que los derechos de los trabajadores son derechos privilegiados por ser de carácter social y de orden público.     
En el contenido del Artículo 23 de la ley orgánica del trabajo encontramos que  toda persona que sea apta tiene el deber de trabajar, dentro de su capacidad y posibilidades, para asegurar su subsistencia y en beneficio de la comunidad. De allí que los reos no se les puede negar el derecho al trabajo alegando como incapacidad para desarrollarse en una labor bien sea por cuenta ajena o por cuenta propia la privación de su libertad, ya que en el mundo globalizado la apertura al trabajo debe ser mayor, como aquel trabajo denominado teletrabajo, el cual se ejecuta vía telefónica o por correo electrónico desde el sitio de residencia de la persona,  por citar por ejemplo solo uno de ellos. Siguiendo en este orden de ideas el artículo 24 de la Ley Laboral establece que  toda persona tiene derecho al trabajo. El Estado procurará que toda persona apta pueda encontrar colocación que le proporcione una subsistencia digna y decorosa. Entonces es necesario para ellos que el Estado y sus instituciones busquen la colocación en los puestos de trabajo a los internos, a los fines de brindar protección a los derechos laborales en el sistema penitenciario  venezolano.
Los Artículos 39 y 40, reflejan la diferencia entre trabajador dependiente y trabajador independiente. Se entiende por trabajador la persona natural que realiza una labor de cualquier clase, por cuenta ajena y bajo la dependencia de otra. A los fines de la Ley,  los trabajadores dependientes tendrán como contraprestación por su trabajo la remuneración del mismo. El trabajador no dependiente tiene como contraprestación el producto remunerado de su trabajo. Esta diferenciación es interesante analizarla por cuanto los penados trabajan en los recintos penitenciarios por cuenta propia, pero también aquellos penados que gozan de trabajo mediante régimen abierto, es decir que están próximo a su libertad, trabajan para el sector público o privado devengando un salario por su relación laboral la cual comporta el goce de los beneficios laborales estipulados en las leyes.    

Lo contemplado en el Artículo 59 de la Ley Orgánica del Trabajo, no es otra cosa que la aplicación del principio pro operario, vale decir que en caso de conflictos entre leyes se aplicará la que mas favorezca al trabajado, sin que ello menoscabe el  rango de la Ley que deba aplicarse, ya que es imperio constitucional la aplicaron del referido principio. 
Artículo 66. La prestación de servicio en la relación de trabajo será remunerada.

Artículo 129. El salario se estipulará libremente, pero en ningún caso podrá ser menor que el fijado como mínimo por la autoridad competente y conforme a lo prescrito por la Ley. 

Artículo 147. El salario deberá pagarse en dinero efectivo. Por acuerdo entre el patrono y el trabajador podrá hacerse mediante cheque bancario o por órgano de una entidad de ahorro y préstamo u otra institución bancaria, conforme a las normas que establezca el Reglamento de esta Ley. 

En los artículos anteriores queda claramente definido que no se permitirá el pago del trabajo en mercancías, vales, fichas o cualquier otro signo representativo con que quiera sustituirse la moneda. Podrá estipularse como parte del salario, cuando ello conlleve un beneficio social para el trabajador, la dotación de vivienda, la provisión de comida y otros beneficios de naturaleza semejante. 

De acuerdo al contenido de los artículos 66,129 y 147 de la Ley Orgánica del Trabajo, es lógico que toda prestación de servicio lleve a una contraprestación dineraria y que esta debe ser remunerada en dinero de curso legal.

2.3.2.5 Regimenes Especiales de la Ley Orgánica del Trabajo

En esta Ley no se toman en consideración a los sentenciados de los distintos centros penitenciarios de Venezuela en el capítulo de los regimenes especiales contenidos en la Ley del Trabajo, por cuanto en su texto no se hace mención alguna a este punto, reiterándose esta situación de exclusión del sistema legal laboral venezolano en las reformas hechas a la mencionada Ley, en la que no se ha tomado en consideración la disposición del artículo 16 de la Ley de Régimen Penitenciario reformada según Gaceta Oficial Nº 36.975 del 19 de junio del 2000, reforma esta por mandato expreso de la Comisión Legislativa Nacional tal como se observa en la cita siguiente: “En ejercicio de la atribución que le confiere el artículo 6 numeral 1 del Decreto de la Asamblea Nacional Constituyente mediante el cual se establece el Régimen de Transición del Poder Público, publicado en Gaceta Oficial número 36.920 de fecha veintiocho de marzo del año dos mil”.

2.3.2.6 Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, el mencionado decreto se refiere a que el Ejecutivo velara por garantizar la protección de los derechos laborales, el trabajo en el sistema penal venezolano.

De lo previsto en el artículo 1 del Reglamento de la Ley del Trabajo, el cual establece Artículo 1: Ámbito: “El presente Reglamento regirá las situaciones y relaciones jurídicas derivadas del trabajo como hecho social, en los términos consagrados en la Ley Orgánica del Trabajo”.  Por lo que se puede observar, que en el artículo 17 de la Ley de Régimen Penitenciario, se remite de manera expresa a la legislación laboral, para que se resuelvan las situaciones confusas conforme lo consagra la  Ley.

En cuanto al Artículo 6: Conflictos de concurrencia: 

En caso de conflicto entre normas constitucionales, legales, reglamentarias y demás derivadas del Estado, regirán, junto con el principio de favor, los de jerarquía, especialidad y temporalidad. Cuando las normas en conflicto ostenten idéntica jerarquía, privará aquella que más favorezca al trabajador, salvo que alguna revista carácter de orden público estricto, caso en el cual prevalecerá ésta. 

Si el conflicto se planteare entre normas contenidas en convenciones colectivas, contratos de trabajo, reglamentos internos, usos y costumbres y cualquiera otra de naturaleza análoga; así como entre éstas y aquellas normas derivadas del Estado, salvo aquellas revestidas de orden público estricto, será aplicada la más favorable al trabajador”.

El presente principio de supremacía de la Constitucionalidad, está basado en la jerarquía de las leyes, por lo que Kensen, (1981) se refirió a la estructura jerárquica del orden jurídico, tiene consecuencia muy importante para el problema de la interpretación  de las normas individuales, en síntesis que toda norma debe ser interpretada para su aplicación, con respecto al derecho del trabajo de los reos cuando haya conflicto en la aplicación de una norma o que las normas sean de igual jerarquía, se aplicará aquella que sea mas favorable al in dubio pro operario.

Artículo 8°: Enunciación: Los principios aludidos en el literal e) del artículo 60 de la Ley Orgánica del Trabajo serán, entre otros y sin perjuicio de su previsión expresa en la legislación laboral, los siguientes: 

a) Protectorio o de tutela de los trabajadores: 

i) Regla de la norma más favorable o principio de favor, por virtud del cual si se plantearen dudas razonables en la aplicación de dos o más normas, será aplicada aquella que más favorezca al trabajador. En este caso, la norma seleccionada será aplicada en su integridad. 

ii) Principio in dubio pro operario, en atención al cual en caso de plantearse dudas razonables en la interpretación de una norma, deberá adoptarse aquella que más favorezca al trabajador.
iii) Principio de conservación de la condición laboral más favorable, por virtud del cual deberán ser respetados los derechos que se encuentran irrevocable y definitivamente incorporados al patrimonio del trabajador. 

b) Irrenunciabilidad de los derechos de los trabajadores, cualquiera fuere su fuente. 

c) Primacía de la realidad o de los hechos, frente a la forma o apariencia de los actos derivados de la relación jurídica laboral. 

d) Conservación de la relación laboral: 

i) Presunción de continuidad de la relación de trabajo, por virtud de la cual en caso de duda sobre la extinción o no de ésta, deberá resolverse a favor de su subsistencia. 

ii) Preferencia de los contratos de trabajo a tiempo indeterminado, en atención a lo cual deberá atribuirse carácter excepcional a los supuestos de autorización de contratos a término previstos en el artículo 77 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

iii) Admisión de novaciones subjetivas y objetivas del contrato de trabajo. 

iv) Indemnizaciones en caso de extinción de la relación de trabajo por causa imputable al patrono.
v) Interrupciones de la relación de trabajo estimado irrelevante como causas de extinción, en los términos de los artículos 93 y 94 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

e) Principio de no discriminación arbitraria en el empleo, por razones de género o preferencia sexual, condición social, raza, religión, ideología política, actividad sindical, o cualquiera otra fundada en criterios de relevancia incompatibles con el ordenamiento jurídico. 

Este principio comprenderá las discriminaciones que pudieren suscitarse con antelación al nacimiento de la relación de trabajo, tales como, entre otros supuestos, imponer como condición de admisión a la empresa el abstenerse del ejercicio de actividades sindicales o el someterse a exámenes de embarazo. 

f) Gratuidad en los procedimientos administrativos y judiciales en materia del trabajo. 

Ahora bien, el artículo 8, del Reglamento de la Ley del trabajo, consagra  un gran número de derechos y principio laborales,  los cuales están amparado a los trabajadores y por ende los patrones tienes el ineludible deber de garantizarlos, ya que todo lo que se reglamente en contra de estos derechos y principios,  tienen nulidad absoluta, de conformidad con el principio de irrenunciabilidad, contemplado en el artículo 9 de ejusdem,  de los derechos laborales, con excepción de la transacción, siempre y cuando esta beneficie única y exclusivamente al trabajador.

Dentro de estos principios se encuentran los siguientes: Protección o tutela de los derechos de los trabajadores, regla de la norma mas favorable o principio de favor, esto es la aplicación de aquella norma que mas favor al trabajador, in dubio pro operario, en caso de plantearse duda razonable en la interpretación de la norma, se aplicara la que mas favorezca al trabajador; Principio de la conservación de la condición laboral mas favorable, sobre aquellos derechos que se encuentren irrevocables, e incorporados al patrimonio del trabajador; la irrenunciabilidad de los derechos de los trabajadores sin importar cual sea su fuente, principio de la realidad de los hechos, la presunción de la continuidad de la relación de trabajo, que en caso de duda se resolverá a favor de su existencia, por solo citar algunos de los principio que protege al trabajador y a su entorno laboral.  

Artículo 9°: Principio de irrenunciabilidad (Transacción laboral): El principio de irrenunciabilidad de los derechos que favorezcan al trabajador, en los términos del artículo 3 de la Ley Orgánica del Trabajo, no impedirá la celebración de transacciones, siempre que versen sobre derechos litigiosos o discutidos, consten por escrito y contengan una relación circunstanciada de los hechos que las motiven y de los derechos en ellas comprendidos. 

En consecuencia, no será estimada como transacción la simple relación de derechos, aun cuando el trabajador hubiere declarado su conformidad con lo pactado. En este supuesto, el trabajador conservará íntegramente las acciones para exigir el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo.

Del contenido del artículo 9, del Reglamento de la a Ley del Trabajo, se desprende como se ha planteado anteriormente, que priva el corrimiento del velo constitucional, que no es otra cosa que los derechos laborales de los trabajadores que priva sobre los convenios o pactos que se hayan realizados y que tengan como consecuencia desventajas para el trabajador, de allí que toda transacción que no favorezca al trabajador, está protegido por el principio de la  irrenunciabilidad de estos derechos.- 
Establece el Artículo 83: 

Salario mínimo: No podrá pactarse un salario inferior a aquel que rija como mínimo de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo y el presente Reglamento. En caso de incumplimiento, el trabajador tendrá derecho a reclamar el monto de los salarios dejados de percibir y su incidencia sobre los beneficios, prestaciones e indemnizaciones derivados de la relación de trabajo. 

Este artículo concuerda, con el principio constitucional de igual trabajo igual salario, por lo que seria inconstitucional pactar un salario inferior al que por gaceta oficial haya previsto el ejecutivo nacional, mediante decreto. 
2.3.2.7 Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social

A este respecto la  Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social en el Artículo 4 establece el ámbito de aplicación de la misma lo siguiente:

La seguridad social es un derecho humano y social fundamental e irrenunciable, garantizado por el Estado a todos los venezolanos residenciados legalmente en él, independientemente de su capacidad contributiva, condición social, actividad laboral medio de desenvolvimiento, salarios, ingresos y renta, conforme al principio de progresividad y a los términos establecidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y en las diferentes leyes nacionales, tratados, pactos y convenciones suscritos y  ratificados por Venezuela.

Ahora bien como se puede observar el texto de la Ley recoge los principios establecidos en la Constitución, merece un comentario especial el contenido del artículo 19 de la Ley, en el cual está pautado la estructura del sistema, el cual se refiere a la organización de la estructura organizativa y funcional del mismo, que estará integrado por los sistemas prestacionales siguiente: salud, previsor social, vivienda y hábitat. Cada uno de estos sistemas prestacionales tendrá a su cargo los regimenes prestacionales mediante los cuales se brindará protección ante las contingencias amparada por el sistema de la seguridad social.

En relación a lo planteado merece hacer un comentario especial que de los tres regimenes planteados por la Ley, en estos momentos solo han sido discutidos y sancionados por la Asamblea Nacional: el Sistema Prestacional de Vivienda. En lo que respecta al sistema prestacional de salud y el sistema prestacional de previsión social se encuentran como proyectos en la mencionada Asamblea Nacional para su discusión y aprobación. Vista la magnitud social que presentan estos regimenes prestacionales, se debe reconocer que es un avance en el país, en lo referente al derecho social y humanitario en beneficio de sus habitantes. Como se notó anteriormente debido a la universalidad y que es un derecho para todos los venezolanos y extranjeros residentes en Venezuela, se debe concluir que los  penados en Venezuela gozan de los beneficios establecidos en la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social.       

2.3.2.8 La Interpretación Derecho Laboral

Para el tratadista Naranjo Ponce (1977), refiere que el maestro Ernesto Krotos Chin, ha dicho que, en relación a las nuevas tendencias o corrientes de interpretación, que existen en el Derecho en general, corrientes tendientes a afianzar el concepto de la solidaridad social dentro de la legislación positiva, por lo que no puede negarse que el Derecho del Trabajo ha tomado auge en tal sentido y la jurisprudencia ha ido resolviendo en base al espíritu de la Ley los conflictos planteados en relación con los derechos de los trabajadores. Es decir se ha visto en el Derecho del Trabajo un campo propicio para la formación de un llamado derecho intuitivo, en el sentido de que el intérprete debería traducir  el sentimiento de justicia por el ambiente social, en el cual con preferencia actúa la legislación laboral.

Por otra parte el maestro y tratadista, Rafael Caldera (1960) se refiere a la situación que se plantea con la interpretación y señala: 

La interpretación de las leyes laborales, los códigos de trabajo mas recientes previamente fijan los principios formativos de tales ordenamientos o están en las propias constituciones, y luego en caso de la interpretación, lo que estipulan es remitir al interprete a dichos principios; citando como ejemplo a nuestro código de trabajo continúa el actor que el silencio de la Ley a este respecto, debiendo entonces el interprete buscar por sí mismo las normas que han de guiarlo, progresivamente fijados por la doctrina y la jurisprudencia (p.).

A tal efecto el maestro Caldera enumera los principios doctrinarios básicos para la interpretación laboral, estimando los siguientes: a) la autonomía o mejor dicho, la especialidad de la legislación del trabajo; b) el carácter imperativo de las disposiciones; c) la intención proteccionista del legislador; d) la presunción de que el trabajador carece de libertad suficiente para defender sus intereses mientras se halla en estado de subordinación; e) la búsqueda del interés social del bien común que sirve de meta al legislador en este campo; f) la preocupación de la persona humana del trabajador, estimado por la doctrina como el motivo supremo para su protección; y  g) la equidad, constitutiva del sello que el trabajador y el interprete ha querido marcadamente imprimir al Derecho del Trabajo.

2.3.2.9 Derechos Laborales del Penado y la Seguridad Social. Aspecto de la Interpretación Constitucional.
La seguridad Social es un derecho de todos los trabajadores y tiene rango constitucional, como derecho humano tiene acogida en la mayoría de los países de América y Europa, especialmente en el bloque de la Unión Europea, y en Venezuela  en la carta fundamental, la cual fue publicada en Gaceta Oficial Nº 38-860 del 30 de diciembre de 1999, luego de un proceso constituyente, es preciso alertar que la Constitución tiene dos partes fundamentales, la primera está dedicada a los ciudadanos, sus derechos humanos, y civiles incluyendo a los indígenas, los cuales están comprendidos en el artículo 19 hasta 130, la segunda está dedicada a los poderes públicos.

Ahora bien la Seguridad Social la consagra la Constitución en su artículo 86, donde  señala “Toda persona tiene derecho a la Seguridad Social como servicio público de carácter no lucrativo, que garantice la salud y asegure protección en continencias (.......). El  Estado tiene la obligación de asegurar la efectividad de este derecho.... “omisis”

De allí que el estado debe garantizar a todos los trabajadores el derecho a la Seguridad Social, sin que se excluya de sus aplicación a los sentenciados trabajadores, inclusive de aquellos que no estén gozando de una colocación en un puesto de trabajo, dentro o fuera del establecimiento carcelario, según sea la condición de pre-libertad, de manera que ni por vía excepcional podrá excluirse del disfrute de los beneficios que presta la Seguridad Social en Venezuela.

Al respecto se debe hacer unas consideraciones previas sobre la interpretación, general antes de entrar en la interpretación puramente laboral.

Para Naranjo Ponce (1977) los sistemas clásicos de interpretación que, como en la mayoría de las legislaciones, cultiva el sistema jurídico, el Código Civil Venezolano establece en su artículo 4  “A la ley debe atribuírsele el sentido que aparece evidente del significado propio de las palabras, según la conexión de ellos entre sí y la intención del legislador”.

Cuando no hubiere disposición precisa de la Ley, se tendrá en consideración las disposiciones que regulan casos semejantes o materias análogas; y, si hubiere todavía  dudas, se aplicarán los principios generales del derecho.

Este sistema interpretativo que, incluso, tratadistas lo califican ya de caduco, es deficiente cuando no se sabe aplicar, o sea, cuando se quiere significar la norma en forma aislada, sin pensar que este método indica que tiene que tomarse cada artículo de la Ley, pero relacionado con los demás que se refieren a la misma institución.

Continúa el tratadista explicando que existen otros métodos: el lógico, el sistemático, y el histórico que la ley contempla, así pues que el primer párrafo de la ley contempla, “a la Ley debe dársele el sentido que aparece evidente del significado propio de las palabras....”, aquí se puede afirmar que es necesario para la interpretación, que no puede prescindirse de la norma ya que esta traduce una declaración de voluntad  como tal, tiene una intención y está expresada por medio de signos exteriores que permiten apreciarla. Dicho de otra forma, debe atenderse a la intención o espíritu de la norma y a su expresión en palabras.  

Es necesario entonces aclarar que para interpretación, debemos tomar en consideración que a Normas Jurídicas se refiere, es decir si se trata de una Norma Constitucional, de una Norma Legal o bien si se trata de una Norma Reglamentaria para ello nos refiere González Fuenmayor (2003. P.188), que ello es perfectamente entendible en virtud de que la Ley tiene como limite el texto constitucional y la Norma Reglamentaría le es ofrecido su limite por la Ley.

En este sentido el catedrático González Fuenmayor continúa refiriendo que la constitución como texto general que contiene un conjunto de normas jurídicas que permitirán a futuro el desarrollo  en particular de leyes ordinarias o de cualquier otra especie, dice él que es necesario indagar sobre  el carácter flexible o de rigidez de las constituciones lo cual se traduce en la posibilidad con mayor o menor dificultad de la reforma, modificación o enmienda de esa constitución. Se dirá entonces que una constitución es flexible mientras menos sea compleja la posibilidad de reformarla y será rígida en el caso contrario.

En atención a lo anterior  es necesario que toquemos el tema de la interpretación de la norma, en el derecho laboral de los penados en Venezuela y la seguridad social de estos, primero porque es un derecho que está establecido en la constitución, pero que no ha sido desarrollado a plenitud por los operadores jurídicos. En segundo lugar porque se debe desarrollar este derecho laboral como beneficiario de carácter social a todos los venezolanos, sin tomar en cuenta la consideración social, del beneficiario, y que además la Ley de Seguridad Social no ha sido desarrollado a través de los sistemas prestacionales en los cual es el legislador tiene la gran oportunidad histórica de incluir los derechos de los reos y reas  la seguridad social en Venezuela.

En tercer lugar la Ley de Régimen Penitenciario y su Reglamento, remiten a la Ley Orgánica del Trabajo, en cuanto a las relaciones laborales de la población reclusa. Así que es indispensable considerar la importancia que tiene el Derecho al trabajo de los penados dentro del campo del derecho social, razón por la cual el legislador patrio ha venido fortaleciendo esta institución como orden público.

Así tenemos que la disposición transitoria cuarta de la Constitución de 1999, establece en el numeral  3, establece que mediante la reforma de la Ley Orgánica del Trabajo, un nuevo régimen para el derecho a las prestaciones sociales, derecho este reconocido por la Constitución, así mismo regulará la jornada de trabajo, que propendan la disminución progresiva de esta, de acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo, suscritos por la República de Venezuela. De aquí que el Derecho de los trabajadores de nuestro país gozan de protección de la legislación Internacional, siendo que la interpretación  de la Norma Jurídica Constitucional, en nuestra legislación laboral la podemos encausar de programática o operativas, ya que estas prevén los mecanismos de protección a los derechos humanos necesarios para la subsistencia del hombre y la familia como base fundamental de la sociedad moderna.

De allí que es necesario que se debe armonizar las leyes, reglamentos laborales con la constitución, bajo el interés de entrelazar el ordenamiento jurídico, con la convivencia social, es decir que toda norma debe ser encaminada a la protección de los Derechos Sociales del hombre, sin necesidad de violentar los mecanismos y la finalidad de la norma, atendiendo que el operador jurídico, debe en primer lugar atender la realidad de los hechos, para adaptarlos al derecho, sin mitigar la norma, siempre que esta no afecte derechos de terceros.

Atendiendo a lo anterior, pareciera que los derechos laborales del penado en Venezuela, estuviesen dispersos en el ordenamiento jurídico nacional, pero una vez, constatado el mandato de la supremacía constitucional, se puede interpretar que estos derechos están garantizados por la norma suprema.    
2.3.2.10 Ley de Redención Judicial de la Pena por el Trabajo y el Estudio
Con respecto a la Ley de Redención Judicial de la Pena por el Trabajo y el Estudio, la cual fue promulgada en Gaceta Oficial Nº 4.623 Extraordinario de fecha 03 de septiembre de 1993, se puede significar que el legislador patrio consideró que el trabajo y el estudio de los sentenciados a cumplir la pena en los recintos penitenciarios (artículo 1), es uno de los medios idóneos para la rehabilitación del recluso, así mismo se establece que el trabajo será de forma voluntaria y que el mismo puede realizarse dentro o fuera del recinto, siempre tomado en consideración las previsiones de las leyes respectivas y con las modalidades establecidas en el Reglamento (artículo 2).        

Esta ley nace con la necesidad de abordar la rehabilitación de los sujetos penados y como forma de redimir la pena por la realización de alguna actividad laboral a los efectos de la liquidación de la condena tomando en cuenta el tiempo destinado al trabajo mientras el penado se encuentre en el reclusorio, se toma como base en razón de que se descontar un día de internamiento por cada dos días de trabajo (artículo 3). 

Todo lo anterior no menoscaba los derechos laborales que por ley corresponden como contraprestación por el trabajo realizado por los individuos sometidos a los supuestos establecidos en esta ley. Es decir, si bien es cierto que lo que persigue el beneficio establecido en dicha ley  es remediar o salvar la condena impuesta al individuo a través del trabajo, no es menos cierto que los derechos derivados de dicha prestación están amparados por las disposiciones constitucionales y laborales vigentes, lo cual garantiza al penado no sólo la redención de la pena sino su reinserción social, estabilidad económica y su seguridad social, pues de lo contrario sería la renuncia de estos derechos lo que por ley está vedado o prohibido. Cabe destacar que la mencionada ley fue derogada por la entrada en vigencia en 1999 del código orgánico procesar penal el cual condensó estos beneficios en su texto.

Para que el penado goce de este beneficio las actividades que realice para que sean reconocidas a los efectos de la redención de la pena son: La producción en cualquier rama de la actividad económica, siempre que haya sido autorizada por el instituto a cargo del trabajo penitenciario y los servicios para desempañar los puesto auxiliares que requieran la necesidad del establecimiento penitenciario o de instituciones públicas y privadas, siempre que la asignación del reo a esta actividad haya sido hecha por la Junta de Rehabilitación Laboral (artículos 5 y 8).   
2.3.2.11 Código Orgánico Procesal Penal  

De la Ejecución de la Pena

De acuerdo a las disposiciones de este Código el órgano jurisdiccional encargado del seguimiento y tutela del penado respecto del cumplimiento y demás determinaciones de la pena dentro del recinto penitenciario, es el Juzgado de Ejecución (artículo 486 COPP), el cual velará porque al individuo le sean garantizados sus derechos y en lo posible promover su reinserción social. Por mandato constitucional la autoridad administrativa deberá nombrar el delegado de prueba (artículo 496 COPP), que será el encargado de supervisar el cumplimiento de las condiciones determinadas por el tribunal. Se creara el  instituto autónomo bajo la dirección de penitenciaristas profesionales con credenciales académicas universitarias y se haga acompañar por funcionarios especializados técnicamente, con la finalidad de brindar asistencia pospenitenciaria que posibilite la reinserción social del interno interna. La administración de estos establecimientos se regirá por la  administración descentralizada a cargo de los gobiernos estadales y municipales pudiendo inclusive ser sometidos a modalidades de administración privada, es decir, que estos establecimientos pueden ser administrados por empresas privadas. El Estado esta en el deber de crear las instituciones pospenitenciarias a los fines de la reinserción social del exinterno, de conformidad con dispuesto en el artículo 272 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que marca la pauta del nuevo sistema penitenciario venezolano.   

Este instrumento legal permite la realización de labores dentro y fuera del establecimiento carcelario, pudiendo el reo de delito podrá  prestar servicios fuera de dicho establecimiento siempre y cuando haya cumplido una cuarta parte de la pena de conformidad con el artículo 501 del Código Procesal Penal. Así también establece los derechos laborales de que dispondrá el interno (jornada laboral máxima, devengando el salario correspondiente, lugares de trabajo que pueden ser en organismos del estado o empresas públicas o privadas, facilidades para estudio alternadamente con el trabajo etc..) y los efectos que esto tendrá para él y el cumplimiento de la pena tales como el control, tramite y el tratamiento del sometido a las medidas de seguridad, de acuerdo a los artículos 501, 508, 509 y 514 del Código Orgánico Procesal Penal.

Comentario aparte lo constituye el artículo 493 del Código Procesal Penal, pues el Tribunal Supremo de Justicia en sentencia de fecha 04 de abril de 2005 mediante el acuerdo de medida cautelar ordenó la suspendió la aplicación de dicha disposición, en virtud de estar en juego derechos constitucionales de los penados que pudieran ser vulnerados, por ejemplo el derecho a la igualdad y a la no discriminación.  Por este motivo el máximo tribunal ordena a su vez la aplicación del artículo 501 del Código Orgánico Procesal Penal a los fines de que sean garantizado el trabajo fuera del establecimiento así como el régimen abierto y la libertad condicional a todo reo de delito, previa valoración del Juez de Ejecución y el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 501 del Código Orgánico Procesal Penal. 
2.3.2.12 Derecho Comparado 

            Esta investigación decidió abordar el estudio comparativo bajo análisis en el Derecho Español y el de El Salvador, por cuanto este último se encuentra avocado a una reforma actual de su legislación en esta materia, lo cual podrá brindar una fructífera orientación a la comunidad científica jurídica venezolana, al igual que los ajustes  que en el mismo sentido ha realizado la legislación española.
Como seguimiento al Sistema Penitenciario a la protección de los derechos laborales del penado en Venezuela, es conveniente revisar algunas legislaciones internacionales,  a tales efectos es preciso referirse al Sistema Constitucional y Penal Español y del Salvador (por considerar que existen claras referencias de similitud con relación al sistema venezolano, partiendo de la inclusión del trabajo penitenciario de los reos y sus derechos laborales en la legislación del trabajo de ambas naciones. Es necesario precisar que Venezuela al igual que estos contemplan en las respectivas Constituciones el derecho al trabajo de los penados, así mismo promueven las actividades educativas y laborales del interno, como coincidencia de estos sistemas se han preocupado por los principios de protección  de los Derechos Sociales y enmarcado a abolir la exclusión social, y las tendencias y principios formales en el contexto,  la preocupación de crear un espacio en materia penal, con orientación social regido por principios que se adaptan a las nuevas tendencias en política y legislación y penitenciaria, en el sentido de plantear la necesidad de desarrollar otras formas de ejecución penal, sistemas de sustitución y alternativas a la pena de presión, ante el reconocimiento de las insalvables limitaciones  que este tipo de condena presenta en relación con los objetivos teóricos que se le atribuyen. A diferencia de Venezuela, la legislación española y salvadoreña no tienen como finalidad la asistencia pospenitenciaria a los fines de la reinsertación social del exinterno,  tampoco preveen una reducción de la pena por el trabajo realizado por el interno. 
2.3.2.12.1 Derecho Español

2.3.2.12.1.2 Constitución de España. 
Articulo 25:

1. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reducción y reinserción social y no podrán consistir en trabajos  forzados. El condenado a pena de prisión que estuviese cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los de los que van expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

Articulo 35:

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión y oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de  su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2.   La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

2.3.2.12.1.3 Código Penal Español

TITULO XV

De los delitos contra los derechos de los trabajadores 

Artículo 311. 

Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses:

1º) Los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad impongan a los trabajadores a su servicio condiciones laborales o de Seguridad Social que perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales, convenios colectivos o contrato individual.

2º) Los que en el supuesto de transmisión de empresas, con conocimiento de los procedimientos descritos en el apartado anterior, mantengan las referidas condiciones impuestas por otro.

3º) Si las conductas reseñadas en los apartados anteriores se llevaren a cabo con violencia o intimidación se impondrán las penas superiores en grado.

Artículo 312. 

1. Serán castigados con las penas de prisión de dos a cinco años y multa de seis a doce meses, los que trafiquen de manera ilegal con mano de obra. 

2. En la misma pena incurrirán quienes recluten personas o las determinen a abandonar su puesto de trabajo ofreciendo empleo o condiciones de trabajo engañosas o falsas, y quienes empleen a súbditos extranjeros sin permiso de trabajo en condiciones que perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tuviesen reconocidos por disposiciones legales, convenios colectivos o contrato individual.

Artículo 313. 

 El que promoviere o favoreciere por cualquier medio la inmigración clandestina de trabajadores a España, será castigado con la pena prevista en el artículo anterior.

1) Con la misma pena será castigado el que, simulando contrato o colocación, o usando de otro engaño semejante, determinare o favoreciere la emigración de alguna persona a otro país.

Artículo 314. 

Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público o privado, contra alguna persona por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o minusvalía, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños económicos que se hayan derivado, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de 12 a 24 meses.

Redacción vigente hasta la entrada en vigor de la  Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, el 1 de octubre de 2004: Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público o privado, contra alguna persona por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o minusvalía, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños económicos que se hayan derivado, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de seis a doce meses.

 Artículo 315. 

1) Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses los que mediante engaño o abuso de situación de necesidad impidieren o limitaren el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de huelga.

2) Si las conductas reseñadas en el apartado anterior se llevaren a cabo con fuerza, violencia o intimidación se impondrán las penas superiores en grado.

3) Las mismas penas del apartado segundo se impondrán a los que, actuando en grupo, o individualmente pero de acuerdo con otros, coaccionen a otras personas a iniciar o continuar una huelga.

Artículo 316. 

Los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad  física, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses.

 Artículo 317

 Cuando el delito a que se refiere el artículo anterior se cometa por imprudencia grave, será castigado con la pena inferior en grado.

Artículo 318. 

Cuando los hechos previstos en los artículos de este título se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la pena señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables de los mismos y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado medidas para ello. En estos supuestos la autoridad judicial podrá decretar, además, alguna o algunas de las medidas previstas en el artículo 129 de este Código.
2.3.2.12.1.4  Ley Orgánica  General  Penitenciaria  de España
CAPÍTULOII
TRABAJO.

Artículo 26. 

El trabajo será considerado como un derecho y como un deber del interno, siendo un elemento fundamental del tratamiento.

Sus condiciones serán:

a. No tendrá carácter aflictivo, no será aplicado como medida de corrección.

b. No atentará a la dignidad del interno.

c. Tendrá carácter formativo, creador o conservador de hábitos laborales, productivos o terapéuticos, con el fin de preparar a los internos para las condiciones normales del trabajo libre.

d. Se organizará y planificará, atendiendo a las aptitudes y calificación profesional, de manera que satisfaga las aspiraciones laborales de los recluidos en cuanto sean compatibles con la organización y seguridad del establecimiento.

e. Será facilitado por la administración.

f. Gozará de la protección dispensada por la legislación vigente en materia de Seguridad Social.

g. No se supeditará al logro de intereses económicos por la administración.

Artículo 27. 

1. El trabajo que realicen los internos, dentro o fuera de los establecimientos, estará comprendido en alguna de las siguientes modalidades:

a. Las de formación profesional, a las que la administración dará carácter preferente.

b. Las dedicadas al estudio y formación académica.

c. Las de producción de régimen laboral o mediante fórmulas cooperativas o similares de acuerdo con la legislación vigente.

d. Las ocupacionales que formen parte de un tratamiento.

e. Las prestaciones personales en servicios auxiliares comunes del establecimiento.

f. Las artesanales, intelectuales y artísticas.

2. Todo trabajo directamente productivo que realicen los internos será remunerado y se desarrollará en las condiciones de seguridad e higiene establecidas en la legislación vigente.

Artículo 28. 

El trabajo será compatible con las sesiones de tratamiento y con las necesidades de enseñanza en los niveles obligatorios. A tal fin la administración adoptará las medidas que reglamentariamente se determinen para asegurar la satisfacción de aquellos fines y garantizar la efectividad del resultado.

Artículo 29. 

Todos los penados tendrán obligación de trabajar conforme a sus aptitudes físicas y mentales.

1. Quedarán exceptuados de esta obligación, sin perjuicio de poder disfrutar, en su caso, de los beneficios penitenciarios:

a. Los sometidos a tratamiento médico por causas de accidente o enfermedad hasta que sean dados de alta.

b. Los que padezcan incapacidad permanente para toda clase de trabajos.

c. Los mayores de sesenta y cinco años.

d. Los perceptores de prestaciones por jubilación.

e. Las mujeres embarazadas durante dieciséis semanas ininterrumpidas ampliables por parto múltiple hasta dieciocho semanas. El período de excepción se distribuirá a opción de la interesada siempre que seis semanas sean inmediatamente posteriores al parto.

f. Los internos que no puedan trabajar por razón de fuerza mayor.

2. Los sometidos a prisión preventiva podrán trabajar conforme a sus aptitudes e inclinaciones. La administración del establecimiento les facilitará los medios de ocupación de que disponga, permitiendo al interno procurarse a sus expensas otros, siempre que sean compatibles con las garantías procesales y la seguridad y el buen orden de aquél. Los que voluntariamente realicen cualquiera de los trabajos expresados en el  HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo1-1979.t2.html" \l "a27#a27" artículo 27 lo harán en las condiciones y con los efectos y beneficios previstos en esta Ley. Todo interno deberá contribuir al buen orden, limpieza e higiene del establecimiento, siendo reglamentariamente determinados los trabajos organizados a dichos fines.

Artículo 30

Los bienes productos o servicios obtenidos por el trabajo de los internos tendrán en igualdad de condiciones, carácter preferente en las adjudicaciones de suministros y obras de las administraciones públicas.

Artículo 31. 

1. La dirección y el control de las actividades desarrolladas en régimen laboral dentro de los establecimientos corresponderá a la administración penitenciaria.

2. La administración estimulará la participación de los internos en la organización y planificación del trabajo.

Artículo 32. 

Los internos podrán formar parte del consejo rector y de la dirección o gerencia de las cooperativas que se constituyan. La administración adquirirá la cualidad de socio de aquéllas, contribuyendo a la consecución del correspondiente objeto social de conformidad con la legislación vigente.
Artículo 33. 

1. La administración organizará y planificará el trabajo de carácter productivo en las condiciones siguientes:

a. Proporcionará trabajo suficiente para ocupar en días laborables a los internos, garantizando el descanso semanal.

b. La jornada de trabajo no podrá exceder de la máxima legal y se cuidará de que los horarios laborales permitan disponer de tiempo suficiente para la aplicación de los medios de tratamiento.

c. Velará por que la retribución sea conforme al rendimiento, categoría profesional y clase de actividad desempeñada.

d. Cuidará de que los internos contribuyan al sostenimiento de sus cargas familiares y al cumplimiento de sus restantes obligaciones, disponiendo el recluso de la cantidad sobrante en las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

2. La retribución del trabajo de los internos solo será embargable en las condiciones y con los requisitos establecidos para el salario del trabajador libre.

Artículo 34. 

Los internos, en cuanto trabajadores por cuenta ajena o socios cooperadores, asumirán individualmente la defensa de sus derechos e intereses laborales o cooperativos, que ejercitarán ante los organismos y Tribunales competentes, previa reclamación o conciliación en vía administrativa y en la forma que reglamentariamente se determine.

Artículo 35. 

Los liberados que se hayan inscrito en la oficina de empleo dentro de los quince días siguientes a su excarcelación y no hayan recibido una oferta de trabajo adecuada tendrán derecho a la prestación por desempleo en las condiciones que reglamentariamente se establezcan.

2.3.2.12.1.5  Legislación Laboral Española

2.3.2.12.1.5.1  Estatutos de los Trabajadores 

Articulo 1. 
1. Ámbito de aplicación. La presente Ley será de aplicación a los trabajadores que voluntariamente presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario.

2.  A los efectos de esta Ley, serán empresarios todas las persona, físicas o jurídicas, o comunidades de bienes que reciban la prestación de servicios de las personas referidas en el apartado anterior, así como de las personas contratadas para ser cedidas a empresas  usuarias por empresas de trabajo temporal legalmente constituidas.

3. Se excluyen del ámbito regulado por la presente Ley:

a) La relación de servicio de los funcionarios públicos , que se regulará por el Estatuto de la Función Pública, así como la del personal al servicio del Estado, las Corporaciones locales y las entidades públicas autónomas, cuando, al amparo de una Ley, dicha relación se regule por normas administrativas o estatutarias.

b) Las prestaciones personales obligatorias.

c) La actividad que se limite, pura y simplemente, al mero desempeño del cargo de consejero o miembro de los órganos de administración en las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad y la forma jurídica de sociedad y siempre que su actividad en la empresa sólo comporte la realización de cometidos inherentes a tal cargo.

d) Los trabajos realizados a título de amistad, benevolencia o buena vecindad
e) Los trabajadores familiares, salvo que se demuestre la condición de asalariados de quienes los lleven a cabo. Se considerarán  familiares, a estos efectos, siempre que convivan con el empresario, el cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción. 

f) La actividad de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder del buen fin de la operación asumiendo el riesgo y ventura de la misma. 

g) En general, todo trabajo que se efectúe en desarrollo de relación distinta de la que define el apartado  1  de este artículo. 

Artículo 2. Relaciones laborales de carácter especial. c) La de los penados en las instituciones penitenciarias.

Artículo 4. En la relación de trabajo, los trabajadores tienen derecho: 

a) Trabajo y libre elección de profesión u oficio.

b) A no ser discriminados para el empleo, o una vez empleados, por razones de sexo, estado civil, por la edad dentro de los límites marcados por esta Ley, raza, condición social, ideas religiosas o políticas, afiliación o no a un sindicato, así como por razón de lengua, dentro del Estado español.

Tampoco podrán ser discriminados por razón de disminuciones físicas, psíquicas y sensoriales, siempre que se hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo o empleo de que se trate.

Artículo  26. Del salario. 1. Se considerará salario la totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores, en dinero o en especie, por la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma de remuneración, o los períodos de descanso computables como de trabajo. En ningún caso el salario en especie podrá superar el 30% de las percepciones salariales del trabajador. 

2. no tendrán la consideración de salario las cantidades percibidas por el trabajador en concepto de indemnizaciones o suplidos por los gastos realizados como consecuencia de su actividad laboral, las prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad Social y las indemnizaciones correspondientes a traslados, suspensiones o despidos.

Artículo 34. Jornada.-1. La duración de la jornada de trabajo será la pactada en los convenios colectivos o contratos de trabajo.

La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo será de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual.

2.3.2.12.1.5.2  Legislación Laboral y de la Seguridad Social 

Artículo 1.  Derecho de los españoles a la Seguridad Social, establecido en el artículo  41  de la Constitución, se ajustará a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 2. Fines de la Seguridad Social,- El Estado, por medio de la Seguridad Social, garantiza a las personas comprendidas en el campo de aplicación de ésta, por realizar una actividad profesional o por cumplir los requisitos exigidos en la modalidad no contributiva, así como a los familiares o asimilados que tuvieran a su cargo, la protección adecuada frente a las contingencias y en las situaciones que se contemplan en esta Ley. 

Artículo 3. Irrenunciabilidad de los derechos de la Seguridad Social.- Será nulo todo pacto, individual o colectivo, por el trabajador renuncie a los derechos que le confiere la presente Ley.

Artículo 4. Delimitación de funciones. -1. Corresponde al Estado la ordenación, jurisdicción e inspección de la Seguridad Social.

Artículo 7.-1. Estarán comprendidos en el Sistema de la Seguridad Social, a efectos de las prestaciones de la modalidad contributiva, cualquiera que sea su sexo, estado civil y profesión, los españoles que residan en España y los extranjeros que residan o se encuentren legalmente en España, siempre que, en ambos supuestos, ejerzan su actividad en territorio nacional y estén incluidos en alguno de los apartados siguientes.  

Un riguroso análisis de la legislación española sobre la materia nos merece las siguientes consideraciones: El artículo 25 de la constitución, establece que las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reducción y reinserción social, así mismo el penado tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la seguridad social. La Ley Orgánica General Penitenciaria de España  en  su artículo 26 considera el trabajo del interno como un derecho y un deber, siendo este un elemento fundamental para el tratamiento de reinserción del mismo en la sociedad, y entre otras condiciones que contempla la citada ley el trabajo no tendrá carácter aflictivo y no se aplicará como medida de corrección, no atentará a la dignidad del interno, el trabajo tendrá carácter formativo, creador y conservador de hábitos laborales, de manera que el derecho al trabajo del penado en el sistema penitenciario español  brinda la protección al reo a través de la legislación vigente en materia de seguridad social.
La normativa jurídica desarrollada por el sistema jurídico español en el artículo 29 de la ley orgánica penitenciaria establece que el trabajo de los penados será de carácter obligatorio de acuerdo a sus actitudes físicas y mentales, como novedad en el sistema penitenciario español el numeral 2 del artículo 33  señala: “La retribución del trabajo de los internos solo será embargable en las condiciones y con los requisitos establecidos para el salario del trabajador libre”. Cabe señalar que el estatuto de los trabajadores en su artículo  2  literal  c,  excluye del ámbito de la aplicación  las relaciones laborales del carácter especial, como es el caso de los penados en las instituciones penitenciarias. La jornada laboral contemplada en el artículo  34 del estatuto de los trabajadores refiere que la duración de la jornada de trabajo será pactada en los convenios colectivos o contratos de trabajos, de manera que el penado goza de este beneficio, de lo anteriormente expuesto es necesario comparar entre otras cosas que en el sistema penitenciario español el trabajo es de carácter obligatorio para el reo, no así, en el sistema penitenciario venezolano para éste el trabajo es optativo,  que a nuestro criterio constituye un derecho o beneficio a favor del penado  que deberían ser contemplado por el sistema penitenciario venezolano.  

2.3.2.12.2  Derecho de El Salvador

La Constitución de la República de El Salvador, decretada el 15 de Diciembre de 1983 se refiere en su Art. 27 a la organización de los centros penitenciarios, conservando la redacción de las dos Constituciones anteriores, la de 1950 y la de 1962, y modificando lo relativo a la aplicación de la pena de muerte. Dicha disposición expresa: "… El Estado organizará los centros penitenciarios con objeto de corregir a los delincuentes, educarlos y formarles hábitos de trabajo, procurando su readaptación y la prevención de los delitos".

El Derecho a la Reinserción Social, a través de las  Leyes Secundarias de la República de El Salvador.

El derecho a la reinserción social está tutelado en la Constitución de ese país, recordemos que entre las  características de la Constitución están que sus disposiciones son abstractas y generales, por lo que es necesario crear  leyes que desarrollen las disposiciones que están en la Constitución.

Con éste propósito se crearon las leyes, cuya  función principal es desarrollar las disposiciones abstractas y generales de la Constitución para no dejar vacíos o antinomias jurídicas. Para  que se pueda brindar el Derecho a la Reinserción Social, es necesario haber sido condenado por un delito; por lo que a continuación explicaremos las leyes llamadas “secundarias” en El Salvador.
2.3.2.12.2.1 Código Penal de El Salvador
Su  función es adecuar las conductas de las personas que dañan  bienes jurídicos, dentro de un tipo penal, estableciendo al mismo tiempo una sanción para aquellos cuya  conducta encaje en la del tipo penal. La finalidad de las penas que impone el  Derecho Penal es la corrección y readaptación del delincuente. Tal finalidad es exclusivamente para las penas privativas de libertad. Es importante enmarcar que el 79% de los salvadoreños consideran que los centros penales del país no cumplen con ese  objetivo, debido al hacinamiento en que conviven los internos, la falta total de  atención psicológica y el  ambiente estigmatizado que representa la prisión.

El Art. 47 del  Código Penal  da el  concepto de Pena, pero delega la función de ésta a la Ley Penitenciaria. Un ejemplo claro que demuestra la vinculación del  Código Penal con el Derecho a la Reinserción Social son las medidas de suspensión condicional de la pena, en el Art. 86 se establece que para aquellas personas que demuestren al Consejo Criminológico que será inminente su reinserción social, se les suspenderá la pena habiendo cumplido un tiempo prudencial de su condena.

2.3.2.12.2.2 Código Procesal Penal Salvadoreño
Este Código establece las formas de proceder en los casos penales, las principales características de éste son las llamadas garantías procesales, la presunción de inocencia, juez imparcial, etc. pero lo que lo vincula con el Derecho a la Reinserción Social es su Art. 55-A, que asegura el respeto de los derechos de toda persona mientras se mantenga privada de libertad por cualquier causa y es claro que el Derecho en el cual se basa el trabajo está contenido en los derechos que protege la disposición citada.  

2.3.2.12.2.3  Ley Penitenciaria de El Salvador
La Ley Penitenciaria surge por un mandato constitucional, ya que el Art. 27 N˚ 3 obliga al Estado a organizar los centros penitenciarios con el objeto de corregir a los delincuentes.

La Ley Penitenciaria tiene por finalidad brindar al condenado, por medio de la ejecución de la pena, las condiciones favorables para su  desarrollo personal, que le permitan una armónica  integración a la vida social al momento de recobrar su libertad. Asimismo, establece la Ley Penitenciaria que las instituciones penitenciarias tienen por  misión fundamental procurar la readaptación social de los condenados. 

Dicha Ley, determina que se brindará al interno asistencia para buscar trabajo, preparar  documentación y, si fuera el caso, buscar vivienda, ésta y otras disposiciones son  producto de la aceptación de las reglas mínimas para el tratamiento de reclusos, por lo que podemos reconocer la influencia del  derecho internacional en las disposiciones de la Ley Penitenciaria. El trabajo penitenciario tiene por finalidad la rehabilitación del interno mediante su  capacitación en las diversas actividades laborales.

Se puede ver en el desarrollo de la Ley Penitenciara la  evolución del sistema penitenciario a través del tiempo, y es que nuestra Ley, en todo su desarrollo da la impresión que su mayor deseo es: La Reinserción Social.

2.3.2.12.2.4  Ley Penitenciaria y el Reglamento General  

Tal reglamento surge a raíz del Art. 135 de la Ley penitenciaria, que manda al Presidente de la República decretar el presente reglamento, cuya finalidad es facilitar la aplicación de la Ley regulando la actividad penitenciaria, la cual se deberá realizar para lograr la reinserción social de los penados y de los sujetos a medidas de seguridad privativas de libertad.

Tal reglamento regula hasta la saciedad las disposiciones de la Ley, siempre enfocando su acción a la readaptación del interno (Art. 181). Cabe destacar también la forma como desarrolla el aspecto del  trabajo social que sigue con la finalidad máxima del sistema penitenciario, ya que delega un trabajador social para el interno a modo de darle una intervención y tratamiento que promueva su  cambio de conducta y se logren de mejor manera los  objetivos propuestos. Además de todo esto, se regula la ayuda post-penitenciaria para los interno para asegurarles que el Estado está preocupado por reincorporarlos a la sociedad. 
Un exhaustivo análisis de la legislación de El Salvador sobre la materia nos merece las siguientes consideraciones: El sistema penitenciario en el país citado está determinado por la constitución,  el código penal,  el código procesal penal, la ley penitenciaria y el reglamento general, instrumentos jurídicos estos que determinan la eficacia de la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario salvadoreño que busca  como fin único la reinserción social a través de formal al penado en hábitos de trabajos procurando su readaptación una vez que se le ha otorgado los beneficios establecidos por el código procesal penal el cual garantiza el derecho al trabajo de los penados, de manera que la ley penitenciaria, determina que se brindará al interno asistencia para buscar trabajo, preparar documentación,  y si fuera el caso, buscar vivienda, estas y otras reglas mínimas en el sistema penitenciario del El Salvador están encaminadas al derecho a la reinserción social  que esta tutelado en la constitución de ese país.

La normativa desarrollada por el sistema jurídico del El Salvador en el artículo 55-A, del código procesal penal refiere, que el derecho al trabajo de los internos es una disposición legal vinculada con el derecho de la reinserción social del individuo, que en nuestro criterio constituye un derecho a favor del penado, la ley penitenciaria   determina que se brindará al interno asistencia para buscar trabajo, preparar  documentación y, si fuera el caso, buscar vivienda, ésta y otras disposiciones son  producto de la aceptación de las reglas mínimas para el tratamiento del reo, lo que nuestro criterio  constituye un beneficio en favor del penado que debería ser contemplado en nuestra legislación, ya que como anteriormente dijimos la búsqueda del trabajo en la legislación venezolana corresponde al penado, su familia, parientes o amigos y no una obligación del estado en garantizar el trabajo al reo como lo establece la constitución venezolana.   

2.3.2.13 Tratados, convenios, acuerdos y pactos internacionales

Como seguimiento de la actividad desarrollada en relación a los Derechos Laborales de los penados en Venezuela, es necesario destacar el alcance de la legislación internacional con respecto a los derechos al trabajo contenido en las declaraciones, tratados, pactos y convenios internacionales, suscritos y ratificados por la República de Venezuela, y partiendo de que los Derechos Humanos es una condición fundamental para la existencia y consolidación en una sociedad mas justa y participativa de equidad e igualdad de los hombres, incluidas la libertad y la justicia social.

Partiendo de lo anterior se puede destacar que la Carta Democrática Interamericana promulgada el 11 de septiembre de 2001 en Lima, Perú, y teniendo presente que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos contienen los valores y principios de libertad, igualdad y justicia social, y reconociendo que los derechos de los trabajadores de asociarse libremente para la defensa y promoción de sus intereses lo que es básico para la plena realización de los ideales fundamentales.

De manera que en base a los principios de la Carta Democrática Interamericana, en su articulo  10, incorporó la importancia del ejercicio y eficacia de los derechos de los trabajadores, que requieren la aplicación plena de las nominas laborales básicas, tal como están consagradas en la Declaración de la Organización Internacional del trabajo (O.I.T) relativa a los principios y Derechos Fundamentales en el trabajo y su seguimiento y que fueron adoptados en 1.998, así como otras convenciones básicas afines de la O.I.T., de manera que se debe fortalecer el mejoramiento de las condiciones laborales y la calidad de vida de los trabajadores, en el caso que nos ocupa y por ser el penado en Venezuela y el trabajador especial, merece la atención especial del estado, incorporando estos derechos en textos legales que definan la importancia social de este régimen de trabajo que beneficia no solo al reo, sino a la economía y a la sociedad.

De acuerdo con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, La Organización de las Naciones Unidas en la  III  Asamblea General promulgó esta declaración el 10 de diciembre de 1948, y fueron elevados en el Perú a la categoría de pactos colectivos el 16 de diciembre de 1966. así que estos pactos colectivos establece en su artículo  22  el derecho a la seguridad social, para ello propuso que toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la Seguridad Social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional y los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables y al libre desarrollo de la personalidad, de forma que todo individuo tiene derecho a la seguridad social sin discriminación, lo que se busca en el presente estudio es la incorporación de los penados en Venezuela gocen de este beneficio por ser de carácter Constitucional y Universal.

Según esta declaración universal y disgregada en ele pacto colectivo de 1966, el artículo 23, establece el derecho al trabajo y para ello señala, toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias, que le asegure, así como ser familia, una existencia conforme a la dignidad humana ahora bien el trabajo de los penados en los recintos carcelarios o fuera de estos como el régimen abierto o progresivo, es un mandato que tiene un rango de carácter rehabilitados de hombre a través del trabajo y que debe gozar de la protección del estado, y que el trabajador tiene el derecho al bienestar laboral como lo dispone el artículo  24  del puerto colectivo de las naciones unidas, esto no es otra cosa que el trabajador no debe ser sometido a trabajos forzados en cualquiera de sus manifestaciones, y sea cual sea la condición del trabajador, sea libre o este sometido al cumplimiento de una condena.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la novena Conferencia Internacional Americana Bogotá en 1948, estableció que los pueblos Americanos han dignificado la persona humana y que las Constituciones Nacionales reconocen, la vida en Sociedad, y que tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad, para lo cual dispuso esta Declaración Americana en su artículo  XXXVII  el deber de trabajar de toda persona, dentro de su capacidad y posibilidades, a fin de obtener los recursos para su subsistencia o en beneficio de la comunidad a la igualdad ante la Ley.

En relación al contenido del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos del hombre suscritos el Nueva York, organización de las Naciones Unidas en 1966, se dictaminó en el   artículo  8, la prohibición de esclavitud y tratos degradantes, numeral  3-a- nadie será constreñido a ejecutar trabajo forzado u obligatorio. La organización internacional del trabajo ha hecho un seguimiento de los países que pudiera existir este tipo de acción de someter a las personas a trabajos forzados en contradicción con la Ley.

Ahora bien de lo anterior se puede inferir que los Derechos Humanos están definidos en contexto Internacional y cada uno de los miembros firmantes se compromete a dar cumplimiento y desarrollar estos en las leyes internas de cada país, hacerle un seguimiento para que se cumplan, pero no cabe duda que el derecho al trabajo de los condenados, no ha sido tomado en consideración de los legisladores, porque pareciera que el trabajo de esta clase trabajadora no  fuera productivo, o no interesa su producción, pero es un argumento que carece de sentido, porque siendo la población penal relativamente alta, que incluso sobre pasa, a los trabajadores de algunas empresas públicas o privadas. Se puede hablar de una población que puede desarrollar por ejemplo grandes extensiones de tierras para el desarrollo agrícola a través de granjas supervisadas a los llamados por el Gobierno Nacional, desarrollos endónenos, o también pueden incorporarse los condenados al trabajo mediante su inclusión en la cogestión de las empresas Estatales, para  incorporarlos al trabajo  la familia y sociedad.

2.3.2.14 Organismos Internacionales

2.3.2.14.1 Organización Internacional del Trabajo

De las ideas expuestas por Sainz Muños, podemos decir que si bien  es criterios que el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que estará en vigencia en 1976, y donde se estableció los Derechos Humanos de los trabajadores, estos derechos son de carácter general con rango supraconstitucional y que el Estado está a cargo de cumplir y hacerlos cumplir por mandato del pacto protocolizado en la convención Americana sobre Derechos Humanos, ya que esta a su vez a través de sus órganos velará por la observación y aplicación de los mismos, en relación a los Derechos Humanos de los trabajadores, es la Organización Internacional del Trabajo la encargada de llevar a cabo la tarea de vigilar que los Estados firmantes de cumplimiento a la aplicación de leyes que garanticen los derechos de los trabajadores.

Se hace necesario hacer un comentario especialmente sobre el trabajo y la seguridad social de los trabajadores sentenciados en Venezuela, el alcance y la aplicación de estos Derechos, la garantía del disfrute de los beneficios sociales del que realiza un trabajo y que se encuentra privado de la Libertad. El Sistema Carcelario Venezolano es complejo debido a que los centros penitenciarios se encuentra en los perímetros de las urbes lo que supone un problema para desarrollar alguna actividad laboral que comprometa al mayor número de penados con el trabajo masificado, lo cual traería como consecuencia la progresividad de la población penal al disfrute de la Seguridad Social establecida en la ley.  De manera que el trabajo penitenciario como fuente de la reinserción  del sentenciado a la sociedad, debe partir por otorgar a estos trabajadores los derechos de igualdad ante la ley.

Según la Oficina Internacional del Trabajo (O.I.T) (online) en el informe presentado en fecha 11 de mayo de 2005, determinó que existen en el mundo personas victimas de la práctica de trabajo forzado.

Destaca el informe de la O.I.T., que el trabajo forzoso representa otra cara de la globalización, una que le niega a las personas sus derechos fundamentales y su dignidad, y que para lograr una globalización justa y un trabajo decente para todos, es esencial erradicar el trabajo forzoso, así mismo este informe es el análisis más completo realizado por una organización intergubernamental sobre las características y las causas del trabajo forzoso, el cual fue preparado en el marco del proceso de seguimiento a la declaración sobre los principios y derechos fundamentales del trabajo, adoptada por la O.I.T, en 1998, y será objeto de debates en junio de este año, en la conferencia Internacional del trabajo de la organización. El trabajo forzoso es un problema global importante y está presente en todas las regiones y en todos los tipos de economía.

La explotación económica forzosa de personas, en sectores como agricultura, construcción, etc., afecta en proporción más o menos similar a hombres y mujeres.

El informe también examina los principales tipos de trabajo forzoso y entrega algunas recomendaciones para la adopción de políticas, planteando que la abolición del trabajo forzoso representa un desafío importante para casi todos los países del mundo, hace énfasis el informe en la necesidad de contar con leyes y políticas sólidas, que sean aplicadas con rigor, como estrategia de prevención.          

Finalmente, el informe revisa las acciones contra el trabajo forzoso emprendidos en algunos países durante los últimos cuatro años con la participación de la O.I.T y sus interlocutores tripartitas, gobierno, empleadores y trabajadores, y hace un llamado para forjar una alianza mundial contra el trabajo forzoso.

   En relación al trabajo y a la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano  no escapa del trabajo forzoso  que deben realizar los reos dentro del recinto carcelario o los que gozan del régimen abierto, ya que el trabajo forzoso, tiene infinidad de manifestaciones, empezando por la discriminación, ausencia de oportunidad de realizar una actividad laboral cónsona con la pericia del individuo, el  sometimiento a vejámenes por la condición de recluso, pago discriminado del salario legal o ausencia de este, falta de cumplimiento del goce de los beneficios laborales, son algunos de las violaciones a los derechos de  los  penados en Venezuela, por carencia de control y vigilancia por parte de las autoridades carcelarias a fin de corregir que todo empleador de cumplimiento de las normas laborales que brindan protección a nuestros sentenciados.

2.3.2.14.1.2  Con respecto a la Seguridad Social

Se puede destacar que a pesar de haberse aprobado desde 1919, más de 43 Convenios Internacionales, referidas a la Seguridad Social, así como se han producido por parte de la Organización Internacional del Trabajo desde su misma fecha de nacimiento más de 44 recomendaciones sobre la Seguridad  Social, en su contexto de la preservación de los trabajadores dentro del concepto total global de la Seguridad Social, no es menos cierto que Venezuela no ha extremado su importancia en cuanto a la ratificación de los mismos, y el porcentaje de convenios ratificamos por Venezuela, es verdaderamente bajo, en tal sentido vamos a exponer los Convenios ratificados en materia de Seguridad Social, que son los siguientes:

1.- Convenio Nº 2: Relativo al desempleo: aprobado por la OIT en fecha 1919, que entró en vigencia el 14 de julio de 1921 y fue ratificado por Venezuela en 1945 (G.O. Nº 118 Ext. Del 04-01-45).

2.- Convenio Nº 13: Relativo al empleo de las mujeres antes y después del parto; aprobado en 1919, y entró en vigencia el 13 de julio de 1921, siendo revisado el mismo en 1952, por el Convenio 103, ratificado por Venezuela 1n 1945 ( G.O. Nº 118  del     04-01-45).

3.- Convenio Nº 5: Relativo a la edad minina para la admisión   de niños y trabajadores, en los trabajos industriales: aprobado en 1919, entró en vigencia en 1921. Fue revisado en 1937 por el Convenio Nº 59, y ratificado por Venezuela en 1945 (G.O.Nº 118 del 04-01-45).

4.- Convenio Nº 19: Relativo a la igualdad de trato de los trabajadores extranjeros nacionales en materia de indemnizaciones por accidentes de trabajo; aprobado en 1925, entró en vigencia en 1926, ratificado por Venezuela en 1945 (G.O. Nº 118  del  04-01-45). 

5.- Convenio Nº 27: Relativo a la indicación del peso en los fardos transportados por barcos; aprobado en 1929, entró en vigencia en 1932; ratificado por Venezuela en 1932 8G.O Nº 17953 del 20-06-32).  

6.- Convenio Nº 45: Relativo al empleo de las mujeres de los trabajos subterráneos de toda clase de minas: aprobado en 1935, entró en vigencia en 1937, y aprobado por Venezuela en 1945 8G.O. Nº 118 del 04- 01-45). 

7.- Convenio Nº 81: Relativo a la inspección del trabajo de industria y comercio: aprobado en 1947, y entró en vigencia en 1950, ratificado por Venezuela en 1967 8G.O. Nº 28832 del 17-05-67).

8.- Convenio Nº  102: Relativo a normas de la Seguridad Social: aprobado en 1952, y entró en vigencia en 1955, ratificado por Venezuela en 1981 (G.O. Nº 2850 del 27.08.81).

9.- Convenio Nº 103: Relativo a la protección de la maternidad aprobado en 1952, entró en vigencia en 1955, ratificado por Venezuela en 1981 ( G.O Nº 118 del 04-01-45).

10.- Convenio Nº 107: Relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones triviales; en los países independientes, aprobado en 1957, entró en vigencia en 1955, ratificado por Venezuela en 1983 (G.O. Nº 3235 DEL 03-08-83).

11.- Convenio Nº 118: Relativo a la igualdad de trato de nacionales y extranjeros: (Seguridad Social), aprobado en 1962, entró en vigencia en 1964, ratificado por Venezuela en 1981 8G.O. Nº 2847 del 27-08.81).

12.- Convenio 120: Relativo  L higiene en el contexto y en las oficinas: aprobado en 1964, entró en vigencia en 1966, ratificado por Venezuela en 1971 (G.O. Nº 29475 del 30-03.71).

13.- Convenio  Nº  121: Relativo a las prestaciones en casos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales: aprobado en 1964, entró en vigencia en 1965, ratificado por Venezuela en 1981 (G.O. Nº 2849 del 27-08.81).

14.- Convenio Nº 122: Política de empleo: aprobado en 1964, ratificado por Venezuela en 1981 (G.O Nº 2849 del 27-08.81).

15.- Convenio Nº 127: Relativo a peso máximo de la carga que puede ser transportada por un trabajador: aprobado en 1967, fue ratificado por Venezuela en 1983 (G.O. Nº 3301 del 23-02-83).

16.- Convenio Nº 128: Relativo a las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes: aprobados en 1967, ratificados por Venezuela en 1983 (G.O. Nº 3169 del 11/05/83).

17.- Convenio Nº 130: Relativo a la asistencia médica de las prestaciones monetarias de enfermedad: aprobado en 1969, ratificado por Venezuela en 1981 8G.O. Nº 2850 del 27-08-81).

En la estructuración introductoria del análisis de este capítulo se ha destacado una síntesis esquemática de la evolución y antecedentes en Venezuela de la Seguridad Social Integral. Pero es de manera especial señalar que en tiempos de crisis la Seguridad Social se deviene en una institución globalizadora para lograr convertirse en un eficaz instrumento que actúe como un colchón social  que amortigüe  los efectos económicos, sociales, familiares de la coyuntura económica, la cual se aspira que sea coyuntura y de allí la fe y la esperanza optimista que permita lograr la reactivación económica del país pero sin sacrificar los derechos sociales que son inherentes a los trabajadores.       

2.3.2.14.2 Organización Mundial de la Salud

2.3.2.14.2.1 Accidentes y Enfermedades Relacionados con el Trabajo.

Es necesario hacer referencia a la salud de los sentenciados y el derecho al trabajo y los riesgos laborales de este sector incorporados a la jornada productiva del país, de manera que la Organización Mundial de la Salud, reunidos en Ginebra en fecha 28 de abril de 2005 (on line), emitió un comunicado conjunto por el preocupante aumento de accidentes, muertos, heridas y enfermedades relacionadas con el trabajo es necesario desarrollar en todo el mundo una cultura de seguridad preventiva, más aún, una nueva evaluación de los accidentes, y la enfermedades profesionales, indica que el riesgo de contraer una enfermedad profesional se ha convertido en el peligro más frecuente al que se enfrentan los trabajadores en sus empleos.

Atendiendo a estas consideraciones los accidentes y las enfermedades en el trabajo, guardan estrecha relación con los trabajadores sometidos a privación de libertad, como se indicó que los derechos del trabajo de los  penados en materia de prevención de riesgos en el trabajo es vulnerable por su condición de estar cumpliendo una condena, y que la protesta de dar cumplimiento por parte del empleados a tomar las medidas necesarias para resguardar la salud de los trabajadores de este régimen especial, podría verse afectado, ya que el trabajador puede ser coercionado con la pérdida del beneficio de trabajador dentro o fuera del establecimiento penitenciario, lo que conlleva a un forma o manifestación de el trabajo forzoso, así que la seguridad para la prevención de accidentes y enfermedades en el trabajo, compete al Estado a través de los organismos encargados de la vigilancia y cumplimiento de los servicios básicos en materia de seguridad ocupacional en el marco de garantizar la prevención. 

2.3.2.15  Doctrina Judicial sobre la materia
En sentencia de fecha 08 de abril de 2005 emanada de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia ordenó la aplicación del artículo 501 del Código Orgánico Procesal Penal, el cual señala en su encabezamiento “El tribunal de ejecución podrá autorizar el trabajo fuera del establecimiento, a los penados que hayan cumplido, por lo menos, una cuarta parte de la pena impuesta”. De manera que solo el Tribunal de Ejecución, podrá autorizar  el trabajo fuera del establecimiento a los penados, que hayan cumplido por lo menos, una cuarta parte de la pena impuesta, y que el mismo cumpla con los requisitos exigidos para tal fin, entre los cuales se refiere el numeral 3 del artículo supra indicado, que establece entre otros: “Que exista un pronóstico favorable sobre el comportamiento futuro del penado, expedido por un equipo multidisciplinario encabezado por un psiquiatra forense. Pero debe también el penado cumplir con lo establecido en el articulo 494 que contiene la suspensión condicional de la ejecución de la pena, y las formuladas alternativas del cumplimiento de la pena por el trabajo y el estudio. De manera que para optar al beneficio se deben llenar los requisitos exigidos en el artículo 494 del Código Orgánico Procesal Penal, el cual refiere lo siguiente:” Para que el tribunal de ejecución acuerde la suspensión condicional de la ejecución de la pena, deberá solicitar al Ministerio del Interior y Justicia, un informe psícosocial del penado, y se requerirá: numera 4 “Que presente oferta de trabajo”.
De lo anteriormente expuesto, debemos destacar que en cuanto al tema bajo estudio, la jurisprudencia patria está concentrada en los Tribunales Regionales Penales, por ser en esta instancia donde se encuentran los Jueces de Ejecución, quienes son los encargados de otorgar el beneficio de pre-libertad siempre y cuando se cumpla con los requisitos exigidos por el Código Orgánico Procesal Penal y  debe comportar, que se aplique un régimen que no solo le asegure su reinserción a la sociedad, sino además, que el régimen probatorio debe atender no solo a la personalidad del penado sino también a sus posibilidades de readaptación, pero además  debe contar con una oferta o propuesta de trabajo ofrecida por un empleador que tenga una empresa con existencia legal.

            De lo anteriormente expuesto podemos concluir que:

1. Existe doctrina del Tribunal Supremo de Justicia ordenando a los jueces de ejecución la aplicación del artículo 501 del Código Orgánico Procesal Penal, para autorizar el trabajo fuera del establecimiento penitenciario.
2. Que entre las condiciones que el poder judicial toma en cuento a la hora de         acordar este beneficio podemos citar los siguientes:  Que una vez acordado el beneficio el disfrute del mismo esta sujeto a condiciones tales como: Presentarse una vez al mes a la sede de este tribunal, cumplir con todas las condiciones que le imponga el delegado de prueba, no ausentarse del Territorio de la República sin la debida Autorización del Tribunal,  consignar en un plazo no mayor de treinta (30) días la constancia de trabajo correspondiente ante el tribunal de ejecución, realizar estudios de capacitación en el área laboral, no consumir bebidas alcohólicas,  sustancias estupefacientes y Psicotrópicas, no poseer, ni portar arma de fuego, ni arma blanca, no frecuentar lugares donde se realicen juego de envite y azar y someterse a todas las indicaciones del Beneficio de Régimen Abierto. Obligaciones que son de estricto cumplimiento, so pena de la revocatoria de la medida acordada.  

3. Que los jueces de ejecución acuerdan el beneficio a los reos cuando se le es solicitado y habidas las condiciones y esta podrá ser requerida por el penado, su defensor, o acordada de oficio por el tribunal de ejecución.
Ahora bien de los antes expuesto, se debe inferir que una vez otorgado el beneficio de Pre-Libertad del Penado bajo la premisa de la oferta real de trabajo ofrecida, ¿A quien corresponde garantizar los Derechos laborales del Penado?. Es lógico determinar que un principio corresponde a la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela específicamente en los artículos 21 ordinales 1,2 y 272, esto en armonía con el contenido de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, que en su artículo, establece “La presente Ley garantizará la protección de los Trabajadores en los términos previstos en la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela y las leyes, así como el funcionamiento, para trabajadores y empleadores, de una jurisdicción laboral autónoma, imparcial y especializada. Es importante señalar que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sesión de fecha 08 de abril de 2005, ordenó la suspensión de la aplicación del articulo 493 del Código Orgánico Procesal Penal, hasta tanto se dicte sentencia definitiva por la pretendida inconstitucionalidad, y para ello ordena darle estricto cumplimiento al contenido del articulo 501 del Código Orgánico Procesal Penal, en cuanto se refiere a las formulas alternativas al cumplimiento de la pena.  
2.3.2.16  Análisis Jurisprudencial  del  Juez de Primera Instancia de  Ejecución 
De una rigurosa revisión de la doctrina judicial, encontramos que efectivamente los jueces venezolanos en aplicación de la sentencia de fecha 08 de abril de 2005 emanada de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia se han pronunciado sobre la materia como se evidencia a continuación:

Sentencia del Tribunal Primero de Primera Instancia en funciones de Ejecución, extensión Punto Fijo. asunto principal: ip11-s-2003-000214. asunto: ip11-p-2003-000034

“..........decretándosele al efecto la Medida de Privación Judicial de Libertad, la cual le ha sido mantenida de forma ininterrumpida hasta la presente fecha (22-12-05), de todo lo cual deviene que la penada, tiene un total de pena fisica cumplida de 2 años, 8 meses y 6 días de detención física, lo cual comporta per se, mas de un cuarto de la pena de 10 años de presidio a la que fue condenada, como para que cumpla con el primero de los requisitos contemplados en el primer aparte del artículo 501 del Copp para hacerse acreedora por el aludido Beneficio de Destacamento de trabajo solicitado, en concordancia con lo previsto a su vez en el artículo 501 del COPP vigente, en su encabezamiento. 

            Cursa a su vez, como parte integrante del presente asunto, Informe Psico Social emanado de la Unidad Técnica de Apoyo al Sistema Penitenciario del Estado Falcón, en el que luego de realizarle el respectivo análisis de perfil psicológico y social a la mencionada penada, donde se determina como diagnostico del caso, que la penada tiene capacidad de adaptarse a situaciones nuevas, control de sus impulsos capacidad para la resolución de problemas, afectividad sana, tolera frustraciones, autocritica y bajo nivel de agresividad y, concluyendo con el pronostico de APTA para penada en cuestión, para el otorgamiento del beneficio de Destacamento de Trabajo solicitado por la hoy penada, todo ello en atención a lo exigido en el numeral tercero del artículo 501 del COPP vigente. 

           Así mismo, cursa como parte contentiva del presente asunto oferta de trabajo realizada a la penada en La Cooperativa Palacio de Belleza 21 R.L., y constatación de oferta laboral, cuyo domicilio procesal se encuentra ubicada en la ciudad de Coro, en la cual le ofertan labor como Auxiliar de peluquería devengando el 10% de comisión del ingreso obtenido por sus servicios de lunes a sábado. en un horario comprendido de 8:00 AM a 6:00 PM, trabajo éste que de por sí, coadyuva a la efectiva progresividad conductual de éste y por ende a su reinserción en el núcleo social. 

           A su vez, del contenido del Informe Psico Social realizado a la penada se evidencia que desde su ingreso al Centro de Reclusión, en su expediente carcelario no registra sanciones disciplinarias en cuanto a su conducta, lo cual redunda en una evidente Buena conducta intramuros necesaria para el otorgamiento del beneficio peticionado, a tenor de lo preceptuado en el numeral 4 del artículo 501 del Copp, como uno de los requisitos para el otorgamiento del mismo. 

           Por último, cursa en el presente asunto Certificados de Antecedentes Penales debidamente dimanados de la División de antecedentes Penales del Ministerio de Interior y Justicia en el cual la Jefa de la citada División certifica que la penada NELLY MARGARITA ROMERO no posee más antecedentes penales que los que hoy son consecuencia de su condena a 10 años de prisión por parte del Tribunal Segundo de Juicio de éste mismo Circuito Judicial Penal, lo cual deviene en la ausencia de otros antecedentes penales a tenor de lo exigido en el numeral 1 del artículo 501 del Copp, y asa se decide. 

           Ahora bien, atendiendo las consideraciones antes puntualizadas, se evidencia que la penada NELLY MARGARITA ROMERO cumple con el perfil conductual requerido para el otorgamiento del beneficio solicitado, lo cual aunado al cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos descritos anteriormente por separado, para considerarlo por ende éste tribunal acreedor de la concesión del precitado beneficio, siendo que como consecuencia de ello, éste Tribunal de Ejecución del Circuito Judicial Penal del Estado Falcón, extensión Punto Fijo Administrando Justicia en Nombre de la República y por la Autoridad que le confiere la Ley, acuerda el Beneficio solicitado de Trabajo Fuera del Establecimiento Reclusorio, a la penada NELLY MARGARITA ROMERO , de conformidad todo ello con lo preceptuado en el PRIMER APARTE del artículo 501 del Copp,........” 

Sentencia del Tribunal Primero de Primera Instancia en funciones de Ejecución extensión Punto Fijo. Asunto principal: ik11-p-2002-000005 asunto: ik11-p-2002-000005

 “.........permaneciendo desde tal fecha (22/05/2002) hasta la presente fecha (06/12/2005) privado de libertad cumpliendo condena de 10 años de presidio que le fuere impuesta, tras acogerse al procedimiento por Admisión de los Hechos previsto en el artículo 376 del Copp, en audiencia Preliminar de fecha 06/02/2005, por lo que en atención a ello, el penado de marras tiene 3 años 7 meses y 14 días de pena física efectivamente cumplida, los cuales comportan mas de un tercio de la pena de 10 años de presidio impuesta, la cual cumple en definitiva el día 22 de Abril del año 2012. En tal sentido, como quiera entonces, que el penado de marras, tiene hasta la presente fecha mas de un tercio de pena cumplida, el cual constituiría en efecto el primero de los presupuestos de procedebilidad requerido en el artículo 501 del Copp para que pueda hacerse acreedor de tal beneficio post- condena, es por lo que considera éste tribunal de ejecución, como cubierta tal exigencia atinente al tiempo, cumplida el día 22/08/2005, y así se decide. .- Por otro lado, cursa a los folios de 297 al 302 del presente asunto, Informe Psico Social emanado de la Unidad Técnica de Apoyo al Sistema Penitenciario de CORO, Estado Falcón de fecha 06/09/2005, en el que luego de realizarle el respectivo análisis de perfil psicológico y social al mencionado penado, la suscrita licenciada JOLERKI BARBOZA y el Psicólogo MARCOS DAVID CASTAÑEDA certifican textualmente el citado informe concluyendo en su pronostico; 

“El evaluado es APTO a la medida solicitada”. 

Tal resultado o pronóstico contenido en dicho informe Psico social, refleja sin lugar a dudas, que el individuo sancionado por transgredir normas de índole social, posee en los actuales momentos, aptitudes de readaptación conductual primarias, acordes al perfil de integración requerido en sociedad, develando autocrítica, voluntad para laborar y estudiar y sobre todo el pleno reconocimiento del hecho cometido, todo lo cual converge para hacer idóneo el otorgamiento de tal Formula alternativa de cumplimiento de Pena, a tenor de lo exigido en el numeral 3 del artículo 501 del Copp. 

.- Así mismo, luego de conversación telefónica realizada el día de hoy cerca de las 1:00 PM con la Delegada de Prueba Dra. Maria Fernanda Mendoza del Centro de Tratamiento Comunitario Dr. Manuel Matos Herrera en Valencia Estado Carabobo, manifestó, luego de serle preguntado por el despacho acerca de un cupo para un residente en esa institución, que en efecto posee actualmente cupo para el penado de marras, todo lo cal facilita aún mas la viabilidad del Beneficio de Régimen Abierto solicitado, a tenor de lo preceptuado en e artículo 501 del Copp, y así se decide. 

.- Consta a su vez al folio 364 del citado asunto, Certificado de Antecedentes penales debidamente expedidos por la división de antecedentes penales del Ministerio de Interior y Justicia, del penado MIGUEL ANGEL BRACHO, en el cual se certifica que el penado no posee otros antecedentes penales mas que los que hoy tiene, por el delito por el cual fue condenado a 10 años de presidio el día 28/07/2004, vale decir, el delito de Robo Agravado. Ello comporta el llenado del requisito de procedibilidad previsto en el numeral 1 del artículo 501 del Copp, como para considerar acreedor al penado de marras para la concesión de tal Formula de Prelibertad de régimen abierto y así se decide. .- Por último, consta en actas que conforman del presente asunto, oferta laboral suscrita por el ciudadano JORGE OJEDA en la Firma Personal MOTO EXPRESS. con sede en la Av. Sesquicentenaria, entre Independencia y Trujillo Ruiz Pineda Local Nº 1 RIF J-97883918-0, en Valencia Estado Carabobo, oferta laboral que fue constatada por el Funcionario JOSÉ LUIS COLINA adscrito al Centro de Tratamiento Comunitario Manuel Matos Herrera el cual constato personalmente la oferta laboral con el propietario de dicho establecimiento comercial JORGE OJEDA, el cual ratificó la oferta como para el penado como mecánico en dicha Firma Comercial. 

Con dicha oferta de trabajo se garantiza la ocupación del penado en sus tiempos libres de óseo, conllevando ello a la progresiva reinserción social, como principal postulado Constitucional y como objetivo de toda pena que comporte de privación de libertad. En tanto, verificadas como han sido todos y cada uno de los requisitos de procedibilidad para el otorgamiento del beneficio peticionado, tomando en cuenta el postulado constitucional sobre la preferencia de los Regimenes Abiertos en las penas privativas de libertad que consagra el articulo 272 Constitucional, así como que las penas, además de tener una finalidad sancionadora, por encima de ésta, tienen un fin resocializador a tenor de lo preceptuado en el numeral 6 del artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o “Pacto de San José de Costa Rica”, es que en virtud de las consideraciones antes puntualizadas, se evidencia que el penado MIGUEL ANGEL BRACHO cumple con todos y cada uno de los requisitos descritos anteriormente por separado, para considerarlo acreedor de la concesión del precitado beneficio a tenor de lo erigido en el artículo 501 del Copp, siendo que como consecuencia de ello, éste Tribunal de Ejecución del Circuito Judicial Penal del Estado Falcón, extensión Punto Fijo Administrando Justicia en Nombre de la República y por la Autoridad que le confiere el numeral 1 del artículo 479 del Copp, acuerda el Beneficio solicitado de REGIMEN A ESTABLECIMIENTO ABIERTO al penado MIGUEL ANGEL BRACHO titular de la cédula de identidad Nº 17.840.556 de conformidad todo ello con lo preceptuado en el artículo 511 del Copp.......”

Sentencia del Circuito Judicial Penal del Estado Vargas, Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Penal en funciones de Ejecución

 “...................de conformidad con lo previsto en el ordinal 1° del artículo 479, del Código Orgánico Procesal Penal, vista la solicitud interpuesta por el ciudadano KORTO MENSAH EDUARD, quien es de nacionalidad Sud-africano, natural de Ghana, donde nació el 21-08-50, de 52 años de edad, de estado civil casado, hijo de Martha Abena Fossuah y de Kofi Yeboah, comerciante, con residencia en Ghana África, y portador del pasaporte N° 460436, debidamente asistido por su defensor Dr. ROMULO OVIDIO CHACON, en el sentido que se le otorgue el BENEFICIO DE REGIMEN ABIERTO, conforme a lo establecido en el artículo 501 ejusdem.

Este Tribunal a los fines de decidir previamente observa: 

El 06 de Agosto de 1998, el extinto Juzgado Superior Primero en lo Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, condenó al ciudadano KORTO MENSAH EDUARD, a cumplir la pena de QUINCE (15) AÑOS, DOS (02) MESES Y SEIS (06) HORAS DE PRISION, por la comisión de los delitos de TRANSPORTE ILICITO DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES y USO DE DOCUMENTO FALSO, previsto y sancionado en el artículo 34 de la Ley Orgánica Sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas y 327, ordinal 3° del Código Penal, respectivamente. (Folios 103 al 112 de la 2° pieza). 

Definitivamente firme como quedó la anterior sentencia, se procedió a la ejecución de la misma y a la práctica del cómputo correspondiente, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 472 ordinal 1º, 475 del Código Orgánico Procesal Penal, vigente para la fecha, y posteriormente en fecha 13-10-00, se practicó nuevo computo con ocasión a la redención de pena decretada a su favor, el cual cursa al folio 124 de la segunda pieza, donde se establece que el ciudadano KORTO MENSAH EDUARD, cumplió la tercera parte de pena el 27-10-01, lo que le permite optar por el beneficio requerido. 

En este sentido, se evidencia de la revisión efectuada a las actas que integran la presente causa que a los folios 56 al 61, de la 3° pieza, cursa resultado de Informe Técnico, realizado al ciudadano KORTO MENSAH EDUARD, por el equipo técnico integrado por la TS. ZONIA MARQUEZ y el Psic. JOSE PEDROTTI, adscritos a la Coordinación regional Central de Tratamiento No Institucional del Ministerio del Interior y Justicia, en la ciudad de Valencia Estado Carabobo, quienes señalan entre otras cosas que: 

 “….. DIAGNOSTICO CRIMINOLOGICO: El ciudadano Eduard Korto se presenta emocionalmente equilibrado, sin predisposición a comportamiento depresivo, … con manejo adecuado de sus impulsos, con capacidad para relacionarse afectivamente con su entorno, pese a que no habla bien el idioma español, se encuentra incorporado a actividades productivas exhibiendo un comportamiento ajustado a las normativas internas, respetando las figuras de autoridad y a sus iguales, encontrando apoyo en la religión evangélica, mejorando la percepción a sí mismo y su estima. Su autocrítica es alta valorando e internalizando la experiencia como “Voluntad de Dios para que se disciplinara…. PRONOSTICO: El Equipo Técnico considera que el caso evaluado reúne condiciones que puedan favorecer el ajuste deseable en el medio social externo. CONCLUSION: Analizadas las circunstancias antes expuestas el Equipo Técnico de Medidas de Pre-Libertad expresa opinión FAVORABLE a la medida solicitada…” 

Asimismo, cursa al folio 30, de la 3° pieza, constancia de Buena Conducta, expedida por el Director de la Penitenciaría General de Venezuela, conjuntamente con los miembros de la junta de conducta de ese centro ciudadanos Ingrid Mota, Manuel Velasco, Zamora Juan Felipe, Moisés Mariño, Mariela Pinto y Julieta Pérez, correspondiente al penado KORTO MENSAH EDUARD. Aunado a ello, consta al folio 26 de la 3° pieza, certificación emanada de la Dirección de Prisiones División de Antecedentes Penales del Ministerio de Justicia, donde se informa que el citado ciudadano no posee antecedentes penales, ni correccionales. Cursa a los folios 5 de la 3° pieza, Oferta Laboral de la firma comercial Aire Mar, debidamente inscrita en el Registro Mercantil II de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, anotada bajo el Nº 79, Tomo 6-B, suscrita por ciudadano GIOVANNY JESÚS GOMEZ, titular de la cédula de identidad Nº V- 14.226.734, responsable del citado comercio, donde le ofrecen el empleo al penado KORTO MENSAH EDUARD, con una contraprestación mensual de ciento sesenta mil bolívares. Así las cosas, es importante a criterio de este Tribunal señalar que en lo referente al otorgamiento de medidas que comporten la pre-libertad del penado, la doctrina ha sostenido, que se debe tratar de aplicar un régimen que no solo le asegure su reinserción a la sociedad, sino además que ésta no será puesta en peligro, es por ello, que el régimen probacionario debe atender no sólo a la personalidad del penado sino también a sus posibilidades de readaptación, lo cual sustenta la necesidad de practicar un examen de personalidad que permita un conocimiento profundo de la personalidad y condiciones de vida del penado. 

Ahora bien, como se señaló en párrafos precedentes, el informe técnico realizado al penado KORTO MENSAH EDUARD, practicado por los miembros del Equipo Técnico asignado, pone de manifiesto de espíritu de progresividad en las metas personales y de responsabilidad del prenombrado ciudadano, quien además cuenta con una propuesta de trabajo real de trabajo ofrecida por un comercio cuya existencia legal, está debidamente acreditada en autos, aunado a ello el citado ciudadano no presenta antecedentes penales, y posee una conducta en general , todo lo cual arrojó como consecuencia opinión FAVORABLE, al otorgamiento de la medida. 

Es por ello, que quien aquí decide estima que al haber cumplido ciudadano KORTO MENSAH EDUARD, la tercera (1/3) parte de la pena impuesta, y reunir tal como se expresó en párrafos precedente los requisitos exigidos en el artículo 501, del Código Orgánico Procesal Penal, para ser integrado a un establecimiento abierto o régimen abierto, se acuerda su concesión como fórmula de cumplimiento de pena, debiendo pernoctar en el Centro “Dr. EDUARDO HERRERA”, ubicado en la Calle San Andrés, con calle Av. El Cerro, casa N° 85-10, Quinta Ilusión, Urbanización El Trigal, Valencia Estado Carabobo, obligándose además al cumplimiento de las condiciones siguientes: 

1- Presentarse una vez al mes a la sede de este Tribunal y cuando así le sea requerido. 

2- Cumplir con todas las condiciones que le imponga el Delegado de Prueba. 

3- No ausentarse del Territorio de la República sin la debida Autorización del Tribunal, en virtud de lo cual se le prohíbe la salida del País al penado. 

4- Consignar en un plazo no mayor de treinta (30) días la constancia de trabajo correspondiente ante este Despacho, indicando horario, ingreso. 

5- Realizar estudios de capacitación en el área laboral.

6- No consumir bebidas alcohólicas. 

7- No consumir sustancias estupefacientes y Psicotrópicas. 

8- No poseer, ni portar arma de fuego, ni arma blanca. 

9- No frecuentar lugares donde se realicen juego de envite y azar 

10- Prohibición de realizar actividades y frecuentar personas que generan dudas en la sociedad. 

11- Someterse a todas las indicaciones del Beneficio de Régimen Abierto. Obligaciones que son de estricto cumplimiento, so pena de la revocatoria de la medida acordada. Y ASI SE DECIDE. 

DISPOSITIVA En virtud de lo anteriormente expuesto, este Tribunal Segundo de Ejecución del Circuito Judicial Penal del Estado Vargas, administrando Justicia en Nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por Autoridad de la Ley, OTORGA EL BENEFICIO DE REGIMEN ABIERTO, al ciudadano KORTO MENSAH EDUARD, quien es de nacionalidad Sud-africano, natural de Ghana, donde nació el 21-08-50, de 52 años de edad, de estado civil casado, hijo de Martha Abena Fossuah y de Kofi Yeboah, comerciante, con residencia en Ghana África, y portador del pasaporte Nº 460436, como fórmula de cumplimiento de pena, de conformidad con lo establecido en el artículo 479 ordinal 1º y 501 encabezamiento del Código Orgánico Procesal Penal,.......”

Se desprende como resultado de la investigación documental  realizada a la sentencia de fecha 04 de julio del 2006, dictada por el Tribunal Primero de Ejecución del Circuito Judicial Penal del Estado Falcón, signada con el Nº IPO1-2005-005997. Resolución de Redención Judicial de la Pena por el Trabajo y el Estudio. De la revisión de la citada sentencia se desprende entonces de la simple lectura de la norma constitucional y los demás instrumentos legales citados, que el estado venezolano tiene la obligación de crear las condiciones necesarias y los centros de tratamientos adecuados, con personal especializado en materia penitenciaria, que permita al recluso o penado seguir optando por los beneficios pospenitenciarios que garanticen su progresividad y su reinserción en la sociedad y su familia, prerrogativa esta que le da la ley a los privados de su libertad, beneficio este de la redención de la pena por el trabajo y el estudio desde el momento que nace la obligación para el penado. 

Ahora bien de lo anteriormente planteado se desprende que corresponde  al juez  de ejecución  vigilar por la protección de los derechos laborales de los penados en el Sistema Penitenciario Venezolano, es de considerar a la doctrina penal vinculante y como punto de referencia la jurisprudencia del más alto tribunal de la República, los valores fundamentales que consagra la Constitución Bolivariana de Venezuela en su artículo 2 y siguientes relativas a la igualdad, la solidaridad, la libertad, la justicia, la preeminencia de los derechos humanos, los principios de proporcionalidad de la pena y de rehabilitación y reinserción social del penado, así como los Pactos y Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos y Derechos del Hombre, suscritos y ratificados por el estado venezolano.
Capítulo III
Marco Metodológico

3.1. Tipo de Investigación:

           La presente investigación es de tipo documental, por cuanto la información ha sido recabada a partir de trabajos elaborados previamente, específicamente, estudios realizados por especialistas en el área y datos documentales.

           La investigación jurídica documental es aquella que obtiene su información de fuentes documentales tales como: libros, artículos, revistas, CD, sentencias, expedientes, leyes, que se han venido acumulando en el transcurso del tiempo, entre otros. (Nava, 2004)

           Asimismo, en virtud de su objeto, este trabajo se encuadra dentro de los de tipo descriptivo, ya que se  compararon los diferentes regímenes jurídicos  utilizados para determinar la eficacia de la protección de los derechos laborales de los penados en el sistema penitenciario, las alternativas seguidas por los países Iberoamericanos, concretamente Venezuela, España y el Salvador y el funcionamiento de sus programas, estableciéndose luego, asociaciones para precisar las circunstancias que rodearon la implementación de programas de protección a los derechos laborales de los penados en los sistemas penitenciarios individuales en estos países y las condiciones que han hecho posible su funcionamiento con mayor o menor éxito.
           El estudio permitió señalar las particularidades de las reformas de que han sido objeto los sistemas de penitenciarios  de España y el Salvador, así como la reforma que se ha planteado en Venezuela, haciendo uso de la investigación documental. 
            De igual manera, este trabajo facilitó la medición de diversos aspectos,”… dimensiones o componentes del fenómeno o fenómenos  a investigar “                 (Hernández  Sampieri y Otros, 1996).
3.2 Técnica de Recolección de Datos.
           Básicamente consistió en la revisión del material bibliográfico y  hemerográfico sobre la materia objeto de la investigación, lo que permitió seleccionarlo, registrarlo y evaluarlo, usando para ello el análisis documental.
           De igual forma, se obtuvo datos e información documental recolectada por otros investigadores,  y a trabajos disponibles en la Internet.

3.3 Método de Análisis de datos.

El método de exploración de datos empleado para el desarrollo de la presente investigación ha sido: 

A.) Revisión bibliográfica y documental.

Esta revisión se llevo a efecto dentro de los siguientes centros de información: 

Biblioteca del Colegio de Abogados del Estado Falcón “JOSÉ MENDOZA”

Biblioteca de Postgrado de la facultad de Ciencias Jurídica y Políticas de la Universidad del Zulia, “Dr. FRANCISCO OCHOA”. 

Biblioteca del Colegio de Abogados del Estado Zulia “dr. HUMBERTO CUANCA”.

Archivo Histórico del Estado Falcón

 Biblioteca de la Universidad Nacional Experimental Francisco de Miranda, Área Ciencias de la Educación, con sede en Coro Estado Falcón.

B.) Procesamiento de los Dictámenes del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, de las sentencias de los Juzgados Penales de Ejecución de la Jurisdicción del Estado Falcón.

C.) Búsqueda y Procesamiento de la información obtenida de Internet y de páginas Web.

D-) Análisis e Interpretación de la información obtenida dentro del proceso de investigación:

Los documentos relacionados con la presente investigación.

Los dictámenes del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela.

La documentación, doctrina, jurisprudencias, comprenden entre otros el contenido  de esta investigación, el cual será sometido a un proceso de riguroso análisis, interpretado y discusión, desde el punto de vista del contenido de la protección de los derechos laborales en el sistema penal venezolano en la doctrina laboral, la ley y la jurisprudencia, todo con el propósito de lograr y obtener los objetivos pautados en la presente investigación.   

F.) Análisis de las decisiones del Tribunal Supremo de la República Bolivariana de Venezuela y los Tribunales penales de instancias en fase de Ejecución. 

Capítulo IV
Análisis de Resultados 

5.1. Conclusiones

1. En el marco normativo nacional existe regulación sobre derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano, desarrollada en principios por la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y más específicamente por  la Ley de Régimen Penitenciario y su Reglamento,  el Código Penal,  el Código Orgánico Procesal Penal, además de la Ley Orgánica del Trabajo, a la cual remite expresamente la Ley de Régimen Penitenciario.   

2. Así mismo, nos interrogamos sobre la eficacia del sistema normativo bajo análisis, a lo largo  de la investigación se pudo constatar que los derechos laborales en el marco normativo del sistema penitenciario venezolano no están suficientemente protegidos por el  Estado.

2.1. Por cuanto: en relación con el beneficio de destacamento de trabajo, son los Jueces de Ejecución, los encargados de garantizar el derecho de trabajar en condiciones favorables a los reos que hayan sido condenados por una sentencia definitivamente firme, pero esto se limita a aplicar el contenido del artículo  501  del Código Orgánico Procesal Penal, habiéndose detectado problemas con la aplicación en la  aplicación de  dicha norma, ya que el operador de justicia puede autorizar el trabajo fuera del recinto penitenciario a los penados sin que se le haga un seguimiento a los fines de brindar la protección necesaria a los derechos de todo trabajador, sin tomar en cuenta la condición social del individuo. 
2.2. Además  como se puede observar, el contenido del artículo 501 en referencia, solo se limita al trabajo fuera del establecimiento penitenciario, es decir, al régimen abierto o libertad condicional, para aquellos que en el primer caso hayan cumplido un tercio de la pena o, en el segundo caso, haber cumplido las dos terceras partes de la pena impuesta, pero persiste el problema, la protección del trabajo dentro de los centros penitenciarios, lo que comporta en la realidad una violación a los derechos humanos, una forma sutil de discriminar al reo, y la flagrante violación al derecho de igualdad y de justicia social.

 3. Se concluye que la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano en relación con el Derecho Comparado, especialmente al Sistema constitucional, penitenciario y laboral de España y El Salvador, tienen claras referencias de similitud entre otros aspectos los siguientes: En España y El Salvador el derecho al trabajo de los penados está contemplado en la Constitución; la legislación penitenciaria de ambos países contempla el derecho al trabajo de los internos como medio que propicia la reinserción social del penado, regulan los mecanismos para la protección laboral del interno sin discriminación alguna, Venezuela al igual que España, incorpora la irrenunciabilidad  de los derechos laborales sin discriminación de ninguna índole pero  a diferencia  de Venezuela, las legislaciones de España y El Salvador no contemplan la asistencia pospenitenciaria una vez obtenida la libertad plena, a los fines de la reinsertación social del exinterno. Por otra parte, los sistemas penitenciarios comparados no está contemplada la reducción de la pena por el trabajo realizado por el interno.  
4. A su vez,  las referidas legislaciones presentan aspectos más avanzados que la nuestra. En tal sentido, en el derecho, penitenciario Salvadoreño, la asistencia al reo en relación con su derecho al trabajo encuentra su origen en la acción estadal, es el Estado el encargado de prestar dicha asistencia, ya que determina asistencia al interno para buscar trabajo, preparar la respectiva documentación, e inclusive buscar vivienda; mientras que en Venezuela el trabajo del reo proviene de la acción individual, ya que se produce bien bajo su propia iniciativa, o por parientes y amigos que se encargan de ubicar el puesto de trabajo fuera del recinto penitenciario.

5. Más importante aún, mientras que en Venezuela el trabajo del reo constituye un derecho opcional (por cuanto está sujeto a su iniciativa y solicitud), en las legislaciones Española y Salvadoreña el trabajo del penado es de carácter obligatorio.

6. Se evidencia doctrina judicial venezolana en relación con la materia a todos los niveles, incluyendo el Tribunal Supremo de Justicia, en relación a la protección de los derechos laborales en el Sistema Penitenciario Venezolano, contentivos de los siguientes criterios: 
· Corresponde a  los Tribunales de Ejecución  garantizar los derechos constitucionales a la igualdad ante la ley y a la no discriminación, garantizando de esta manera la protección de los derechos laborales en el Sistema Penitenciario venezolano, ya  que el Juez de Ejecución acuerda el beneficio a los reos cuando le es solicitado y habidas las condiciones.

· Una vez acordado el beneficio  presentarse una vez al mes a la sede del tribunal.

·  Cumplir con todas las condiciones que le imponga el delegado de prueba. 
· No ausentarse del territorio de la República sin la debida autorización del Tribunal. 
·  Consignar en un plazo no mayor de treinta (30) días la constancia de trabajo correspondiente ante el Tribunal de Ejecución. 
· Realizar estudios de capacitación en el área laboral.

·  No consumir bebidas alcohólicas;  sustancias estupefacientes y psicotrópicas. 
· No poseer; ni portar arma de fuego; ni arma blanca. 
· No frecuentar lugares donde se realicen juegos de envite y azar.

·  Someterse a todas las indicaciones del beneficio de régimen abierto. Obligaciones que son de estricto cumplimiento, so pena de la revocatoria de la medida acordada.
57 Las conclusiones anteriores sugieren la conveniencia de ampliar el marco normativo existente en relación con la protección de los derechos laborales en el Sistema Penal Venezolano,  de manera que incorpore, entre otras, la protección más avanzada en ésta materia contemplada por el derecho penitenciario Español y Salvadoreño.
5.2. Recomendaciones.
Según el estudio realizado relacionado con la protección de los derechos laborales en el sistema penitenciario venezolano  y los beneficios que de ellos se derivan, es necesario hacer algunas recomendaciones que busquen acabar con la deshumanización de los Centros Penitenciarios, darle un nuevo rumbo a la atención que se merecen los penados en la relación laboral, en el marco del contenido del artículo  272  de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en armonía con lo establecido en la Ley de Régimen Penitenciario, y las forma del trabajo como medio de rehabilitación y reinserción del penado al campo laboral y la sociedad, para lo cual se sugieren las recomendaciones siguientes:
1. Se recomienda que el Poder Legislativo se avoque a reformar la Ley de Régimen Penitenciario y su Reglamento, a los fines de garantizar la protección de los derechos laborales en el Sistema Penitenciario venezolano, que desarrolle los principios contenidos en el artículo 272 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en relación a la política penitenciaria en Venezuela, donde se unifiquen los criterios para determinar la forma, control y trámites necesarios.

2. Se recomienda la reforma a la Ley Orgánica del Trabajo, en el sentido de incorporar en el Titulo V de los Regímenes Especiales, la protección de los Derechos Laborales en el Sistema Penitenciario Venezolano, como un hecho social de conformidad con lo pautado en el artículo 272 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

3. En torno a la administración de los centros penales de Venezuela se recomienda la descentralización de la administración de los centros penitenciarios, a cargo de los gobiernos estadales y municipales, a los fines de acercar a las comunidades a los establecimientos penados y vincularlos con la población, de acuerdo al numeral  7  de artículo  184 de la carta fundamental, con la intención de profundizar en la democracia participativa de conformidad con el artículo  158  del texto  ut supra, como expresión de la prestación eficaz  y eficiente de los cometidos estatales. 

4. Por cuanto el artículo 272 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, establece que las cárceles podrán ser sometidas a modalidades de privatización, se recomienda la implementación de esta modalidad en el Sistema Penitenciario venezolano, de manera que sería un gran paso hacia la modernización  del Sistema Penitenciario en Venezuela, por cuanto la privatización de las cárceles ha dado buenos resultados en otros países, como por ejemplo Inglaterra, por la manera de gerencia impuesta para el desarrollo de la personalidad del sujeto privado de libertad.

5. Se recomienda legislar en torno a la creación del Defensor Público del Trabajo para que conjuntamente con el Defensor Público de Presos, a través del Juez de Ejecución le haga un seguimiento a la protección de los derechos laborales del penado en el sistema de Trabajo, bajo este régimen especial laboral.

6. Se recomienda legislar de manera que contemple la protección más avanzada en esta materia, entre otros en el sistema español el trabajo del penado es de carácter obligatorio y en el derecho penitenciario salvadoreño el estado es el encargado de prestar asistencia para buscarle trabajo, preparar la documentación y si fuera el caso, buscar vivienda a el penado que está en situación de prelibertad.
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